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La aplicación de soluciones alternativas al conflicto penal, constitutivas del acuerdo 
reparatorio y la suspensión condicional del procedimiento, a fin de dar cumplimiento con 
las garantías constitucionales, en el sistema acusatorio ecuatoriano 
 
 
Desde la proclamación del Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social y la 
incorporación a nuestro Ordenamiento Jurídico Nacional de la vigente Constitución de la 
República, altamente garantista, la Asamblea Nacional ha dado pasos firmes hacia la real 
concreción de medios alternativos a la justicia penal, con el fin de viabilizar en la práctica el 
principio constitucional y universal de mínima intervención penal. De este modo mediante leyes 
reformatorias se ha ido introduciendo dentro del Código de Procedimiento Penal mecanismos 
alternativos al proceso penal, que en su conjunto buscan reducir la cultura jurídica de conflicto, 
la reparación inmediata del daño causado por evento del delito -tanto para la víctima, como para 
el imputado y la sociedad-, el resarcimiento de las legítimas y justas demandas de la víctima, la 
descongestión de la sobre cargada labor de la Fiscalía General del Estado, la Defensoría Pública 
y los Juzgados y Tribunales de Garantías Penales. Sin embargo, la poca difusión de sus 
incuantificables beneficios ha limitado en grado sumo su real concreción dentro del engranaje 
procesal penal. A lo que debe sumarse el desprestigio que estos medios alterativos de justicia 
han recibido por importantes jurisconsultos que de manera errada siguen abrazando viejas 
usanzas del Sistema Inquisitivo, donde la privación de la libertad del imputado era la panacea y 
solución a todos los problemas sociales. Lamentablemente, no se llega a entender que la 
violencia solo trae más violencia y que la represión irracional del delito a la postre significa 
altos costos sociales por lo que la presente investigación apuntó hacia un cambio de concepción 
penal. 
 
PALABRAS CLAVES:  
1. APLICACIÓN SOLUCIONES ALTERNATIVAS 
2. CONFLICTO PENAL 
3. ACUERDO REPARATORIO 
4. SUSPENSIÓN CONDICIONAL 
5. DAR CUMPLIMIENTO  






The application of alternatives to criminal conflict of compensation agreements 
constitutive and conditional suspension of proceedings , to comply with constitutional 
guarantees, adversarial system in Ecuador 
 
From the declaration of the Constitutional State of Rights and Social Justice and the 
incorporation of the new National Legal Order of the Constitution of the Republic, with a lot 
warranties, the National Assembly has firmly advanced to the creation of alternative means of 
penal justice, in order to facilitate the practice of the constitutional and universal principle to 
minimize penal practice. Reformatory laws have been introduced in the code of penal Procedure 
with alternative mechanisms for the penal process, that jointly seek reducing the legal culture of 
the conflict, immediately repair the damage by the affected party, the perpetrator and the society 
– meeting of true and fair demands by the affected party, minimizing excessive work in the 
Government Attorney`s office, people`s public attorney and penal warranties courts and 
tribunals however, scarce diffusion of the great amount of benerfits has decreased in a great deal 
its application in the imputed lawyers, who keep on using old practices of the inquisitive 
system, where the detention of the imputed party was used to solvr all social troubles. 
Unfortunately, violence brings volence; irratyional repression of offenses, results in high social 




1. APPLICATION OF ALTERNATIVE SOLUTIONS 
2. PENAL CONFLICT 
3. REPARATORY AGREEMENT 
4. CONDITIONAL INTERRUPTION 
5. COMPLIANCE 





Con la proclamación del Ecuador como un Estado constitucional de derechos y justicia 
y su reconocimiento en el ordenamiento jurídico con la promulgación de la Constitución vigente 
(2008), altamente garantista y tuteladora de derechos, la Asamblea Nacional dio pasos firmes 
hacia la real concreción de medios alternativos en la justicia penal, con el fin de viabilizar en la 
práctica el principio constitucional y universal de mínima intervención penal, como parte de las 
recién incorporadas garantías procesales. 
 
Mediante la ley reformatoria al Código Procedimiento Penal Promulgada y publicada el 
martes, 24 de Marzo de 2009, en el Registro Oficial Nº 555, se introdujeron mecanismos 
alternativos al proceso penal, que en su conjunto buscan reducir la cultura jurídica de conflicto, 
la reparación a corto plazo del daño causado por evento del delito -tanto para la víctima, como 
para el procesado y la sociedad-, la descongestión de la sobre cargada labor de la Fiscalía 
General del Estado, la Defensoría Pública y los Juzgados y Tribunales de Garantías Penales. 
 
Sin embargo, la poca difusión de sus incuantificables beneficios, ha limitado en grado 
sumo su real practicidad, dentro del engranaje procesal penal. A lo que debe sumarse la 
incomprensión que estos medios alterativos de justicia han recibido por parte de jurisconsultos 
que de manera errada siguen abrazando viejas usanzas del sistema inquisitivo, donde la 
privación de la libertad del procesado era la panacea y solución a todos los problemas sociales. 
 
Lamentablemente, todavía no se llega a entender que la violencia solo genera más 
violencia y que la represión irracional del delito a la postre significa altos costos sociales. 
 
Bien lo manifestó en su momento Gandy: “Si la humanidad continúa empecinada 
practicando el ojo por ojo, va a terminar ciega”. 
 
Por lo que en el actual escenario político, se mira con recelo los mecanismos 
alternativos de justicia, pues se considera que los mismos de manera paternalista sobre tutelan al 
delincuente desprotegiendo a la sociedad e invisibilizando a la víctima. Al respecto, considero 
que la realidad es otra, pues en la práctica los medios alternativos de justicia garantizan una 
justicia inmersa dentro de una cultura de paz, donde las partes procesales pueden de manera 





Resulta por lo tanto lamentable, que dentro del vigente Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia, se siga marginando a plausibles esfuerzos normativos que buscan 
robustecer el buen vivir a tono con el mandato constitucional, con los altos principios, reglas y 
valores del neoconstitucionalismo y del garantismo, hoy, impulsados en toda en toda la región. 
 
Esto último hay que expresarlo categóricamente, al observar que nuestros asambleístas, 
dentro del recién promulgado Código Orgánico Integral Penal (2014), establecen caminos 
oscuros, que dificultan la aplicación de las soluciones alternativas al conflicto penal. Omisión 
legislativa que llama poderosamente la atención, tanto más cuando tenemos presente que se 
encuentra en plena vigencia el principio universal de la mínima intervención penal tanto en la 
Constitución de la República (Art. 195) como en el referido Código Orgánico Integral Penal 
(Art. 3). 
 
Frente a esta difícil situación que debe sortear el conflicto penal, orillado únicamente a 
la tramitación tediosa de un proceso desgastador para todas las partes procesales, se hace 
necesaria una revisión profunda en la transición desde la norma procesal penal vigente a la que 
está por regir, con la finalidad de cerrar brechas discordantes y armonizar todo nuestro sistema 























1. ASPECTOS FUNDAMENTALES 
 
Si realizamos un diagnóstico exhaustivo al sistema de justicia penal de nuestro país, nos 
encontraremos con una serie de dificultades, ya que podemos evidenciar graves males que 
afectan a la sociedad en lugar de beneficiarla, siendo éste su propósito, así por ejemplo la 
violación sistemática de importantes derechos fundamentales, como el de la rehabilitación social 
integral con la sobrepoblación de los centros penitenciarios, en los cuales no se logra la eventual 
reinserción de los internos. Para llegar a una sentencia declaratoria de culpabilidad, es necesario 
atravesar un largo proceso penal, siendo los conflictos penales muy comunes, que se 
circunscriben en situaciones variadas que dan inicio a procedimientos investigativos, en ciertos 
casos violatorios a los derechos humanos, carentes de toda idoneidad, llenos de entredichos, 
largos y negligentes, a causa de ciertos operadores de justicia desconocedores de la esencia del 
estado constitucional. 
 
Frente al latente problema de inseguridad, se ha decidido optar por medios que sin ser 
los adecuados, de alguna manera permiten el control social; dándole paso a la figura jurídica de 
la prisión preventiva, como fuente primaria y final, de una desgastada seguridad jurídica llena 
de cambios.  
 
Si bien, los asambleístas han incorporado soluciones alternativas al conflicto penal, 
constitutivas del acuerdo reparatorio y la suspensión condicional del procedimiento, con el fin 
de dar cumplimiento con las garantías constitucionales, en el sistema acusatorio, su incidencia 
dentro del quehacer jurídico nacional ha sido escasa, muestra de ello es el hacinamiento del 
sistema penitenciario. 
 
De allí que, es importante mencionar que la prisión preventiva ha sido concebida 
doctrinariamente como una medida cautelar provisional, no siendo una pena o una condena. Sin 
embargo, es evidente que para las personas que deben cumplir con esta medida, pueden sentirse 
sometidos a una pena, en el sentido de restricción de derechos y de infligírseles dolor, es por 
ello que el tiempo transcurrido en prisión preventiva se computa como parte de la condena, 
siendo graves los casos en que finalmente se ratifica el estado de inocencia del procesado. Claro 
está que por sobre el principio de inocencia, prima el que podríamos llamar “principio de 
presunción de culpabilidad” justificado por el populismo de una desdibujada concepción del 
combate a la criminalidad, basado en el encarcelamiento del culpable y del inocente hasta que 
demuestre que nada ha tenido que ver. 
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A nivel de las Naciones Unidas, para los organismos internacionales que especialmente 
se ocupan de la criminalidad y la justicia penal, los presos sin condena han sido una 
preocupación permanente.  
 
Ya en 1957, cuando la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó las reglas 
mínimas para el tratamiento de los reclusos, este importante instrumento internacional -que 
mantiene notable vigencia- dedicó un capítulo exclusivo a establecer las especiales 
consideraciones que corresponden a este tipo de presos. Posteriormente, en numerosos 
instrumentos, se regresa reiteradamente sobre el tema, para alertar a los gobiernos y a los 
poderes judiciales de todo el mundo que el uso de la prisión preventiva debe ser excepcional.  
 
El tema ha venido tratándose sin interrupciones en todos los congresos quinquenales de 
Naciones Unidas sobre prevención del delito y tratamiento del delincuente. Sin embargo, es 
evidente que estamos encerrando preventivamente en demasía y que nuestro sistema se orienta 
por el principio de presunción de culpabilidad y no por el de inocencia, como se encuentra 
consagrado en la carta magna.  
 
Lamentablemente debemos admitir que la imagen idílica de un sistema de justicia penal 
de mayor transparencia, donde primen las actuaciones orales sobre lo escrito, garantizándose la 
publicidad y contradicción, con un mayor equilibrio entre las partes del proceso, que produzca 
un menor número de presos sin condena, es solo un ensueño que consta en las reformas 
normativas, pero que en la práctica no se evidencia.  
 
La idea de justicia impone que el derecho a la defensa sea conjugado con el derecho de 
la víctima, en forma que ninguno de ellos sea sacrificado en aras del otro, y la lucha entre los 
intereses generales de la sociedad se cristalice en la facultad del Estado de reprimir y el derecho 
primigenio del hombre a ser libre. Así, debe buscarse el conveniente y justo equilibrio entre la 
necesidad de reprimir y la garantía del derecho de libertad física del hombre procesado. 
 
1.1. ORIGEN Y EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL PROCEDIMIENTO PENAL 
Y/O JUZGAMIENTO PENAL 
 
Desde los primeros tiempos, durante muchos siglos, según Juan De Velasco (1987): 
“…hasta que fue conquistado por Carán Shyri, cerca del año mil de la Era Cristiana”, nuestras tierras 
se encontraban pobladas de seres humanos que trabajaban, luchaban, procreaban y morían 
fermentando un pueblo, una nación y una patria.  
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Cerca de la época en la cual los Incas se establecieron en el territorio de la actual 
República del Ecuador, la historia da cuenta de la presencia de diversas tribus y pueblos 
asentados sobre el sector costanero y serraniego, pues:  
 
La nación de los Puruháes habitaba en la Provincia de Chimborazo; la de los célebres 
Cañaris ocupaba toda la provincia de Cuenca, desde el nudo de Azuay hasta Saraguro, 
y desde la cordillera oriental hasta el golfo de Jambelí; las tribus semibárbaras de los 
Paltas y de los Zarzas estaban diseminadas en la provincia de Loja. En la costa 
moraban varias parcialidades numerosas, formando reinos y cacicazgos separados, el 
principal de los cuales estaba en la isla de Puna en el golfo de Guayaquil. Estas eran 
las naciones mejor organizadas; pero había además otras, gobernadas por reyes o 
príncipes independientes, y que guardaban alianza con las principales. Tales eran, al 
norte de los Huacas, Tuzas, Tulcanes y Quillacingas; los Quiches y Chillos, dentro del 
territorio de los Shyris; los Ambatos y los Tizambis, limítrofes del reino de Puruhá; y 
los Chimbos, que ocupaban las cabeceras de la costa y se extendían hasta Babahoyo. 
Federico González Suárez (1990, p. 54). 
 
De acuerdo a Federico González Suárez (1990, p. 56), la principal nación fue la de los 
Shyris, que llegaron a la costa ecuatoriana navegando por el mar y desde el occidente, fundando 
la ciudad de Bahía de Caráquez, en homenaje a su nombre original, los Caras, desde donde 
emprendieron viaje hacía la Sierra, aprovechando el curso superior del río Esmeraldas, 
dominando prontamente a los Quitus, que eran la nación primitiva de la región que hoy 
corresponde al valle en donde se asienta la ciudad de Quito, capital de nuestra República. 
 
Los Caras iniciaron la empresa de sometimiento de las tribus del norte, como los 
Cayambis y los Otavalos. Mas, como en el Sur, lo que corresponde a la actual provincia de 
Chimborazo, los Puruháes opusieron resistencia, de acuerdo a la leyenda, tuvieron que recurrir 
a la alianza de sangre, mediante el matrimonio de Toa, hija de Carán, decimoprimero Shyrí, 
con Duchícela, hijo de Condorazo, formando una monarquía que extendía sus dominios desde 
Tulcán hasta el Azuay. 
 
El padre Juan de Velasco (1876, p. 91) en su conocida Historia del Reino de Quito, nos 
cuenta que el gobierno de los Shyris aunque monárquico poseía tintes de aristocracia que se 
transmitía de padres a hijos varones, exclusivamente, de acuerdo a la ley de sucesión; que 
adoraban al sol y a la luna; y que conocían el derecho de propiedad y se heredaban los bienes 




Respecto a la cultura intelectual y moral (de estos primitivos habitantes del Ecuador), 
no sabemos ni podemos decir nada con certidumbre. Sus leyes penales, el 
procedimiento que se observaba en sus juicios, el orden civil y la distribución del 
tiempo nos son completamente desconocidos. Federico González Suárez (1990, p. 54). 
 
Pero, el hecho de que la historia no haya recogido todavía los aspectos estructurales de 
los primitivos habitantes del Ecuador, no significa en modo alguno que los reinos, las tribus y 
las parcialidades indígenas primigenias no hubieran delineado normas, costumbres o reglas a las 
cuales sujetaban sus relaciones internas y externas, tanto más que los historiadores nos hablan 
de alianzas militares y matrimoniales, de sucesiones monárquicas y de prácticas y de cultos 
religiosos. 
 
Pueblos que opusieron resistencia militar a los invasores del sur, debían contar con una 
organización social que les permitiera una estructura interna definida, pues no se trataba de 
nómadas ni de bárbaros dispersos, sino de tribus que se dedicaban preferentemente a la 
agricultura. Seguramente tenían parecida organización social que los incas, pues si bien es 
verdad que la geografía los aislaba, debían tener noticias de sus poderosos vecinos. 
 
Claro que, como lo advierte Alfredo Pérez Guerrero (1953, pp. 24 y 25), había una:  
 
Indiferenciación jurídica que es común al período primitivo del derecho; no existen 
líneas claras entre el derecho público y el privado, ni entre lo penal, lo civil y lo 
administrativo. El régimen político que informa todas las manifestaciones jurídicas 
descansa en el concepto de un inca que es Rey y Sumo Sacerdote y en cuya mano están 
en principio todos los poderes; el sistema puede calificarse como de castas 
sacerdotales o guerreras dominadoras, frente a tribus bárbaras que había que tener 
sujetas. 
 
Si había alguna organización de carácter económico, especialmente la propiedad 
privada sobre la tierra, según Federico González Suárez (1990, p. 51), debía corresponder a 
una organización legal, aunque sea incipiente de tipo tradicional que se transmitía oralmente de 
padres a hijos. Por lo mismo, debía conocerse y aplicarse una escala determinada de sanciones, 
en relación a la gravedad de la falta, que posiblemente iba desde la amonestación hasta la pena 
de muerte, pasando por el destierro y la confiscación de los bienes del infractor. 
 
Los primeros habitantes del Ecuador, sufrieron dos invasiones: la primera de los incas y 




Túpac-Yupanquí, padre de Huayna-Cápac y abuelo de Atahualpa, al mando de un 
ejército numeroso, aguerrido y bien disciplinado, inició la conquista del Reino de Quito, 
dominando a los Paltas y a los Zarzas; luego, con mayor dificultad a los Cañaris; 
posteriormente y después de feroces combates a los Puruháes, para llegar hasta Quito, aunque 
sin vencer definitivamente a los Shyris, que habían organizado la defensa más al norte.  
 
A la muerte de Túpac-Yupanqui, su hijo Huayna-Cápac continuó las empresas 
guerreras, primero hacia el sur, por las tierras chilenas y argentinas; y luego hacia el norte, al 
Ecuador, recorriendo de nuevo el camino andado por su padre, terminando por imponer su 
dominio en Yahuar-Cocha, lago de sangre, con lo cual se conformó el Tahuantinsuyo o los 
cuatro puntos cardinales, que había de heredar Atahualpa, que fue sacrificado por la ambición 
ibérica. 
 
De acuerdo a Manuel Agustín Aguirre (1961, pp. 41 y 42), en las sociedades primitivas: 
 
El trabajo en común determina también la propiedad común de los medios necesarios 
para realizarlo (el suelo donde se asienta la tribu, la habitación, las canoas, etc. así 
como la de los productos obtenidos, que se dividen igualmente entre los miembros de 
la comunidad. No existe la división del trabajo sino por razón del sexo: el hombre va a 
la guerra, la caza, la pesca; la mujer atiende los quehaceres domésticos; ni la 
propiedad privada, que no hay que confundir con el uso personal de algunos 
instrumentos que aquellos utilizan en sus actividades; las armas o útiles de caza y los 
trabajos caseros. Como debido a la baja productividad del trabajo no se obtiene sino 
lo necesario para subsistir, sin que haya un excedente del cual unos puedan apropiarse 
a costa de los demás, no encontramos la explotación de unos hombres por otros, ni la 
esclavitud ni las clases sociales; tampoco el Estado como instrumento de sometimiento 
y opresión; pues la comunidad, de carácter verdaderamente democrática, se rige por 
medio de una asamblea de todos los miembros adultos, con iguales derechos que 
nombran y deponen a sus jefes en la paz y en la guerra. 
 
Por lo tanto, en esencia, de acuerdo al mismo maestro:  
 
La base fundamental de este modo de producción, es, en consecuencia, la propiedad 
colectiva de los medios de producción, que determinan las relaciones de colaboración 
y ayuda mutua entre todos los miembros del grupo. Como la colectividad produce para 
satisfacer directamente sus necesidades, no existen sino casos aislados de cambio, que 
tienen por objeto lo superfluo. Como se produce apenas para subsistir, la distribución 
es igualitaria, y no existe un remanente o sobrante del que pueda aprovecharse ningún 
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miembro de la gens o tribu, siendo imposible la explotación ni la existencia de clases 
sociales. Manuel Agustín Aguirre (1961, pp. 66 y 67). 
 
El desarrollo económico y social de los Incas no corresponde al de las tribus europeas 
que se hallaban en la etapa del colectivismo o comunismo primitivo, pues ya había cierta 
acumulación de la riqueza, que se había concentrado en las arcas del Inca (nobleza) y en la de 
los servidores del culto (sacerdotes), a costa del excedente producido por el pueblo 
(trabajadores). Fruto de esta acumulación del capital fue la división en clases sociales y 
económicas. 
 
Los tratadistas del Derecho Penal que se ocupan del tema generalmente no admiten que 
las cárceles de los Incas tuvieran una misión destinada al “cruel castigo” e incluso se ha llegado 
a negar la existencia de éstas. Entre los escritores peruanos, que se han dedicado a escudriñar 
estos tesoros del ayer, tampoco se encuentran testimonios bondadosos de las cárceles del 
imperio. Los cronistas, lamentablemente, no abundan en noticias sobre estos interesantes 
problemas de carácter penitenciario.  
 
Las razones son muy obvias, de acuerdo a Carlos Iván Zúñiga Guardia (1997, p. 18), 
dado el tiempo en que gravitó la cultura incásica. Sin embargo, todo parece indicar que las 
cárceles eran centros de crueldad y duro maltrato, pero que presentaban en muchos aspectos 
atisbos de un desarrollo hacia objetivos humanitarios. 
 
De acuerdo con Federico González Suárez (1990, p. 58):  
 
La legislación española en sus disposiciones relativas a las colonias americanas no 
pudo tachar de injusta a la Administración de Justicia, pues su propósito gravitó sobre 
el bien de los vasallos americanos.  
 
Para el doctor Jorge Zavala Baquerizo (2001, p. 110):  
 
Es indudable que aunque sea teóricamente, las Leyes de Indias fueron dictadas en un 
afán de protección tanto para el indio como para los mestizos y criollos. En América 
ninguna otra obra colonizadora tuvo ese interés de protección a los aborígenes y si 
bien es verdad que, generalmente, no se aplicaban dichas Leyes de Indias, no es menos 
cierto que la colonización inglesa ni la francesa en América demostraron en su 
legislación el afán de proteger a los aborígenes americanos, sino más bien el de 




Los colonizadores ingleses y franceses no fueron mejores que los españoles, porque 
simplemente perseguían un solo propósito: colonizar a los pueblos del nuevo mundo, con el 
objeto de explotar sus riquezas y asegurar nuevos mercados para sus industrias en expansión; y 
la verdad es que, sí esos propósitos se tenían en mente, muy poco interesaba el bienestar de los 
aborígenes. Ciertamente que el Derecho Colonial Español no estaba encaminado a proteger 
económicamente a los indios y a conducirlos por el camino del progreso y de la cultura. A los 
pueblos aborígenes de América del Sur se los esclavizó; y a los pueblos de América del Norte, 
simplemente, se los eliminó.  
 
De acuerdo al Consejo de la Hispanidad (1943, p. 15), la legislación española que se 
aplicó durante la colonia, estuvo impregnada de intereses y sentimientos religiosos. Para 
corroborar esta afirmación es suficiente leer los primeros párrafos del Título Primero de la Ley 
de Indias, en los cuales se destaca el afán evangelizador de la conquista española. 
  
Por eso, en la descripción de la mayoría de los tipos delictivos más duramente 
sancionados, se dejaba constancia de que el bien jurídico tutelado, era, fundamentalmente, el 
respeto a la religión, así:  
 
Ordenamos y mandamos a nuestros Virreyes, Audiencias y Gobernadores de las 
Indias, que en todas aquellas Provincias hagan derribar y derriben, quitar y quiten los 
ídolos, Ares y Adoratorios de la Gentilidad, y sus sacrificios, y prohíban expresamente 
con graves penas a los indios idolatrar y comer carne humana, aunque sea de los 
prisioneros y muertos en guerra y hacer otras abominaciones contra Nuestra Santa Fe 
Católica y toda razón natural, y haciendo lo contrario, los castiguen con mucho rigor. 
Consejo de la Hispanidad (1943, p. 17). 
 
La Nueva Recopilación, de la Ley de Indias dice:  
 
Además de las dichas penas ordenamos, que cualquiera que blasfemare de Dios o de la 
Virgen María en nuestra Corte, o a cinco leguas en derredor, que por ese mismo hecho 
se le corte la lengua y le den cien azores públicamente por justicia; y si fuera de 
nuestra Corte blasfemare en cualquier lugar de nuestros Reinos, córtenle la lengua, y 
pierda la mitad de sus bienes; la mitad de ellos para el que lo acusara y la otra mitad 
para la Cámara. Consejo de la Hispanidad (1943, pp. 18 y 19).  
 
Iguales penas económicas consulta la misma Nueva Recopilación para el caso de los 




Sin la intervención del sacerdote y sin la imposición de la fe religiosa, el guerrero 
español, por sí solo, no hubiera doblegado la rebeldía del indio americano. No fue solamente el 
trueno espantoso del cañón ni ese monstruo de “seis patas y dos cabezas”, que era el jinete con 
su caballo, el que conquistó América. Detrás de él se hallaba el sacerdote, predicando una nueva 
religión, que inculcaba el amor a Dios y el sometimiento pacífico a sus representantes en la 
tierra. 
 
Por lo que al respecto el Consejo de la Hispanidad (1943, p. 32) manifiesta que uno de 
los instrumentos de los cuales se sirvió el Derecho Colonial para controlar los levantamientos 
indígenas y las posteriores ideas libertarias de los patriotas criollos fue el Tribunal del Santo 
Oficio de la Inquisición, trasplantado de España a Latinoamérica, con asiento en las ciudades de 
Lima, México y Cartagena.  
 
Es necesario hacer hincapié que estos fueron creados a través de la Ley dictada por 
Felipe II en 1569 y 1570 y mandada a recopilar en la Ley de Indias por Felipe III. Cuando se 
implementaron los tribunales antes mencionados en la mayor parte de América Latina, se 
ordenó a los Virreyes, Presidentes, Oidores y Alcaldes del Crimen de las Audiencias Reales, a 
los Gobernadores, Corregidores y Alcaldes Mayores de las Indias, así como a los españoles y a 
los indígenas que vivían en estas tierras, que presten toda su colaboración y reverencia a los 
Ministros y Oficiales del Santo Oficio de la Inquisición, con el objeto de que puedan cumplir 
con su misión de prender, juzgar y castigar a los que atenten contra los bienes jurídicos 
tutelados; disponiendo, además, que los Consejos, Audiencias y Gobernadores, no conozcan ni 
interfieran en las causas civiles y penales de competencia privativa de los Tribunales Especiales 
ya indicados. 
 
No está por demás recordar que los Tribunales del Santo Oficio aplicaban el sistema 
inquisitivo, que se caracterizaba por la inquisitio o iniciación de oficio la escritura y el secreto 
del proceso, lo cual no garantizaba el derecho de defensa de los acusados. Por otro lado, 
solamente, recordamos que junto con el sistema inquisitivo, se aplicaba el sistema legal o formal 
o de la tasa matemática de las pruebas, que se dividían en pruebas perfectas e imperfectas, 
plenas y semiplenas, semiplenas mayores y semiplenas menores, donde dos pruebas imperfectas 
hacían una perfecta y dos pruebas semiplenas hacían una plena, en donde el testimonio del 
hombre tenía mayor puntaje probatorio que el de la mujer, el del noble que el del plebeyo el del 
militar que el del civil y el del religioso que el de aquél que no vestía hábitos. 
 
La Recopilación de las Leyes de los Reinos de Indias, disponía que las pesquisas se 
realicen con mucho celo y prolijidad:  
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Para mejor averiguar los delitos,... se hagan las sumarias y procesos informativos, con 
el mayor cuidado e inteligencia, que sea posible: por lo cual mandamos a los Oidores, 
que fueran jueces en lo criminal, y a los Alcaldes del Crimen, donde los hubiera, que 
hagan por sus personas las averiguaciones sumarias de los delitos graves, o de calidad 
que se ofrecieran, hasta verificar la culpa, y no permitan, que se dé comisión a 
Escribano, Receptor, ni alguacil para esto. Consejo de la Hispanidad (1943, p. 36). 
 
Sobre la competencia en razón de la materia de estos Tribunales, Jorge Zavala 
Baquerizo (2001, p. 67) dice que:  
 
Fue un Tribunal Instituido para actuar contra todo aquello que no convenía a los 
intereses de los monarcas, de los señores feudales y del enriquecido clero. Era un 
tribunal dirigido contra todo principio nuevo que trataba de arrancar a las masas 
populares de la explotación en que vivían, contra los judíos por sus riquezas y por sus 
principios religiosos, contra los protestantes por su afán de volver hacia la primitiva 
religión cristiana, contra todos los enciclopedistas y sus seguidores por su deseo de 
hacer del pueblo una poderosa fuerza de progreso y civilización. En resumen, un 
tribunal contra las ideas y en defensa de los sistemas económicos privilegiados.  
 
El maestro Francisco Carrara (1985, p. 11), cuya autoridad en la materia es 
indiscutible, sostiene que el método inquisitorio “es el mejor que se adapta a los regímenes 
despóticos porque no presenta ninguna garantía especial”. 
 
En resumen, el Derecho Penal Español de la Colonia tenía un fuerte acento religioso. 
Pero detrás de la mística se encontraba el compromiso irrevocable con la situación económica, 
social y política reinante. Es decir, en el fondo, el sistema jurídico español respondía a los 
intereses económicos de la metrópoli, empeñada en extraer:  
 
Los recursos mineros localizados básicamente en la franja austral, para lo cual 
necesitaba de los brazos y de las vidas de miles de indios llevados desde todos los 
sectores del actual territorio de la República del Ecuador a través de la institución de 
la Mita, a los asientos mineros del sur y del sur-oriente del país. Revista del Instituto 
de Investigaciones Económicas de la Universidad Central.- Nro. 62. 
 
Por otro lado, el Derecho Colonial estaba comprometido con el propósito de legalizar la 
apropiación de las tierras y la esclavitud de los indios, puestos al servicio de los conquistadores, 
para lo cual se inventó la Encomienda, que permitió la entrega de los indígenas a los 
colonizadores, inclusive por varias generaciones, con la obligación de servir y pagar los tributos 
a los españoles. A las Mitas y a las Encomiendas, a los Corregimientos y las Reducciones, que 
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permitían la explotación legal del pueblo iberoamericano, en beneficio de la economía 
extranjera. 
 
Como resultado del sistema de explotación y dominio impuesto por los conquistadores, 
surgieron las clases sociales.  
 
En la base de la pirámide social se encontraban los indios y los negros, verdaderos 
esclavos. Junto a ellos o casi junto a ellos, los mestizos, los zambos y los mulatos. En el medio, 
los criollos, descendientes y herederos de los chapetones, muchos enriquecidos también con el 
sudor y la vida de la clase trabajadora. Arriba, en la cúspide, los latifundistas y encomenderos, 
que exhibían títulos de nobleza, escudos y blasones, algunos comprados a precio de oro.  
 
Es decir, desde el comienzo, la sociedad se dividía en dos clases fundamentales, los 
campesinos y los trabajadores en general y los propietarios de los latifundios y demás 
instrumentos de producción de aquella época. 
 
Pero detrás de las Mitas, las Encomiendas, Concertajes, Corregimientos y Reducciones, 
estaba el Derecho Penal Colonial para completar el Derecho Civil, disponiendo la prisión por 
deudas que solo se suprimió bien entrada la República, pues al decir de Pío Jaramillo (1954, 
pp. 27 y 28):  
 
Las cárceles solían estar llenas de indios infelices, que no habían pagado los tributos... 
La cárcel tragaba a los indios por todo y por nada, principalmente por los tributos, 
por el diezmo, por la bula de la Cruzada, por los impuestos de aduana, de alcabala, 
por la mesada eclesiástica y hasta por los donativos, y por el impuesto de indios 
propiamente dicho. Y aunque el indio no tenía un papel en la administración, pagaba 
en último término todos los impuestos, porque los empleos eran comprados, desde el 
Presidente de la Audiencia hasta cofrade de la Hermandad y aún curatos. Los precios 
imponía el amo,...La sentencia de muerte causaba placer en el ánimo del indio, que se 
aterrorizaba con las voces; mita y obraje sinónimos de martirio lento, horrible, 
martirio: por hambre, por desnudez, por fiebres, por azotes, por cadenas. Y la 
esclavitud comprendía no solo al mitayo sino a la mujer y a los hijos hasta extinguir la 
generación. 
 
Por eso, Juan Montalvo, hablando del indio, decía: “Si mi pluma tuviese don de lágrimas, 





A decir de Walter Guerrero Vivanco (2004, p. 35), en el año de 1968, ingresaron a la 
cárcel pública de la ciudad de Quito, 860 individuos, de los cuales 570, o sea el 66.27% se 
hallaban sumariados por robo, sustracción, vagancia, abigeato, fraude y estafa, es decir por 
delitos en contra de la propiedad.  
 
Si esto ocurre en la actualidad, el problema de la delincuencia contra la propiedad en la 
época colonial debió ser más agudo, ya que no solamente se imponían penas de prisión, sino 
trabajos forzados.  
 
En el Título Once del Libro Octavo de la Nueva Recopilación (1775, p. 43), leemos, 
por ejemplo, la siguiente disposición legal: 
 
Mandamos a todas las Justicias de nuestros Reinos que los ladrones, que conforme a 
las leyes de nuestros reinos, deben ser condenados en penas de azotes, de aquí en 
adelante la pena sea que los traigan a la vergüenza y que sirvan cuatro años en 
nuestras galeras por primera vez, siendo el tal ladrón mayor de veinte años, y por la 
segunda le den cien azotes, y sirva perpetuamente en las dichas galeras, y si fuera el 
hurto en nuestra Corte por la primera vez le sean dados cien azotes, y sirva ocho años 
en las dichas nuevas galeras, siendo mayores de la dicha edad, y por la segunda vez 
sean dados doscientos azotes, y sirva perpetuamente a dichas galeras; y en el hurto 
calificado, y robos, y salteamientos en caminos o campos, y fuerzas y otros delitos 
semejantes,... sean castigados conforme las leyes de nuestros Reinos (pena de muerte); 
y mandamos que los ladrones y vagabundos y holgazanes menores de dicha edad de 
veinte años y las mujeres vagabundas y ladronas y los esclavos de cualquier edad que 
sean presos por lo susodicho, no sean echados a las galeras, sino que sean penados y 
castigados, conforme a las leyes de nuestros Reinos. 
 
Por lo mismo, el Derecho Penal Colonial combina las penas corporales (azotes), con las 
penas infamantes (vergüenza pública) y el trabajo forzado a perpetuidad en las galeras españolas 
(músculos movilizando el comercio y el tráfico marítimo entre la metrópoli y las colonias). 
 
No está por demás agregar que el delito de injurias se reprimía con penas de carácter 
pecuniario, hasta diez mil monedas, y que solamente, cuando el infractor no podía cubrir esa 
obligación era condenado a pagar la pena con un año en el cepo. Que por otro lado, los perjuros 
eran reprimidos severamente y que el pecado infame merecía la hoguera, lo mismo que el 
homicidio, el asesinato y el robo calificado por la fuerza, aunque se reconocía plenamente la 
legítima defensa, así como la circunstancia eximente de actuar defendiéndose contra los autores 
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de robo o saqueo o contra el cónyuge adúltero y el correo en el delito de adulterio, 
circunstancias eximentes de responsabilidad que se conservan en nuestra legislación actual. 
 
El 24 de mayo de 1822 se consagró definitivamente el triunfo del movimiento libertario 
de nuestra patria, se alcanzó la independencia política de la Metrópoli española y se inició la 
breve etapa grancolombiana, sueño inmortal de Bolívar, que duró hasta 1830, en cuyo lapso se 
exoneró a los indios. 
 
Según César Jaramillo (1965, p. 152):  
 
Del impuesto del tributo; se prohibió hacerles servir sin salario; se estableció que 
quedaban en todo iguales a los demás ciudadanos ante la ley; se los exoneró del pago, 
durante cinco años, de derechos parroquiales civiles; se estableció la obligación de 
crear escuelas de indios, sostenidas con el pago de arrendamientos de los terrenos 
comunales o de los sobrantes después de satisfechas sus obligaciones; se ordenó la 
entrega de tierras baldías, auxiliares para su instalación y la exoneración de 
impuestos; fue decretada la parcelación y venta de tierras fiscales, respetando aquellas 
que los indios tenían posesión. 
 
Mas, en la práctica, aquellas disposiciones en favor de los indios mencionadas por el 
historiador, quedaron en el vacío; pues, en lo fundamental, se proclamó la vigencia de las Leyes 
de Indias y con ello se encadenó el futuro de nuestros pueblos al pasado de injusticia y 
explotación.  
 
De acuerdo con Instituto de Investigaciones Económicas (1975, p. 118): 
 
Cuando más por aquellos tiempos, por la Ley del 10 de julio de 1824, se suprimen en 
el papel los mayorazgos y las vinculaciones, lo que en ningún momento impide que se 
sigan produciendo las grandes concentraciones de tierra, acrecentando los latifundios 
formados en los años de la Colonia y conservados y transmitidos íntegramente. 
 
El autor Pío Jaramillo Alvarado (1954, p. 112), agrega que:  
 
Una vez proclamada la República Independiente y elegido el General Juan José 
Flores, primer Presidente del Ecuador, en 1830, la Asamblea Nacional declaró vigente 
la Recopilación Española de Indias, con lo que se eslabonó desde el primer momento 
el nuevo régimen al antiguo feudalismo que se pretendía destruir. Por consiguiente, la 
servidumbre de los aborígenes permaneció inalterable, y el concertaje de indios 
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continuó como en los tiempos coloniales. La inscripción lapidaria que la filosofía 
popular quiteña consagró al otro día de la independencia, a la novísima situación 
política: “Último día de despotismo y primero de lo mismo”, tuvo en el régimen una 
aplicación irónica sangrienta. Se operó el cambio de dominadores, pero la 
servidumbre se mantuvo intacta, ya que con la independencia triunfaron los grupos 
predominantes de Sierra y Costa, si bien ante la ausencia de una sólida consolidación 
de sus facciones, ninguno de los grupos en pugna (terratenientes y burguesía 
comercial), lograron desde el comienzo de la vida republicana totalizar sus intereses. 
 
Si la estructura económica del Ecuador no cambió durante la época grancolombiana ni 
en las primeras etapas republicanas, resulta lógico concluir que tampoco el Derecho en general 
y el Derecho Penal en especial se modificó substancialmente, pues por el contrario, de acuerdo 
con el Instituto de Investigaciones Económicas (1975, p. 113): “…uno de los primeros actos del 
Presidente Flores fue cuidar que los grilletes del indio estuviesen bien remachados”, aunque más 
adelante, a decir del Instituto de Investigaciones Económicas (1975, p. 118), en 1882, el 
Congreso aprobó un Decreto “…aboliendo la ignominiosa y humillante pena de azotes y autorizando a 
todo ecuatoriano que acuse o denuncie los delitos que en infracción de esta ley se cometieran”; y el año 
siguiente la misma legislatura, según el Instituto de Investigaciones Económicas (1975, p. 
118), se resolvió que:  
 
Los indígenas morosos en el pago de la contribución personal serán apremiados por 
medios suaves y equitativos que las leyes conceden a los demás ecuatorianos, sin que 
jamás sea permitido el secuestro de sus instrumentos y animales de labranza. Los 
corregidores o colectores que redujesen a prisión a mujeres e hijos por deuda fiscal o 
privada de algún indígena, serán castigados como reos de detención arbitraria. La 
viuda y herederos de un indígena, no serán responsables de sus deudas, sino en el caso 
de que él hubiese dejado bienes suficientes con que responder, a juicio de la autoridad 
respectiva. Queda abolida la pena de azotes. El que de su propia autoridad castigue a 
los indígenas con azores, prisiones, arrestos u otras penas rigurosas, o contrarias al 
pudor, perderán por el mismo hecho la deuda del ofendido.  
 
Todo lo cual, da claras muestras como el Derecho Penal y el Derecho Procesal Penal, se 







Según Pío Jaramillo Alvarado (1954, p. 116) por Decreto del 5 de octubre de 1835, 
Vicente Rocafuerte, dispuso que:  
 
Ningún indígena podrá ser nombrado prioste, contra su voluntad, ni obligado por los 
respectivos párrocos a hacer en cada año más de cuatro fiestas establecidas por la ley. 
Las viudas de los indígenas difuntos, no podrán ser obligadas a costear funerales 
pomposos, ni a pagar otros derechos que los del entierro, aunque el finado haya tenido 
bienes y en este caso no podrán exigir derechos por los entierros. Ningún párroco 
podrá exigir otros derechos que los designados por el Sínodo, ni cobrar primicias por 
regulación o cómputo, sino de la cantidad de especies realmente cosechadas. Los 
rematadores de diezmos, no podrán cobrar de los indígenas, sino la décima parte de 
los frutos que hubiesen cosechado, y de las partes existentes al tiempo del cobro, y de 
animales domésticos que no lleguen a este número. 
 
En 1837, el Presidente Vicente Rocafuerte, promulgó el Código Penal de la República 
del Ecuador y la Ley de Procedimiento Criminal.  
 
Cabe destacar que dicha ley estructuró el proceso penal de carácter eminentemente 
escrito dentro del sistema inquisitivo, procedimiento que fue aplicado hasta la expedición del 
Código de Procedimiento Penal, que entró en vigencia el 13 de julio de 2001 y que dio paso al 
sistema acusatorio mixto, que se constituyó en un plausible esfuerzo normativo que perseguía 
dar viabilidad a los derechos y garantías previstas en la Constitución Política de 1998, que por 
primera vez incorporó el debido proceso. 
 
Tal evolución normativa dio paso al derecho procesal penal nutrido de garantismo, con 
contenido técnico jurídico,  formado por un conjunto de actuaciones o tramitaciones 
establecidas en la ley para la realización de los actos judiciales y administrativos.  
 
En el derecho procesal penal existen dos intereses: por una parte, restablecer el derecho 
lesionado por la acción u omisión delictiva del culpable previa comprobación de la 
responsabilidad penal, la existencia del hecho criminoso y la adecuación de las sanciones; y, por 
otra parte, el derecho de la persona procesada a ser protegida por el Estado al dirigirse acusación 
contra ella, para que no sea privada de los medios de defensa ni sea sometida a vejaciones que 
en caso de resultar inocente no tendrían reparación. 
 
Estos dos intereses dan origen a dos sistemas distintos: de una parte, el sistema 
acusatorio cuando impera la garantía individual o privada frente al predominio de los intereses 
del Estado; y de otra parte el sistema inquisitivo cuando predomina la razón del Estado sobre los 
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derechos individuales. La solución de este problema está en la conciliación entre estos dos 
intereses. 
 
El procedimiento inquisitivo se encontró como forma predominante en la antigua 
Grecia, cuya concepción de juicio penal exigía un acusador, prevalecía el interés privado del 
ofendido y de sus parientes, hasta que posteriormente, cuando a los hechos delictivos se les 
reconoció el aspecto social, la facultad de expresar se extendió a cualquiera del pueblo.  
 
El proceso penal romano fue acusatorio en la época de los Comicios y también en el 
período siguiente de las quaestiones perpetuae (especie de jurados), de tal forma que no podía 
darse un proceso penal sin acusador, en tal caso el delito quedaba impune; de haberlo, el 
acusado tenía el derecho de defensa que se ejercitaba por medio del patronus (abogado). 
 
La forma acusatoria predominó en la democracia donde el pueblo vio en el delito un 
ataque a la libertad civil o individual. La forma inquisitoria predominó en el sistema 
monárquico, así como también en dictaduras donde el Estado ordenaba perseguir los delitos en 
interés de la seguridad y del orden público, lo que podía provocar terribles excesos como en el 
caso de la inquisición pontifical y española de la edad media. El proceso moderno es una forma 
mixta, una combinación del tipo acusatorio y del inquisitorio. 
 
Las funciones indispensables en todo proceso penal son tres: función de acusar, función 
de defender y función de decidir. Es de tipo acusatorio si cada una de estas tres funciones está 
encomendada a tres organismos diversos e independientes. Estos tres organismos se llaman; 
acusador (Fiscalía General del Estado), defensor (Defensoría Pública) y juez (Juez de Garantías 
Penales). 
 
Es de tipo inquisitivo cuando sobre el juez recae más de una función, en este caso el 
juez toma a su cargo las funciones de acusador y decisor, originándose un proceso en que el juez 
despliega toda clase de actividades. Para remediar este error se creó la Fiscalía que se encargaría 
de la acusación, como parte del sistema de administración de justicia del Estado y parte 
procesal. 
 
El Código de Procedimiento Penal, antes de su reforma de enero del 2000, mantenía un 
proceso mixto en el que el juez podía perseguir de oficio el delito, como una característica del 
sistema inquisitorio; aceptando la iniciación y prosecución del trámite penal mediante acusación 




El sistema acusatorio adoptado por Código de Procedimiento Penal vigente, dio paso a 
una fase pre procesal netamente investigativa conocida como indagación previa, en la cual 
deben obtenerse suficientes elementos para formular una imputación que da inicio a la 
instrucción fiscal (primera etapa procesal). En cuanto a la acusación particular no cambia mucho 
la concepción anterior, porque la acepta en función de un interés privado y no solamente en los 
delitos de acción privada sino también en los de acción pública. En cuanto al fallo, en el sistema 
inquisitivo lo hacía el tribunal penal, que debía valorar las pruebas evacuadas por el juez durante 
el sumario. En el acusatorio, el juzgamiento también se lo realiza ante el tribunal de garantías 
penales, conformado por juristas profesionales que deben valorar las pruebas, mismas que son 
producidas en la audiencia de juzgamiento por el fiscal, defensa y acusador particular, de ser el 
caso. El principio de oralidad se ha desarrollado en la práctica de gran manera sin verificárselo 
en todo del proceso por las actuaciones escritas que son imprescindibles.  
 
Por todo lo manifestado, resulta evidente que el derecho procesal penal ha evolucionado 
enormemente, desde las más bárbaras usanzas de épocas primitivas, hasta la actualidad, donde 
la fuerte presión ejercida por la comunidad internacional, empecinada en la estricta protección a 
los derechos humanos, ha hecho que las legislaciones de los Estados suscribientes, se 
mantengan en un proceso de continuo y permanente perfeccionamiento de sus sistemas de 
administración de justicia. 
 
Con el desarrollo de la normativa procesal penal, hemos logrado que la justicia no sea 
excluyente, garantizándose el derecho a la defensa de todos los procesados, dándose pasos 
certeros hacia una nueva concepción, que abraza los principios de garantismo y de mínima 
intervención penal internacionalmente proclamados. 
 
1.2. EL DERECHO PENAL GARANTISTA 
 
Debido a las atrocidades producidas en las dos guerras mundiales y en la vorágine 
insaciable del capitalismo, la comunidad internacional sintió la necesidad de cambiar su norte, 
al punto de entender que el cuidado y tutela de la propiedad privada, no es el camino certero 
para alcanzar el bien común. Tuvo que volver los ojos hacia el hombre, humanizando las 
instituciones que con tanto afán había creado la humanidad, inaugurando una cosmovisión que 
responde a las necesidades del conglomerado social, abrazando un derecho más incluyente. 
 
Esa revolución emprendida en Europa, se denominó neoconstitucionalismo, porque 
incluyó en los textos constitucionales una renovada visión de los derechos que amparan a los 
19 
 
seres humanos, dando cabida a renovadoras apreciaciones que giran en torno a valoración 
igualitaria de todos y cada uno de los derechos, sin admitir ningún tipo de jerarquización 
(primera, segunda, tercera y cuarta generación); puesto que cada uno de los derechos insertos en 
los textos constitucionales tienen alto valor normativo, por amparar a la persona, principio y fin 
del ordenamiento jurídico. Así nace el derecho internacional humanitario, impulsado por la 
comunidad internacional y con partida de nacimiento en el derecho europeo. 
 
Con el aparecimiento del derecho internacional humanitario, se abrió la posibilidad de 
transformar la estructura procesal del enjuiciamiento penal, que históricamente había generado 
varios entre dichos que rayaban en la intolerancia del anarquismo y el desconocimiento 
irracional de los legítimos derechos de los ciudadanos, que llevaron a la comunidad 
internacional a revisar su administración de justicia, como termómetro de la democracia, con 
miras a corregir los vastos errores incurridos en el proceso penal. 
 
Se concibió por primera vez la necesidad de tutelar a ultranza al ser humano, lo cual se 
traduce en la aplicación del neoconstitucionalismo, concebido embrionariamente en el derecho 
germánico, frente al horror de las guerras mundiales. 
 
Así, el neoconstitucionalismo se convierte en la nueva concepción del derecho, donde se 
busca la protección de derechos, algunos de los cuales que no habían sido contemplados y 
también se establecen mecanismos de interpretación y aplicación real de los preceptos 
establecidos en la Constitución de la República, los tratados internacionales de derechos 
humanos y la ley, tales como el pro homine. 
 
  ¿QUÉ ES EL GARANTISMO? 1.2.1.
 
El garantismo se presenta como el medio real que obliga de manera irrestricta y 
vinculante a la administración de justicia a aplicar amplia y abundantemente la norma 
constitucional, internacional y nacional que ampare al ser humano y que tutele de mejor manera 
sus legítimos derechos constitucionales y legales y de manera restringida las disposiciones 
legales que directa o indirectamente signifiquen reducción o limitación a los derechos de las 
personas. Cabe recalcar que el garantismo se encuentra inmerso dentro de la nueva visión del 
derecho, como parte de la revolución normativa a nivel internacional, que busca humanizar la 





El garantismo nació en Europa, específicamente en el derecho germano, tras la 
devastación sufrida en virtud de la primera y segunda guerra mundial. Su esencia normativa fue 
la de garantizar el respeto irrestricto de los derechos concebidos en los textos constitucionales, a 
pesar de los conflictos armados, tendencias políticas o apreciaciones filosóficas. 
 
El garantismo, como su nombre lo indica, garantiza a los miembros del conglomerado 
social la legítima concreción de sus derechos, como un escudo inexorable de apetencias 
egoístas. Doctrinariamente el garantismo recibió un elevado análisis y difusión gracias al 
maestro italiano Luigi Ferrajoli, cuyos seguidores permitieron que sus preceptos sean 
exportados a otras latitudes. 
 
 ¿CÓMO SE APLICA EL GARANTISMO EN EL DERECHO PENAL? 1.2.2.
 
Tengamos presente que en el mundo del Derecho, “garantía” significa el medio a través 
del cual se puede exigir el cumplimiento legítimo de un derecho preestablecido, sea en el 
mandato constitucional, tratado internacional de derechos humanos o la ley. 
 
El garantismo se aplica a través del debido proceso, espina dorsal del procedimiento 
penal, que instituye reglas, principios, derechos y garantías que aseguran a las partes procesales 
una recta y adecuada administración de justicia. 
 
El garantismo es parte del mandato constitucional, convirtiéndose en un pilar que 
sostiene la nueva estructura estatal, que marca un antes y un después en el desarrollo jurídico 
nacional, abriendo las puertas al reconocimiento de legítimos derechos declarados a nivel 
internacional. 
 
1.3. EL DERECHO PENAL Y LA RAZÓN 
 
Todas las áreas del derecho se fundamentan en la razón. Su influencia en el desarrollo 
de las corrientes del pensamiento y tesis jurídicas han dado paso al garantismo marcado por el 
neoconstitucionalismo. Sin embargo, considero que no siempre fue así, pues, en pasadas épocas 
la razón no marcaba los métodos de “hacer justicia”. La historia de la humanidad está plagada 
de ejemplos de atrocidades cometidas bajo el lema de “alcanzar justicia”. Debido a que el 
proceso penal se basaba en la vindicta privada, esclavizada a las apetencias particulares que 




Miles de vidas inocentes claudicaron frente a la errónea concepción de la actividad 
probatoria, donde el testimonio de una sola persona bastaba para condenar a muerte al inocente. 
Inclusive se dejaba en manos de la naturaleza el juzgamiento del “sospechoso” al atarlo de pies 
y manos dentro de un saco de yute, para que las aguas del mar decidan si es inocente (salía a 
flote) o si es culpable (se hundía). 
 
Siglos debieron transcurrir para que los juristas llegaran a comprender que entre más 
garantías procesales reúna el proceso penal, mayor validez y eficacia tiene la administración de 
justicia; pues su resultado estará sustentado en el análisis prolijo de la prueba actuada y 
practicada conforme a los lineamientos procesales en observancia de los derechos del procesado 
y de la víctima. 
 
1.4. ANTECEDENTES DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO Y MÉTODOS 
ALTERNATIVOS 
 
El primer antecedente del sistema penal acusatorio lo encontramos en Grecia, cuya 
concepción de juicio penal exigía un acusador, prevaleciendo el interés privado del ofendido y 
de sus parientes. Así también el proceso penal romano en que no podía darse un proceso penal 
sin acusador, el acusado tenía el derecho de defensa que se ejercitaba por medio del patronus 
(abogado). 
 
En la época antigua, correspondiente a los griegos, se empieza a diferenciar el proceso 
civil del penal y a determinar algunas características del derecho penal y del derecho procesal 
que aún se mantenían unidas. 
 
1. Los ciudadanos tomaban parte del proceso penal. 
  
2. El proceso penal era de carácter oral. 
  
3. El proceso penal era público.  
 
4. Se distinguían los delitos públicos y privados. 
  
5. La acusación de los delitos públicos correspondía a todos los ciudadanos.  
 
6. La acusación de los delitos privados correspondía al ofendido o sus parientes. 
  




Los romanos distinguían entre el derecho penal público del privado; el primero estaba 
reservado al pater familias en razón al amplio concepto de patria potestad y el segundo al 
cognitio que se hacía ante un magistrado con un trámite previo ante él. La sentencia podía ser 
objeto de apelación ante los comicios centuriados. 
 
En el derecho penal público, el juez actuaba de oficio y con amplios poderes 
representando a la comunidad, sin que estuviera reglamentado el procedimiento. Cabe destacar 
que en el último siglo de la República surgió la Accusattio, por no ofrecer la cognitio 
suficientes garantías, especialmente para las mujeres y los no ciudadanos. Entre sus 
características tenemos: 
 
1. El juicio era presidido por un pretor.  
 
2. Intervenía en el proceso un jurado. 
  
3. El procedimiento era acusatorio. 
  
4. Las partes podían defenderse solas o por medio de advocatus. 
  
5. El jurado votaba absolviendo, condenando o en blanco. 
  
6. El magistrado imponía la pena. 
  
7. Aparecen las primeras garantías para el acusado como las de ser oído, la publicidad y la 
posibilidad de ser defendido por terceras personas. 
  
8. Las sentencias eran orales.  
 
Durante el Imperio el proceso penal tuvo las siguientes características: 
 
1. El procedimiento pasa a ser inquisitivo y secreto. 
 
2. Se podía aplicar el tormento al acusado. 
  
3. Los poderes del juez eran cada vez mayores e invadieron a los del acusador privado y 
aún a los testigos. 
 
En el Derecho germano las principales características del proceso penal fueron: 
  
1. La divinidad designaba al que debía considerase culpable.  
 
2. Se utilizó hasta el siglo XVI, medios de tortura como el agua hirviente, el hierro, el 
fuego, etc.  
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3. Poco a poco se procedió de oficio aun con aquellos delitos que afectaban únicamente a 
algunos particulares y que en principio sólo podían perseguirse a instancia privada.  
 
4. El procedimiento acusatorio se vincula a la venganza privada, era: formalista, pública y 
oral.  
 
5. Se admitía la compensación.  
 
En el antiguo proceso penal español sus características predominantes fueron: 
 
1. La instrucción era secreta. 
  
2. El juicio era oral y de instancia única. 
  
3. No había publicidad.  
 
4. El acusado podía evitar el tormento mediante el juramento.  
 
5. No había juicios de Dios.  
 
6. El procedimiento es acusatorio durante la reconquista e inquisitorio en el derecho de 
influencia musulmán.  
 
Por lo revisado se puede concluir que el derecho procesal penal, durante la historia de la 
humanidad, ha debido seguir los vaivenes de los grupos de poder, teniendo distintos objetivos 
que con el devenir de los tiempos han ido cambiando. 
 
En un inicio, la venganza privada en el derecho procesal primitivo, buscaba la simple y 
directa compensación del daño recibido, muerte por muerte. Más adelante, con la evolución de 
la humanidad y la inserción de nuevos mecanismos para vivir en comunidad, nace el Estado y la 
forma de hacer justicia evoluciona.  
 
Así, el derecho procesal penal deja de regirse por apetencias meramente privadas y da 
paso a la intervención estatal, creándose sistemas para alcanzar la ansiada justicia, en un inicio 
de índole acusatorio, que luego sería garantista. 
 
Fue necesario este cambio de sistema, tras la barbarie e irrespeto de la vida humana, 
naciendo el sistema acusatorio, más coherente, por tener como piedra angular al debido proceso. 
Según la humanidad avanzaba, el sistema acusatorio fue incluyendo garantías que lo fueron 
perfeccionando, incluyendo la oralidad para su ejecución.  
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El Ecuador ha incursionado a través de tres sistemas procesales: el inquisitivo, como 
legatarios del derecho medieval europeo, que tras sus notorias deficiencias y la incorporación 
del sistema acusatorio en la región, incorporamos en nuestro ordenamiento jurídico un sistema 
mixto o de transición, marcado por los beneficios del sistema inquisitivo y el sistema acusatorio, 
para finalmente adoptar el sistema acusatorio oral. 
 
La descrita evolución involucró reformas constitucionales (Constitución Política de 
1998 a la Constitución de la República de 2008) y legales (del Código de Procedimiento Penal 
de 2000, a las abundantes reformas a la Ley adjetiva penal hasta llegar al código orgánico 
integral penal de 2014); así como, la institucionalización de nuevas partes procesales (Fiscalía 
General del Estado, Defensoría Pública), hasta la delimitación de roles puntuales (Jueces y 
Tribunales de Garantías Penales, garantes del debido proceso y juzgadores; Fiscales 
investigadores y de hallar mérito acusadores; y Defensores Públicos viabilizadores y garantes 
del derecho de defensa del sospechoso). 
 
1.5. EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO.- FUNDAMENTACIÓN DE LA 
ACUSACIÓN FISCAL 
 
Tras una larga evolución, que parte desde un derecho primitivo marcado por la 
venganza privada, irracional, hasta un Derecho Procesal Penal llevado por un Estado que 
marginaba a la víctima hasta anularla; nace el Sistema Penal Acusatorio, cuya esencia es llegar a 
la verdad en base a procedimientos técnicos-científicos nutridos de garantismo procesal, que en 
la práctica viabilicen los legítimos derechos procesales de las partes en conflicto. 
 
Desde la reforma sufrida por el Código Procesal Penal en enero del 2000, se da vida a 
otra forma de hacer justicia. En un inicio se estableció un proceso mixto que seguía cargando las 
cadenas del viejo y criticado Sistema Inquisitivo, lo cual dejaba entrever la falta de 
concordancia entre lo promulgado en la Ley y lo realmente establecido en la práctica, pues 
seguían vivas viejas prácticas procesales no solidarias con el cambio procesal tan abiertamente 
proclamado. 
 
Reformas que con el tiempo y las nuevas reingenierías normativas, por fin tuvieron eco, 
dentro de una Administración de Justicia que se negaba a la demandada transformación. Tanto 
más con la promulgación y vigencia de la Constitución de la República y nuevas normas legales 
como el Código Orgánico de la Función Judicial y la futura vigencia del Código Orgánico 
Integral Penal, el Sistema Acusatorio ve real concreción. 
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Toda nuestra Administración Judicial, en la actualidad se encuentra inmersa en el 
Sistema Acusatorio, normas constitucionales y legales así lo ratifican de manera abundante. 
 
Tal es así que no existe juicio penal sin acusación fiscal, de tal suerte que la referida 
acusación fiscal es esencial en el procedimiento penal que busca sancionar un delito de acción 
pública. 
 
1.6. ROL DE LA VÍCTIMA EN EL PROCESO PENAL 
 
En la actualidad, si bien el rol procesal de la víctima no es el ideal, por lo menos ha 
mejorado notoriamente. En décadas pasadas la víctima ni siquiera existía para la Administración 
de Justicia, sobre todo dentro del Sistema Inquisitivo, el Estado en su puesto nombre y 
representación de la víctima lideraba un procedimiento cruel e inclusive inhumano donde la 
víctima no tenía ninguna injerencia. 
 
Penosamente, existen etapas históricas en las cuales la víctima era considerada culpable 
del delito, sobre todo en los delitos sexuales. 
 
Con el devenir de los tiempos y la consolidación de la Victimología como ciencia, 
paulatinamente en las nuevas y reformadas legislaciones, por primera vez se habla de los 
derechos de las víctimas, aun cuando al respecto falta mucho por hacer y legislar. 
 
En nuestro Ordenamiento Jurídico, el rol de la víctima se encuentra íntimamente ligado 
a la labor Fiscal, pues, ésta es concebida como una fuente inagotable de información que ayuda 
al Fiscal a esclarecer el hecho delictivo que se investiga. Para lo cual se instituyó el Programa de 
Protección para Víctimas y Testigos, mismo que a breves rasgos de alguna manera trata de 
mejorar la dura situación de la víctima. Sin embargo, cabe puntualizar que, la víctima sigue 
siendo mancillada procesalmente, por eso se habla de la revictimización de la víctima. 
 
Punto aparte merece la no indemnización de la víctima, y el escaso interés estatal por 






1.7. EL PROCESO PENAL Y SUS ETAPAS 
 
El proceso penal se encuentra compuesto por dos Etapas: una preprocesal y otra 
procesal.  
 
Como su nombre lo indica, la Etapa Preprocesal se implementa antes de que se inicie el 
proceso penal como tal y está representada por la Indagación Previa, cuya existencia obedece al 
criterio del Fiscal, pues es la parte procesal que decide su apertura una vez que conoce la 
existencia del acto criminoso. Formalmente dura un año en los delitos sancionados con prisión y 
reclusión. Está a cargo del Fiscal quien conduce la investigación del crimen con ayuda y 
colaboración de la Policía Judicial, ente subordinado a la Fiscalía General del Estado. 
 
La Indagación Previa es de carácter reservado para terceras personas, porque se busca 
proteger la honra y reputación de las personas investigadas, pero es de conocimiento pleno para 
las partes involucradas, de tal suerte que las mismas pueden hacer uso de sus legítimos derechos 
procesales. 
 
Finalmente, se debe establecer que la Indagación Previa tiene como finalidad recabar 
información sobre la noticia criminis que se denuncia, para ello, el Fiscal en esta pre-etapa 
procesal debe recabar los vestigios encontrados en la escena del delito de manera técnica y 
científica asegurando la custodia de la evidencia. 
 
Más adelante y de hallarse méritos para tal efecto se da inicio a la Instrucción Fiscal, es 
decir se apertura el proceso penal. La Instrucción Fiscal está a cargo del Fiscal, su fin procesal 
es elevar a elemento de convicción los vestigios encontrados en la escena del crimen mediante 
el estudio científico – técnico de los profesionales idóneos, para en base a esos criterios emitir el 
dictamen fiscal acusatorio o abstentivo. De tratarse de un dictamen abstentivo, se abre la Etapa 
Intermedia, pero esta no trasciende a juicio. De ser acusatorio se abre la Etapa Intermedia y la 
Etapa de Juicio. Pues se requiere de acusación fiscal para que se dé la Etapa de Juzgamiento. 
 
En la Etapa Intermedia el Juez de Garantías Penales cumple de manera exclusiva su rol 
de Garantista del Debido Proceso Penal, pues está en la obligación de revisar vicios de 
procedimiento, procedibilidad y prejudiciabilidad que pudieran afectar la validez del proceso. 
De cuyo estudio se debe determinar si los elementos de convicción son suficientes para alcanzar 
el grado de indicios. De ser así dicta el Auto de llamamiento a juicio, caso contrario uno de los 




Con el Auto de llamamiento a juicio inicia la Etapa de Juzgamiento liderada por el 
Tribunal de Garantías Penales, etapa en la cual los indicios alcanzan el rango de presunciones, 
pues tras las Audiencia de Juzgamiento se judicializan y se transforman en prueba, que 
determinará la certeza de inocencia o culpabilidad. En base a la actividad probatoria presentada 
de manera oral al Tribunal de Garantías Penales se dicta la sentencia, confirmando el estado de 
inocencia o declarando la culpabilidad del procesado. 
 
Finalmente, en la Etapa de Impugnación, de acuerdo al recurso interpuesto, se revisa la 
idoneidad de lo actuado y se puede confirmar o desechar la sentencia venida en grado. A ello, se 
debe sumar los Recursos Extraordinarios que las partes procesales pueden proponer como son la 
Revisión y la Casación inclusive la Acción Extraordinaria de Protección. 
 
Cabe destacar que en todo el proceso penal se prevé la oralidad, contradicción y 
disposición, además de establecerse de manera real y concreta el garantismo constitucional. 
 
1.7.1.  SOLUCIONES ALTERNATIVAS AL CONFLICTO PENAL 
 
Las soluciones alternativas al conflicto penal, no son ni nuevas ni recientes, en el ámbito 
internacional han existido ya desde hace mucho tiempo dando considerables frutos, muestra de 
ello es la nueva tendencia de la mediación en materia penal. 
 
En nuestra legislación contamos con el principio constitucional de mínima intervención 
penal, que lamentablemente, no ha merecido el interés de los Asambleístas Nacionales en 
alcanzar viabilidad, al punto que en el nuevo Código Orgánico Integral Penal, las soluciones 
alternativas de justicia son invisibilizadas. 
 
De hecho el Mandato Constitucional, no logra alcanzar practicidad, porque las normas 
germinadas en el seno de la Asamblea Nacional, no armonizan con la estructura del 
neoconstitucionalismo ni con el garantismo que tato enarbola la Constitución de la República 
2008. 
En tal evento, llama poderosamente la atención que dentro del Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia, cual cacería de brujas, se criminalice abundantemente conductas sociales 
que, en otras latitudes del mundo hace tiempo salieron del catálogo de delitos, a pesar de 




Las soluciones alternativas de justicia, están encaminadas a humanizar a la 
Administración de Justicia, pues al final de cuentas, no se está sentenciando a un guiñapo 
humano, sino a una persona que al igual que la víctima clama justicia. 
 
Además dentro de las soluciones alternativas de justicia, se ubica a la víctima como 
sujeto de derechos y demandante de indemnización y resarcimiento del daño causado por evento 
del delito. 
 
No se criminaliza a la persona sino al delito y por tanto en esencia se trata de combatirlo 
pero en base a preceptos racionales altamente humanos. 
 
1.8. CONCEPTO DOCTRINARIO DE LAS SOLUCIONES ALTERNATIVAS 
AL CONFLICTO PENAL 
 
Las soluciones alternativas de justicia son mecanismos previstos en el Ordenamiento de 
Jurídico, que prevén una salida al conflicto penal diferente a la sanción pecuniaria y personal del 
sentenciado, puesto que tutelan la rehabilitación real del culpable y la reparación del daño 
recibido por la víctima. 
 
1.9. PENA EN CONCRETO VERSUS PENA EN ABSTRACTO 
 
La pena concreta, se refiere a la sanción corporal específica por la aplicación de la 
norma al caso concreto (valga la redundancia), una sentencia condenatoria donde se aplica pena 
corporal al sentenciado. Es la adecuación de la pena al caso concreto y corresponde otorgarla al 
Tribunal de Garantías Penales. 
 
La pena abstracta se refiere a la sanción que en término general se contempla por la 
comisión de un delito. Se aprecia en la tipicidad contenida en la norma y es la que el legislador 











2. NATURALEZA JURÍDICA DE LAS SOLUCIONES 
ALTERNATIVAS AL CONFLICTO 
 
 
2.1. PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES 
 
La actividad procesal dentro de nuestro Ordenamiento Jurídico Nacional, sobre todo en 
materia constitucional se encuentra cobijada de imperecederos principios específicamente 
determinados en la actual Constitución de la República, cuya jerarquía jurídica ha llevado a que 
cuerpos legales como el Código Orgánico de la Función Judicial establezca dentro de su parte 
dogmática los principios procesales por los que debe ser guiado el proceso penal. 
 
Siendo prudente señalar que todos convergen hacia la realización plena del debido 
proceso como ente rector y guía del neoconstitucionalismo que impera en nuestra Carta 
Constitucional, mismo que motivó el cambio de estructura estatal, de Estado Social de Derecho 
a Estado Constitucional de Derechos y Justicia. 
 
Asimismo, cabe señalar que, los principios procesales constitucionales a los cuales hace 
referencia nuestro mandato constitucional, son de índole universal, lo cual significa que se 
encuentran inmersos dentro del derecho global humanista y que han sido acogidos por bastas 
legislaciones alrededor del mundo. 
 
 En virtud de que los principios constitucionales son el escudo protector que impide y 
limita la pesada carga del aparato criminalizador y sancionador del Estado, imbuido de poder; el 
proceso penal puede avanzar con absoluto equilibrio. 
 
Asegurando además a las partes procesales la fidelidad al debido proceso, la igualdad 
ante la ley y sobre todo la absoluta concreción práctica de valores, reglas, derechos y garantías 







2.2. MÍNIMA INTERVENCIÓN PENAL 
 
Con el nuevo paradigma constitucional imperante en nuestro Ordenamiento Jurídico 
Nacional, vigente a través de la promulgación de la Vigésima Primera Constitución de la 
República del Ecuador 2008, la estructura jurídica y todo el engranaje en él concebido cambió, 
pues, los postulados del neoconstitucionalismo
1
 trastrocaron todo, dando un giro, al punto de 
cambiar la estructura estatal de estado social de derecho a Estado Constitucional de Derechos y 
Justicia. 
 
El Derecho Penal, no es la excepción, ya que dejando de lado su acepción tradicional, 
que comulgaba con el control social formal de reacción -acaso el más violento de los métodos 
utilizados para la consecución de sus fines-; hoy el Ecuador apunta a evolucionar hacia un trato 
más humanista de los delitos y las penas incorporando en su Ordenamiento Jurídico y 
específicamente en su legislación procesal penal las soluciones alternativas al conflicto.  
 
En nuestro Mandato Constitucional -empapado de los preceptos neoconstitucionales- 
claramente se establece como principio procesal constitucional la mínima intervención penal, lo 
cual lleva a estructurar un Derecho Penal Mínimo, mismo que lleva a la esfera de aplicación el 




Cabe recalcar que la manifestada evolución jurídica no ha sido ni lineal ni pacífica, 
porque no apunta a límites concretos, lamentablemente se ha empecinado en sancionar 
conductas humanas según las apetencias de los grupos que detentan el poder político y 
económico.  
 
De hecho el Derecho Penal, está tan desgastado que hay quienes afirman que camina 
hacia su propia tumba, para ser remplazado por un nuevo Derecho Correccional construido 
sobre bases positivistas, hacia una nueva tendencia altamente humanista y garantista. 
 
Basta recordar que, según el tratadista Germán Aller (2001, p. 79):  
 
                                                     
1
 Se entiende básicamente por Neoconstitucionalismo a la teoría constitucional que surgió tras la 
segunda guerra mundial siendo los casos de la Constitución Italiana (1947,) Alemania (1949), de 
Portugal (1976) y de España (1978) y en Latinoamérica en los casos de la Constitución Brasileña de 
1988 o la Colombiana de 1991 caracterizándose fundamentalmente por la inclusión de un conjunto de 
elementos materiales en la Constitución, dejando de ser ésta exclusivamente una forma de organización 
del poder o de establecimiento de competencias para dirigirse a la concreción de una serie de fines 
sustantivos. CARBONELL, Miguel: “El Neoconstitucionalismo en su Laberinto”; Edit. Trott, Madrid, 
2007, Págs. 9 – 10. 
2
 Expresión latina utilizada para referirse a la facultad sancionadora del Estado. 
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El Derecho Penal no es el único medio de control social. Entonces porque hacer un 
uso extensivo de este. Los bienes jurídicos tienen en el Derecho Penal un instrumento 
para su protección, pero no el único. Este derecho no interviene en las primeras fases 
del delito sino una vez que este se ha manifestado. 
 
Dada la gravedad del control penal -deshumanizado y sancionador- no es posible 
utilizarlo frente a todas las situaciones; pues en el abanico de delitos tipificados en la ley NO 
todas las acciones y/u omisiones merecen ser castigadas con cárcel. Recordemos que la 
criminalización extrema al igual que la anarquía, no armonizan con el nuevo Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia. 
 
Así, frente a los excesos del Derecho Penal, nace el Derecho Penal Mínimo -nutrido por 
el principio procesal constitucional de la mínima intervención penal- cuya esencia se orienta 
hacia la reducción de la pena con intención de abolirla. Pues plantea que las clases más 
deprimidas son las más criminalizadas y las más victimizadas. Hasta ahora la tendencia ha sido 
criminalizar la pobreza.  
 
Por eso, el Derecho Penal Mínimo, parte de una crítica al sistema penal y plantea su 
restructuración total. Considerando principalmente la abolición de la pena de cárcel sobre 
aquellas conductas que si bien deslegitiman importantes derechos constitucionales no significan 
un daño irreparable. 
 
Según el principio de mínima intervención penal, el Derecho Penal, debe ser de última 
ratio de la política social del Estado Constitucional de Derechos y Justicia para la protección de 
los bienes jurídicos más importantes frente a los ataques más graves que puedan sufrir.  
 
A decir de María Paulina Araujo Granda (2012, p. 228): “La intervención del Derecho 
Penal en la vida social debe reducirse a lo mínimo posible (minimización de la respuesta jurídica 
violenta frente al delito)”. 
 
El Derecho Penal ha de ser el último recurso
3
 a utilizar a falta de otros menos lesivos, de 
la mano de la recíproca interacción entre la gravedad de las sanciones susceptibles de imponerse 
a los ciudadanos a través del sistema de control social y la limitada eficacia social a él atribuida.  
                                                     
3
 Cuando se afirma que el Derecho Penal es la última ratio o ÚLTIMO RECURSO del ordenamiento 
jurídico se quiere indicar que la intervención penal (prevención del delito a través de la pena) solo es 
lícita en aquellos supuestos en los que el Estado, previamente, ha agotado todas las posibilidades no 
penales para la prevención del delito (culturales, educacionales, asistenciales, de política general) y pese 
a todo, este se da. 
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La definición de un Derecho Penal Mínimo como modelo ideal de Derecho Penal ha 
vuelto a traer a la realidad los debates sobre los medios para limitar el poder de sancionar del 
Estado, con nuevos criterios.  
 
En esta línea, Silva Sánchez (2013, p. 14) afirma que:  
 
El Derecho Penal que debe cumplir el fin de reducción de la violencia social, ha de 
asumir también, en su configuración moderna, el fin de reducir la propia violencia 
punitiva del Estado. Esta reducción tiene lugar por dos maneras: sobre la base del 




En consecuencia, el Derecho Penal debe utilizarse solo en casos extraordinariamente 
graves (carácter fragmentario
4
) y cuando no haya más remedio por haber fracasado ya otros 
mecanismos de protección menos gravosos para la persona. 
 
El principio de mínima intervención penal precisa de una renovación y profundización 
conceptual, en la medida en que no cabe ignorar que padece en la actualidad un implícito 
cuestionamiento por los actores políticos que consideran a la criminalización y a la extrema 
sanción como fuente de la seguridad ciudadana.  
 
Luigi Ferrajoli (2002, p. 7), comenta que:  
 
Al coste de la justicia, que depende de las opciones penales del legislador -las 
prohibiciones de los comportamientos que ha considerado delictivos, las penas y los 
procesos contra sus transgresores-, se añade por tanto un altísimo coste de las 
injusticias, que depende del funcionamiento concreto de cualquier sistema penal;… -
por lo tanto-: …el principio de intervención mínima representa un límite coherente con 
la lógica del estado contemporáneo, que busca el mayor bienestar con el menor costo 
social, de acuerdo con un postulado utilitarista. 
 
Por tanto se debe tener presente que los sistemas penales -por sí solos- no resuelven el 
problema que genera el delito en la sociedad con la pena privativa de libertad.  
                                                     
 
4
 Cuando se afirma que el Derecho Penal tiene un carácter fragmentario, se quiere indicar que éste solo 
debe intervenir frente a aquellos comportamientos que atenten a las reglas mínimas de la convivencia 
social (esto es, a los bienes o valores jurídicos fundamentales de la persona y de la sociedad) siempre y 
cuando, además, dichos comportamientos se lleven a cabo de una forma especialmente grave. 
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Según Manuel Salvador Grosso García (2013, p. 2): “Ningún sistema sancionador 
garantiza su función protectora sobre la base de eliminar todas las infracciones normativas”; solo 
asegura la implementación de un sistema de inequidades donde el más fuerte tiene la razón. 
 
De esto se desprende que la intervención estatal ha de ser mínima y sometida a límites 
eficaces: una intervención selectiva, subsidiaria, porque el Derecho Penal significa en el nuevo 
Estado Constitucional de Derechos y Justicia el último recurso a emplearse, no la respuesta 
natural y primaria al delito. Busca en la persona del infractor una real resocialización, y no una 
persona que estimula sus odios sobre un sistema que al sancionarlo lo estigmatiza. 
 
Razón por la cual Manuel Salvador Grosso García (2013, p. 5), afirma: 
 
Las críticas a la resocialización del delincuente no solo se dirigen contra la 
resocialización como tal sino también contra el medio o sistema empleado para 
conseguirla: el tratamiento penitenciario. La privación de libertad no solo es un 
obstáculo para un tratamiento resocializador, sino que tiene además, efectos negativos 
contrarios a la resocialización.  
 
Las bases para una reducción del ámbito penal podríamos tenerlas en cuanto al objeto 
de protección (en este caso nos estaríamos refiriendo a los bienes jurídicos tutelados por el 
Derecho Penal) y en cuanto a los sujetos que cometen el ilícito penal. 
 
Es propio de los Estados contemporáneos, introducir en sus legislaciones sistemas de 
enjuiciamiento penal que garanticen la plena vigencia de los derechos fundamentales, pues se ha 
superado la idea inquisitiva de mirar al delincuente como un mero objeto de persecución penal, 
sino a un individuo que goza plenamente de derechos a lo largo de un proceso iniciado en su 
contra. 
 
Lo manifestado va de la mano y compagina íntegramente con lo prescrito en el artículo 
195 del texto constitucional, que sienta como principios rectores de las actuaciones de los 
fiscales a la oportunidad y a la mínima intervención penal, que al fin de cuentas se resume en el 
postulado del Derecho Penal de ultima ratio, que parte de la necesidad de restringir al máximo 
posible y socialmente tolerable, la intervención de la ley penal reservándola única y 
exclusivamente para los casos de violaciones graves a las normas de convivencia social, que no 
pueden ser contenidas y resueltas por otros medios de control social menos formalizados y 
rigurosos; en otras palabras, dejar en el ámbito de lo penal a las conductas más lesivas para la 
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sociedad y que no pueden ser resueltas a través de otras ramas del Derecho, que sin entrar a 
reprimir a través de la imposición de penas, lograrían la reparación del daño causado. 
 
La legitimación de la postura del Derecho Penal Mínimo, radica en el contenido y 
aplicación del principio de subsidiariedad penal o subsidiariedad sancionatoria, a través del cual 
se aplica la lógica jurídica de la necesidad, que establece que la pena más grave será subsidiaria, 
por tanto sólo podrá aplicarse en los casos en los que la alternativa menos grave no baste; 





Dentro de nuestra Constitución de la República, la celeridad procesal es uno más de los 
principios del Sistema Procesal, que busca optimizar el servicio de Administración de Justicia. 
 
El principio procesal constitucional de celeridad es importante porque constituye la 
espina dorsal donde descansa el Debido Proceso y todas las garantías constitucionales que de él 
emanan; pues tengamos presente que una justicia que tarda es injusta. 
 
 Para el estudioso Orlando Echeverry (2003, p. 2), el Debido Proceso:  
 
En sentido amplio, se refiere no solo a ese conjunto de procedimientos legislativos, 
judiciales o administrativo que deben cumplirse para que una ley, una sentencia, o una 
resolución administrativa, tocante a la libertad individual sea formalmente válida 
(aspecto objetivo del debido proceso), sino también, para que se constituya en garantía 
del orden de justicia, de la seguridad jurídica propuesta como innegable para el 
ciudadano en el estado liberal (aspecto sustantivo del debido proceso).  
 
Según el Dr. Fabio Marzón Díaz (1996, p. 28), el Debido Proceso es:  
 
Un instrumento que debe permitir o procura la existencia de un derecho penal racional 
o cierto, entendido como aquel que efectiva y materialmente permite previsibilidad en 
sus intervenciones y estas lo son cuando sus intervenciones están motivadas en 
argumentos cognoscitivos que permitan una decisión procesal así sea a mero título de 
libertad formal, es decir que la ciudadanía debe tener certeza de que los principios y 




 De acuerdo a la definición dada por la Revista Medios de Paz (2002, p. 11), el debido 
proceso, es:  
 
La causa que se adelanta y concluye con el lleno de las exigencias formuladas por la 
Constitución y las leyes, para asegurar a toda persona justiciable su derecho 
fundamental a ser oída en forma pública, con las debidas garantías y sin dilaciones 
injustificadas, ante una autoridad independiente e imparcial, facultada por la ley para 
ejercer jurisdicción en el caso concreto. Los principios y las reglas del debido proceso 
deben aplicarse tanto a las actuaciones judiciales como a las actuaciones 
administrativas.  
 
  En cuanto a su aplicación, a decir del tratadista Home (2004, pp. 38 - 41), el debido 
proceso:  
 
Se aplicará a todas las actuaciones judiciales y administrativas; en consecuencia: La 
defensa y la asistencia jurídica son derechos inviolables en todo estado y grado de la 
investigación y del proceso. Toda persona tiene derecho a ser notificada de los cargos 
por los cuales se le investiga, de acceder a las pruebas y de disponer del tiempo y de 
los medios adecuados para ejercer su defensa. Serán nulas las pruebas obtenidas 
mediante violación del debido proceso.  
 
Toda persona declarada culpable tiene derecho a recurrir del fallo, con las 
excepciones establecidas en esta Constitución y la ley. Toda persona se presume 
inocente mientras no se pruebe lo contrario. Toda persona tiene derecho a ser oída en 
cualquier clase de proceso, con las debidas garantías y dentro del plazo razonable 
determinado legalmente, por un tribunal competente, independiente e imparcial 
establecido con anterioridad. Quien no hable castellano o no pueda comunicarse de 
manera verbal, tiene derecho a un intérprete. Toda persona tiene derecho a ser 
juzgada por sus jueces naturales en las jurisdicciones ordinarias, o especiales, con las 
garantías establecidas en esta Constitución y en la ley. Ninguna persona podrá ser 
sometida a juicio sin conocer la identidad de quien la juzga, ni podrá ser procesada 
por tribunales de excepción o por comisiones creadas para tal efecto.  
 
Ninguna persona podrá ser obligada a confesarse culpable o declarar contra sí misma, 
su cónyuge, concubino o concubina, o pariente dentro del cuarto grado de 
consanguinidad y segundo de afinidad. La confesión solamente será válida si fuere 
hecha sin coacción de ninguna naturaleza. Ninguna persona podrá ser sancionada por 





El jurisconsulto Pedro Camargo (1995, p. 378), define al debido proceso como:  
 
Aquel juzgamiento que debe efectuarse conforme a las reglas y derechos establecidos 
por la Constitución en un Estado democrático, las cuales deben, acto seguido, ser 
recogidas y garantizadas eficazmente por el legislador procesal.  
 
En corolario podemos manifestar que el motor del Estado Constitucional de Derecho y 
Justicia Social es el debido proceso, puesto que garantiza el funcionamiento efectivo de la 
Constitución de la República y de las normas jurídicas anexas. 
 
La celeridad procesal en el quehacer jurídico nacional se exterioriza por las normas que 
impiden la prolongación de los plazos, términos y eliminan los trámites procesales superfluos u 
onerosos. 
 
De tal suerte que, el principio de celeridad procesal obliga a la Administración de 
Justicia a cumplir con sus objetivos y fines de satisfacción de los intereses públicos, a través de 
los diversos mecanismos, de la forma más expedita, rápida y acertada posible para evitar 
retardos indebidos.  
 
Este principio le impone exigencias, responsabilidades y deberes permanentes a todos 
los entes públicos que no pueden dejar de cumplir su labor. 
 
El principio de celeridad obliga a la administración de justicia a ser rápida y oportuna, 
tanto en la tramitación y resolución de la causa, como en la ejecución de lo decidido. Por lo 
tanto, en todas las materias, una vez iniciado un proceso, las juezas y jueces están obligados a 
proseguir el trámite dentro de los términos legales, sin esperar petición de parte, salvo los casos 
en que la ley disponga lo contrario.  
  
Así, el retardo injustificado en la administración de justicia, es imputable a las juezas, 
jueces y demás servidoras y servidores de la función judicial; y, auxiliares de la justicia, al 
punto de ser sancionado de conformidad con la ley. 
2.4. ECONOMÍA PROCESAL 
Según Giuseppe Chiovenda (1949, p. 48), es la obtención del máximo resultado 
posible con el mínimo de esfuerzo. Este principio se refiere no sólo a los actos procésales sino a 
las expensas o gastos que ellos impliquen. 
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Más que un solo principio es un conjunto de principios con los cuales se consigue aquél. 
Entre ellos se encuentran la concentración que consiste en reunir todas las cuestiones debatidas 
o el mayor número de ellas para ventilarlas y decidirlas en el mínimo de actuaciones y 
providencias
5
. Así, se evita que el proceso se distraiga en cuestiones accesorias que impliquen 
suspensión de la actuación principal. 
 
El de eventualidad que guarda estrecha relación con el de preclusión, pues toma como 
referencia las fases o términos del proceso. Consiste en que si en determinada etapa del proceso 
una parte puede realizar varios actos, debe llevarlos a cabo de manera simultánea y no sucesiva, 
esto es, todos en el mismo lapso y no primero uno y luego otro. 
 
El de celeridad que consiste en que el proceso se concrete a las etapas esenciales y cada 
una de ellas limitada al término perentorio fijado por la norma. En observancia de este principio 
se descartan los plazos o términos adicionales a una determinada etapa, esto es, los que se surten 
como complemento del principal y las prórrogas o ampliaciones.  
 
También implica que los actos se surten en la forma más sencilla posible, para evitar 
dilaciones innecesarias. 
 
En aplicación de este principio, el Código de Procedimiento Civil establece limitaciones 
a las prórrogas; otorga al juez la facultad de señalar ciertos términos, fijando el estrictamente 
necesario, y consagra medios sencillos para efectuar la notificación de las providencias. 
 
El de saneamiento que consiste en que las situaciones o actuaciones afectadas de 
nulidad sean susceptibles de ser convalidadas por la parte en cuyo favor se establece. 
 
El de gratuidad de la justicia, debido a que la justicia es un servicio que presta el 
Estado a la colectividad, a él le corresponde sufragar todos los gastos que esa función entraña, 
                                                     
5
 Código Orgánico de la Función Judicial: Art. 19.- PRINCIPIOS DISPOSITIVO, DE INMEDIACIÓN Y 
CONCENTRACIÓN.- Todo proceso judicial se promueve por iniciativa de parte legitimada. Las juezas y 
jueces resolverán de conformidad con lo fijado por las partes como objeto del proceso y en mérito de las 
pruebas pedidas, ordenadas y actuadas de conformidad con la ley. 
Sin embargo, en los procesos que versen sobre garantías jurisdiccionales, en caso de constatarse la 
vulneración de derechos que no fuera expresamente invocada por los afectados, las juezas y jueces 
podrán pronunciarse sobre tal cuestión en la resolución que expidieren, sin que pueda acusarse al fallo 
de incongruencia por este motivo. 
Los procesos se sustanciarán con la intervención directa de las juezas y jueces que conozcan de la causa. 
Se propenderá a reunir la actividad procesal en la menor cantidad posible de actos, para lograr la 
concentración que contribuya a la celeridad del proceso. 
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como proporcionar los locales y elementos necesarios, atender la remuneración de los 
funcionarios y empleados, etc. 
 
Razón por la cual, dentro del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, el acceso a 
la administración de justicia es gratuito. Las costas procesales incluyen los honorarios de la 
defensa profesional de la parte afectada por esta conducta, por ello, quien litigue de forma 
abusiva, maliciosa o temeraria será condenado, además, a pagar al Estado los gastos en que 
hubiere incurrido por esta causa.  
 
2.5. LA JUSTICIA PENAL RETRIBUTIVA 
 
Según Rafael Blanco (2004, pp. 3 y 4):  
 
Justicia retributiva es una teoría de la justicia -y más en concreto una teoría de la 
pena- que sostiene que la retribución proporcional es una respuesta moralmente 
aceptable a la falta o crimen, independientemente de que esta medida produzca o no 
beneficios y/o perjuicios tangibles. 
 
La justicia retributiva toma diferentes formas, existiendo una variedad de programas y 
prácticas, pero todos estos comparten principios comunes.  
 
Según este enfoque, las víctimas de un crimen deben tener la oportunidad de expresar 
libremente, y en un ambiente seguro y de respeto, el impacto que el delito ha tenido en sus 
vidas, recibir respuestas a las preguntas fundamentales que surgen de la experiencia de 
victimización, y participar en la decisión acerca de cómo el ofensor deberá reparar el mal 
causado. 
 
Según Van Ness y Strong (2008, p. 67), son valores centrales de la Justicia Retributiva: 
 
 El encuentro: consiste en el encuentro personal y directo entre la víctima, el autor 
u ofensor y/u otras personas que puedan servir de apoyo a las partes y que 
constituyen sus comunidades de cuidado o afecto. 
 La reparación: Es la respuesta que la Justicia Retributiva da al delito. Puede 
consistir en restitución o devolución de la cosa, pago monetario, o trabajo en 
beneficio de la víctima o de la comunidad. La reparación debe ir primero en 
beneficio de la víctima concreta y real, y luego, dependiendo de las 




 La reintegración: Se refiere a la reintegración tanto de la víctima como del 
ofensor en la comunidad. Significa no sólo tolerar la presencia de la persona en 
el seno de la comunidad sino que, más aún, contribuir a su reingreso como una 
persona integral, cooperadora y productiva. 
 
 La participación o inclusión: Consiste en regalar a las partes (víctimas, ofensores 
y eventualmente, la comunidad), la oportunidad para involucrarse de manera 
directa y completa en todas las etapas de encuentro, reparación y reintegración. 
Requiere de procesos que transformen la inclusión de las partes en algo relevante 
y valioso, y que aumenten las posibilidades de que dicha participación sea 
voluntaria. 
 
Para Tony Marshall (2009, p. 32): 
 
Por lo tanto Justicia Retributiva es un proceso a través del cual las partes o personas 
que se han visto involucradas y/o que poseen un interés en un delito en particular, 
resuelven de manera colectiva la manera de lidiar con las consecuencias inmediatas de 
éste y sus repercusiones para el futuro. 
 
Por lo referido cabe manifestar que la Justicia Retributiva empata fielmente con el 
propósito y la esencia misma del neoconstitucionalismo instaurado en nuestro Ordenamiento 
Jurídico Nacional a partir de la promulgación y vigencia de la Constitución de la República 
2008. 
 
Así también se debe entender que el propósito de la revolución normativa emprendida 
en Montecristi era la de cimentar un Estado Constitucional altamente garantista que logre 
consolidar el principio pro homine, pro libertatis, favor debilis, y demás principios procesales 
del Derecho Internacional Humanitario; de tal suerte que nuestro sistema normativo por fin 
empate con los avances alcanzados en otras latitudes planetarias y den inicio a un verdadero 
buen vivir, al amparo de una justicia digna. 
 
2.6. LA JUSTICIA PENAL RESTAURATIVA 
 
La esencia de la justicia restaurativa trata de responsabilizar al infractor por el daño que 
ha causado en virtud del delito, motivándolo a que asuma que causó un daño a otra persona o 
personas y que su deber es hacer lo necesario para mitigar o reparar este daño y/o el dolor que 
su conducta delictiva ha provocado en la víctima directa y/o la comunidad.  
40 
 
Independientemente del castigo que pueda recibir por haber cometido el delito, esta 
justicia busca que el infractor no vuelva a delinquir no tanto porque tenga miedo a la pena que 
se le pueda imponer, sino porque ha comprendido que estas conductas dañan a otras personas y 
que no tiene derecho a causarles ese daño.  
 
De este modo, potenciales delincuentes pueden ver que el Estado y el sistema obligan a 
compensar el daño ocasionado, con el beneficio que si quieren cambiar, se les va a dar una 
oportunidad. Se genera empatía recíproca, un valor restaurativo importante para equilibrar las 
consecuencias del delito de una forma constructiva y positiva. 
 
Razón por la cual Álvaro Márquez (2007, pág. 18) establece: 
 
La justicia retributiva es el mal que se le aplica a alguien como contraprestación al 
daño que ha cometido. Se le retribuye un mal con otro mal. Ya los filósofos griegos, 
como Aristóteles distinguían entre la justicia distributiva que consistía en dar a cada 
uno lo que le correspondiera según sus necesidades, y la que llamaba correctiva, para 
reparar el daño causado. Los castigos eran determinados y aplicados en la antigüedad 
por las propias víctimas o sus familias, en lo que se conoció como venganza privada. 
 
Las sanciones en la actualidad pueden consistir en una multa, privación de 
la libertad por medio de la prisión o reclusión en cárceles públicas o en el domicilio si 
correspondiera, en inhabilitación para el ejercicio de su profesión o de cargos públicos, o la 
posibilidad de conducir.  
 
La pena, con un valor intrínseco aparece como reparadora del daño, y por ello debe ser 
graduada de acuerdo a la intensidad del mismo. Hay por lo tanto, proporcionalidad entre hecho 
dañoso y castigo impuesto. Puede no ser de la misma naturaleza la pena que el delito, como 
sucedía en la ley del talión, pero deben estar acordes, de lo contrario, sancionar con una pena 
demasiado benigna o demasiado severa en el caso concreto, sería también una injusticia. No se 
la considera como preventiva ni ejemplificadora, sino, como un acto de justicia en sí mismo, sin 
importar los resultados que se obtengan de aplicar el castigo. 
 
Es decir que la Justicia Restaurativa se solidariza con el sistema inquisitivo, cuya 
esencia y/o naturaleza jurídica era retribuir el mal recibido sin realizar mayores apreciaciones, 




Todo lo cual nos lleva a manifestar que la Justicia Restaurativa hoy ya no tiene cabida, 
porque de acuerdo con el derecho global humanista lo que se busca es lograr la reparación del 
daño ocasionado en virtud del delito. 
 
De hecho el principio constitucional de mínima intervención penal, busca 
institucionalizar el Derecho Correccional en virtud del cual: la víctima, el delincuente y la 
sociedad encuentren la armonía perdida por el cometimiento del delito, de tal suerte que en una 
cultura jurídica de paz se alcance e buen vivir sin transgredir el debido proceso, más bien 
viabilizándolo. 
 
Con el influjo del neoconstitucionalismo, del garantismo y de la nueva concepción de 
los delitos y las penas, la Justicia Restaurativa, vigorizada por un cambio diametral en su 
esencia, puede llegar a permitir a la comunidad y las personas directamente afectadas, como: la 
víctima, el delincuente y la sociedad, a confrontarse y encontrar una solución directa a sus 
problemas, logrando, por una parte, el descongestionamiento del ya voluminoso trabajo de los 
órganos de la administración de justicia y por otra permitir que los verdaderos actores de la 
misma encuentren una solución rápida a sus necesidades, siendo que a la víctima se le resarce 
efectivamente el daño ocasionado, o al menos en parte y el acusado, puede restituir a la 
sociedad, en corto tiempo, el menoscabo que le ha causado, siendo que, a más de estos 
beneficios mencionados, se permite sincerar el verdadero ejercicio de la acción penal.  
 
El Estado Constitucional de Derechos y Justicia, impulsa un tratamiento penal que deja 
a un lado el rol sancionador estricto del estado y contempla a los verdaderos protagonistas del 
mismo, permitiendo que el responsable del hecho punible -delincuente-, subsane la situación sin 
incluir en este acuerdo a la tardía administración justicia, que cada día se encuentra más lejos de 
satisfacer las necesidades de los ciudadanos. 
 
2.7. EL DERECHO PENAL ADVERSARIAL 
 
El Derecho Penal Adversarial, es el proceso que da las bases necesarias para tener un 
sistema procesal oral acusatorio que es lo que se conoce también como Juicio Oral, con el que 
se busca defender en todo momento la presunción de inocencia del procesado. 
 
Se establecen varios principios: publicidad, inmediación, concentración, continuidad y 
contradicción; todo con la finalidad de dar marcha a imperecederos principios procesales 
universales como el principio pro homine, pro libertatis, favor debilis. 
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Impone abandonar todo modelo penal inquisitivo y avanzar hacia otro con una 
orientación de carácter adversarial, reestableciendo la imparcialidad del tribunal de garantías 
penales, lo que necesariamente trae consigo la valoración científica, técnica y proba de los 
medios de prueba. Solo de este modo es posible verificar la confiabilidad y credibilidad de la 
prueba judicializada y legalizada en la etapa de juicio. 
 
El Derecho Penal Adversarial busca que la víctima tenga mayores derechos. Así 
también se utiliza e implementa el sistema de la libre valoración de la prueba, fortaleciendo así a 
la Defensoría Pública de la parte a la que se planeé ayudar, mediante mecanismos alternativos 
de solución de controversias así como la aplicación del criterio de oportunidad que se estuviera 
estableciendo a la luz del principio de mínima intervención penal. 
 
El juzgamiento, en el Derecho Penal Adversarial, discurre bajo el principio de 
contradicción exclusivamente entre el Fiscal y el Defensor. Las partes deben diseñar su teoría 
del caso, desarrollar un conjunto de destrezas, aportar pruebas, realizar interrogatorios y alegar 
sobre todo lo incorporado al juicio. El juez tiene un rol relativamente pasivo, actúa solo con 
base al principio de justicia rogada, interviene para impedir que las alegaciones se desvíen hacia 
aspectos impertinentes o inadmisibles, sin coartar el razonable ejercicio de la acusación y de la 
defensa. 
 
En el Derecho Penal Adversarial la oralidad tiene la ventaja de que pone a las partes 
frente a frente para que le hablen directamente al juzgador, dando cumplimiento con el principio 
de inmediación. A su vez, el Tribunal de Garantías Penales percibe de forma personal y directa 
la práctica de la prueba, observa y escucha con análisis crítico las intervenciones de las partes. 
La controversia es también útil para las partes en conflicto, ya que permite conocer otros puntos 
de vista y así, en su caso, rectificar los propios. 
 
En el Derecho Penal Adversarial, en la etapa de juicio, el debate se torna necesario, pues 
al motivar su decisión, el Tribunal de Garantías Penales expresa sus razones y fundamentos que 
habrá de extraerlos luego de destilar el producto útil que ha quedado de la confrontación. Por 
ello tal motivación exige someter la prueba a controversia. Así tenemos que cada una de las 
partes al desarrollar su tesis del caso se convierten en colaboradores del Tribunal de Garantías 
Penales al defender en cada una de ellas la versión de su planteamiento del caso y refutar el de 
la contraria, le aportan ideas y elementos para que pueda decidir con la mayor aproximación 




En el Derecho Penal Adversarial la actuación está orientada por la idea del debate, de 
contradicción, de confrontación de las partes, con intereses adversos. Es un diálogo abierto entre 
los intervinientes del proceso, sujeto a acciones y reacciones, quienes armados de la razón 
luchan por el predominio de su tesis del caso. Se caracteriza por ser bilateral y lo rige el 
principio de contradicción. Tiene como aspecto esencial una cuestión litigiosa entre partes que 
sostienen posiciones contrapuestas con sendos argumentos afirmativos y negativos, buscando 
cada una la imposición de sus postulaciones, pero de modo pacífico y civilizado, por medio de 
la razón y no de fuerza. La contradicción es una de las características humanas del proceso 
penal moderno que se inscribe dentro del Derecho Internacional Humanitario, que busca 
concretar el neoconstitucionalismo y el garantismo. 
 
2.8. PROCEDENCIA DE LAS SOLUCIONES ALTERNATIVAS AL 
CONFLICTO PENAL 
 
Diversas razones se han dado para establecer dentro de nuestro Código de 
Procedimiento Penal formas de procedimiento llamadas “especiales”, para diferenciarlas del 
procedimiento ordinario
6
, tomando en consideración para ello diversos criterios con base de las 
funciones que ejercen las partes procesadas, de los medios como se ha cometido el delito, o por 
la naturaleza especial del ejercicio de la acción penal.  
 
Esta clase de procedimientos especiales o extraordinarios, se apartan del procedimiento 
ordinario, tienden a llevar a ciertas personas a un trato judicial diverso a las demás personas de 
la comunidad sin que eso signifique una discriminación en tanto irrespeto a la norma 
constitucional que garantiza la igualdad de todos los individuos, pues si bien comprende una 
diferencia en cuanto al tratamiento judicial, el cambio de procedimiento del ordinario al especial 
se sustenta en la razonabilidad jurídica al tomar en consideración las circunstancias y el tipo de 
delito.  
 
De acuerdo con el tratadista José Olmedo citado por Jorge Zavala Baquerizo (2001, 
p. 301):  
 
                                                     
6
 Art. 206.- Por regla general el proceso penal se desarrolla en las etapas siguientes: 
1. La Instrucción Fiscal; 
2. La Etapa Intermedia; 
3. El Juicio; y, 
4. La Etapa de Impugnación. 
CORPORACIÓN DE ESTUDIOS Y PUBLICACIONES: “Código de Procedimiento Penal”; Edt. Edijur, 
Quito – Ecuador, 2009, Art. 206. 
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Se dice que el procedimiento regulado con respecto a una situación dada es especial, 
cuando todas o parte de las normas que lo regulan derogan o modifican las que 
organizan el procedimiento común.  
 
De igual manera, Giovanni Leone (sin año, p. 45), dice que:  
 
Las disposiciones que disciplinan cada procedimiento especial, por el hecho de 
presentarse en derogación de las disposiciones concernientes al procedimiento 
ordinario, asumen, en relación a éste, carácter excepcional y, por tanto, no pueden ser 
objeto de aplicación analógica con respecto a la disciplina del procedimiento 
ordinario. 
 
Por lo que concluye dando su opinión -a la que nos adherimos- sobre lo que debe 
entenderse por procedimiento especial diciendo:  
 
Por consiguiente, procedimiento especial es cualquier procedimiento cuya disciplina 
presente, en todo o en parte, una derogación al esquema del procedimiento ordinario. 
Giovanni Leone (sin año, p. 45). 
 
Finalmente se debe tener presente que el Control Social es una obligación del Estado, 
que la cumple estableciendo su propio ordenamiento jurídico, tanto en leyes sustantivas como 
adjetivas de diferente jerarquía, con el objeto de a través de ellas se pueda cumplir con su 
obligación de precautelar la paz y el bienestar social, siendo por esta razón que el Estado 
ejerciendo su poder jurisdiccional ha capacitado al órgano judicial para que administre justicia, 
sancionando o concediendo el derecho a quien corresponde y es aquí en donde resalta la 
trascendencia del juez que es un miembro de la sociedad, quien cumple una función en nombre 
del Estado, entonces el Estado y la sociedad existen para sus habitantes, personas o seres 
humanos a quienes deben garantizarles dignidad, libertad y todos los derechos fundamentales 
del hombre, constituyéndose este deber en la preocupación esencial de quienes Administran 
Justicia, mediante mecanismos operantes que satisfagan las demandas de las partes procesales 
de manera oportuna y eficiente. 
 
A la luz del principio constitucional de mínima intervención penal en nuestra vigente 





2.9. EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO 
 
Para conceptualizar de mejor manera el procedimiento abreviado, inicio el análisis, 
definiendo al procedimiento judicial. 
 
Al respecto Guillermo Cabanellas (1954, p. 362) establece: 
 
Es el conjunto de trámites y formas que rigen la instrucción y resolución de una causa, 
en cualquiera de las jurisdicciones. PENAL.- Serie de investigaciones y trámites para 
el descubrimiento de los delitos e identificación y castigo de los culpables. 
 
En cuanto al calificativo “abreviado”, el Diccionario de la Real Academia de la 
Lengua (2004, p. 8), manifiesta: “…hacer breve, acortar, reducir a menos tiempo. Acelerar, 
apresurar. Ir por el camino más corto”. 
 
Juan Antonio Garrido (2013, p. 11) en su obra el Juicio Abreviado (disponible en la 
dirección electrónica: www.enj.org.), lo define:  
 
Una figura jurídica como el juicio que se le hace a un imputado en donde se le impone 
una pena, por la comisión de un hecho de carácter penal, prescindiendo de la 
oralidad, la contradicción, la publicidad y la producción de pruebas, previo a la 
conformidad entre el Ministerio Público -en nuestro caso Fiscalía General del Estado- 
y el imputado. 
 
De acuerdo con Paúl Carvajal Flor (2008, p. 55), al procedimiento abreviado se le 
conoce también como una “medida alternativa” de la justicia penal. Con el procedimiento 
abreviado la justicia alternativa entra en vigencia en lo penal. 
 
Como su nombre lo indica, en el procedimiento abreviado, hay un procedimiento, pero 
reducido, se debe hacer una audiencia de juzgamiento a la que deben comparecer las partes 
procesales y practicarse prueba en ese procedimiento comprimido.  
 
Para que tenga lugar este procedimiento, desde el inicio de la instrucción fiscal hasta 
antes de la audiencia de juicio, se puede proponer la aplicación del mismo, cuando se trate de un 
delito o tentativa que tenga prevista una pena privativa de libertad de hasta cinco años; el 
procesado admita el hecho fáctico que se le atribuye y consienta en la aplicación de este 
procedimiento y el defensor acredite con su firma que el procesado ha prestado su 
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consentimiento libremente, sin violación a sus derechos fundamentales. Cabe aclarar que la 
existencia de coprocesados no impide la aplicación de estas reglas a alguno de ellos. 
 
La aceptación de este procedimiento queda a criterio del Juez de Garantías Penales, en 
caso de no aceptar  continuará la causa con el trámite normal, como lo ordena el Art. 370 del 
Código de Procedimiento Penal. 
 
Se sostiene que en el procedimiento abreviado ya no existe debate. En muchas 
ocasiones el procesado o el acusado que permanece largo tiempo detenido, preferirá ir al 
procedimiento abreviado para no seguir privado de la libertad, más no porque en todos los casos 
sea culpable, sobre todo para no exponerse a la publicidad de un juicio y a los honorarios del 
defensor, ya que si bien es obligación del Estado concederle un defensor, no es lo mismo una 
defensa privada que la defensa pública, porque en ciertos casos los defensores públicos no 
llevan un seguimiento minucioso de causas y en algunos casos ni siquiera pueden hacer contacto 
con el procesado con la debida anticipación.  
 
Existe la corriente de que el procedimiento abreviado es una forma de ejercer presión 
sea al procesado o al acusado para optar por este tipo de procedimiento antes que enfrentarse a 
una situación más grave como someterse a un juicio.  
   
En este punto es necesario recordar que la ley penal por sí sola es una forma de presión 
psicológica que se ejerce sobre una persona, por eso es que el Código Penal en el Art. 1 
establece que son leyes penales todas las que contienen un precepto sancionado con la amenaza 
de una pena y si a esa coacción de la ley penal, se suma la coacción de la ley procesal, serían 
dos presiones legales a las que se enfrenta el procesado. 
 
En todo caso y a pesar de las múltiples críticas que ha recibido la actual concepción del 
procedimiento abrevio, es de subrayarse que significa un operante aporte hacia la concreción de 
una justicia alternativa; lo cual da certeras muestras de un cambio de concepción del delito, su 
juzgamiento y su sanción.  
 
2.10. EL PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO 
 
Con la entrada en vigencia de nuevo ordenamiento punitivo, robustecido por la entrada 
en vigencia de un innovador mandato constitucional, se abandona el sistema inquisitivo para 
darle paso al sistema acusatorio, el cual busca cambiar las caducas prácticas procesales y 
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modificar la administración de justicia penal, a base de la práctica certera de principios 
constitucionales innovadores como el principio de mínima intervención penal, para que 
responda al Derecho Internacional Humanitario y a su propuesta internacional de dar concreción 
y vida al garantismo neoconstitucional.  
 
Las reformas al Código de Procedimiento Penal del 24 de marzo de 2009, establecieron 
dentro del Título de los Procedimientos Especiales, el procedimiento simplificado.  
 
Procedimientos especiales, que para Pedro Noubleau Orrantes (2011, p. 67) son:  
 
Formas singulares o particulares de juzgamiento que permiten al proceso penal 
arribar a su fin; también se afirma que son formas de enjuiciamiento cuyo ritual difiere 
del procedimiento común, en razón de ser privativos, específicos o peculiares.  
 
Entre las medidas de aceleración procesal penal, una de las más conocidas ha sido el 
configurar en los diversos cuerpos legales, mecanismos de acortamiento del proceso a través de 
la formulación de procedimientos simplificados, breves, cortos, etc., como el procedimiento 
abreviado y el simplificado, los cuales representan una forma temprana de poner fin al proceso, 
como un mecanismo de resolver de un modo singular, conforme a ciertos requisitos y en 
determinado momento procesal un conflicto suscitado.  
 
La introducción de este tipo de procedimientos responde a la inoperancia de las 
fórmulas procedimentales existentes, de manera que no todos los hechos deben provocar una 
causa penal y no todas las causas penales deben tramitarse mediante el proceso común u 
ordinario. Sin embargo, también tienen el sentido de abrir caminos para asegurar la concreción 
de una justicia penal alternativa; pero en ningún momento soslayar o no reconocer los valores, 
reglas, principios, derechos y garantías del debido proceso. 
 
Los parámetros que determina el Código de Procedimiento Penal, para que se viabilice 
este medio alternativo al juicio ordinario, están determinados en el primer innumerado agregado 
después del Art. 370.  
 
De tal manera que, es viable el procedimiento simplificado, hasta antes de la audiencia 
preparatoria del juicio, en los casos en que se trate de delitos sancionados con una pena máxima 
de cinco años de privación de la libertad y que no impliquen vulneración o perjuicio a intereses 
del Estado, el fiscal debe solicitar expresamente al juez de garantías, para que el caso se ventile 
y resuelva mediante el trámite de procedimiento simplificado. 
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Es competente para sustanciar y resolver dicho procedimiento, en audiencia oral y 
pública, el tribunal de garantías penales que por sorteo hubiera correspondido la competencia.  
 
El tribunal de garantías penales debe convocar, previa solicitud del fiscal, a audiencia 
dentro de las veinte y cuatro horas si la persona está privada de su libertad, y dentro de cinco 
días si está en libertad.  
 
Al inicio de la audiencia el tribunal de garantías penales debe explicar en presencia del 
procesado sobre las consecuencias del procedimiento simplificado. Posteriormente el fiscal debe 
formular la acusación con relación a las pruebas que hasta la fecha se haya producido.  
 
En todo momento el procesado puede consultar con su abogado defensor. Razón por la 
cual se observarán las reglas aplicables al desarrollo de la audiencia de juzgamiento en el 
procedimiento ordinario.  
 
Descartada la existencia de vicios de procedimiento, procedibilidad e ilegalidad de 
pruebas, el tribunal de garantías penales puede expedir sentencia declarando la culpabilidad o 
ratificando la inocencia del procesado, aplicando de ser el caso, una pena no mayor a la 
solicitada por el fiscal.  
 
Si el juez de garantías penales no consiente en la aplicación del procedimiento 
simplificado se continuará la causa conforme al procedimiento ordinario, que se sustanciará de 
conformidad a las reglas previstas en el Código de Procedimiento Penal, sin perjuicio del 
derecho de apelación que tienen las partes. En este caso no estará limitado el fiscal por la pena 
previamente solicitada. 
 
En este procedimiento, el juez de garantías penales cumple un papel primordial, pues a 
él le corresponde efectuar el análisis correspondiente de las condiciones requeridas, para 
resolver si consiente o no la solicitud de aplicación del proceso simplificado.  
 
2.11. EL PROCEDIMIENTO CONDICIONADO 
 
La figura legal de la suspensión condicional del procedimiento está en vigencia desde su 
publicación en el Registro Oficial No. 555, de 24 de marzo de 2009, Ley Reformatoria al 




El Pleno de la Comisión Legislativa y de Fiscalización, de ese entonces, entre sus 
considerandos para aprobar las modificaciones legales, afirmó que es:  
 
Necesario introducir reformas de trascendencia que posibiliten al sistema penal 
ofrecer una respuesta pronta, ágil y oportuna a la solución de los conflictos, así como 
la organización de procedimientos especiales y alternativos al proceso penal 
ordinario. 
 
La suspensión condicional del procedimiento es aplicable en todos los delitos 
sancionados con prisión y en los delitos sancionados con reclusión de hasta cinco años, excepto 
en los delitos sexuales, crímenes de odio, violencia intrafamiliar y delitos de lesa humanidad; el 
fiscal, con el acuerdo del procesado, podrá solicitar al juez de garantías penales la suspensión 
condicional del procedimiento, siempre que el procesado admita su participación. 
 
La decisión de suspender el proceso es potestad del juez competente, luego de la 
audiencia respectiva a la que asistirán el fiscal, el procesado y su defensor. 
 
El Juez de Garantías Penales debe establecer las condiciones que considere pertinente, 
mismas que no pueden exceder de dos años. 
 
Durante el plazo fijado por el juez de garantías penales se suspende el tiempo imputable 
a la prescripción de la acción penal y a los plazos de duración de la etapa procesal 
correspondiente. Cumplidas las condiciones impuestas, el juez de garantías penales puede 
declarar la extinción de la acción penal. 
 
2.12. LA CONVERSIÓN DE LA ACCIÓN PENAL 
 
Revisada la Legislación Penal ecuatoriana, la jurisprudencia y su doctrina, no se 
encuentra un concepto sobre la conversión, lo único cierto es que este novedoso y nuevo 
procedimiento se incorporó en el sistema procesal penal vigente, que rige con la promulgación 
del Código de Procedimiento Penal (Ls/n. RO-S 360: 13 de enero-2000), entrando en aplicación 
parcialmente en esta fecha, pero su vigencia se concretó a partir del 13 de julio de 2001. 
 
Guillermo Cabanellas (1954, p. 172), en su diccionario enciclopédico de Derecho 




Acción o efecto de convertir. La transformación de un ato nulo a otro eficaz mediante 
la confirmación o convalidación. Novación, cambio, modificación..., reducción del tipo 
de interés. 
 
Para que la conversión de la acción penal sea posible se debe dar especial atención a la 
autorización del Fiscal, ya que la autorización está condicionada a que los hechos que se 
investigan no hayan comprometido gravemente el interés público. 
 
Las acciones por delitos de acción pública pueden ser transformadas en acciones 
privadas, a pedido del ofendido o su representante, siempre que el juez de garantías penales lo 
autorice. Así, el fiscal puede allanarse a este pedido, de no hacerlo, argumentará al juez de 
garantías penales las razones de su negativa.  
 
No cabe la conversión:  
 
a) Cuando se trate de delitos que comprometan de manera seria el interés social;  
 
b) Cuando se trate de delitos contra la administración pública o que afectan los intereses 
del Estado;  
 
c) Cuando se trate de delitos de violencia sexual, violencia intrafamiliar o delitos de odio;  
 
d) Cuando se trate de crímenes de lesa humanidad; o,  
 
e) Cuando la pena máxima prevista para el delito sea superior a cinco años de prisión.  
 
Si hubiere pluralidad de ofendidos, es necesario el consentimiento de todos ellos, 
aunque solo uno haya presentado la acusación particular. Transformada la acción cesarán todas 
las medidas cautelares que se hayan dictado. 
 
El plazo para la prescripción de la acción privada correrá a partir de la resolución de la 
conversión.  
 
La conversión procede hasta el término de cinco días después de que el Tribunal de 




Ante la conversión de la acción penal, un cierto grupo de críticos, se apega a la tesis de 
que la intención del legislador o espíritu de esta norma, que de acuerdo con Simón Valdivieso 
(2007, p. 7):   
 
Debe realizar el fiscal, aunque se imponga al criterio de la sana crítica, en orden a 
preservar el bien común y la convivencia pacífica de los ciudadanos integrantes del 
Estado, aun cuando, el riesgo es claro, pues los perjuicios legalistas imprimen 
discrímenes de toda índole, razón por la cual, el hecho de que la decisión final en la 
conversión en la calificación de la gravedad de la afectación del interés público no 
puede ser facultad del Fiscal.  
 
Frente a lo analizado se debe tener presente que con la conversión de la pena se busca 
quitar la carga de trabajo investigativo al Fiscal, puesto que, por lo general, la misma hace 
referencia a conductas que se adecuan a un tipo penal de forma tan evidente que merecen una 
pena predeterminada, sin necesidad de poner en marcha la indagación fiscal.  
 
La conversión de la pena, es parte de los medios alternativos al proceso penal, que ha 
merecido un fuerte debate entre quienes aplauden su viabilidad y otros que establecen sendas 
críticas a su accionar debido a su falta de eficacia, en todo caso, se trata de una salida legal que 
bien encaminada puede favorecer a las partes en conflicto.  
 
La finalidad de la conversión tiene algunos propósitos entre los que preferentemente 
podría ser, que el ofendido recupere el patrimonio perdido y que ha sido lesionado, o parte de 
este y con ello evitar el engorroso proceso de investigación no solo de parte de la Fiscalía, si no 
que de todos los sujetos procesales involucrados en el mismo y con ello igualmente 
descongestionar el trabajo del fiscal. Este tipo de acciones son negocios jurídicos de orden 
judicial ordenados por la ley, igualmente como sucede con el procedimiento abreviado, cuando 
el procesado negocia la pena con el fiscal, antes de la etapa del juicio, o durante ésta. 
 
Por otro lado, es menester considerar que la conversión no trata de dejar a un lado una 
determinada pena, lo que ha señalado la ley, es de que, en todo delito contra la propiedad, así 
como el tipificado en el Art. 361 del Código Penal que se refiere a la revelación de secretos de 
fábrica, pasen a ser tratados en acción privada establecidas en el Art. 36 del Código de 





Obviamente debiendo preceder el decreto de conversión por parte del Fiscal de la causa 
y bajo ningún concepto juez alguno puede oponerse a tal decisión. 
 
2.13. PRINCIPIOS QUE REGULAN LAS SALIDAS ALTERNATIVAS AL 
PROCESO PENAL EN EL ECUADOR 
 
Los principios que regulan las salidas alternativas al proceso penal en el Ecuador, son: 




Consiste en buscar los medios necesarios, constitucionales y legales a fin de que se 
llegue con prontitud hacia la ansiada justicia. Utilizando para ello, cuanto mecanismo procesal 




Posee como finalidad el trato igualitario, equitativo y justo a las causas análogas 









Determina que todas las partes procesales se encuentren presentes en todas y cada una 





Garantiza una justicia rápida, de calidad, que no se limita a ahorrar tiempo y dinero, 






El principio de oportunidad entraña, el perdón que puede dar el Fiscal, en virtud de las 




Este principio procesal determina que nadie puede ser condenado por acciones u 
omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. 





Este principio guarda relación con el hecho de la concentración de las actuaciones y con 
el de celeridad del proceso. 
 
Lo cierto es que el proceso como tal debe terminar en el menor tiempo posible de 
manera que no ocasione trastorno psicológico para los involucrados. Sin embargo hay que tener 
sumo cuidado y no confundir el principio de economía procesal con una apresurada 
administración de justicia, lo que conllevará a un proceso ineficaz. 
 
Lo cierto es que aun cuando la justicia sea rápida se vuelve ineficaz si no está 




Este principio tiene gran acogida en la doctrina, es el principio en virtud del cual se 
procura asegurar que el Juez o el Tribunal de Garantías Penales se halle en permanente e íntima 
vinculación personal con los sujetos y elementos que intervienen en el proceso, recibiendo 
directamente alegaciones de las partes y las aportaciones probatorias, a fin de que pueda 
conocer en toda su significación el material de la causa desde el principio de ella, quien a su 




2.14. AUTORIDAD COMPETENTE PARA DICTAR LAS SOLUCIONES 
ALTERNATIVAS AL CONFLICTO PENAL 
 
La única autoridad competente para dictar las soluciones alternativas al conflicto penal 
dentro de nuestro ordenamiento jurídico nacional, de acuerdo al vigente mandato constitucional 
y a la legislación procesal penal imperante es el juez de garantías penales; toda vez que su rol 
dinámico de tutelador y custodio del debido proceso lo configuran como el único llamado a 
dictar decisiones trascendentales y fundamentales en las sustanciación de los procesos penales. 
 
Con más razón si consideramos la actual estructura estatal, comprobaremos que el único 
funcionario judicial que puede enrumbar el proceso hacia soluciones alternativas al conflicto 
penal, dentro del actual Estado Constitucional de Derechos y Justicia es el juez de garantías 
penales; por encontrarse envestido de tal facultad constitucional y legal a tono con el principio 
de independencia judicial. 
 
Cabe resaltar que dicha facultad constitucional y legal otorgada al juez de garantías 
penales responde al principio de mínima intervención penal por el cual el ordenamiento jurídico 
nacional, busca ávidamente dar prontamente soluciones alternativas al proceso penal, con la 
finalidad de descongestionar la saturada administración de justicia. En la misma línea y 
solidario con el afán legislativo de brindar un servicio de calidad y candidez la Constitución de 
la República 2008, faculta al juez a dar solución pronta e inmediata al conflicto penal. 
 
Clase de soluciones alternativas al conflicto penal 
  
Ente ellas cabe destacar: 
Suspensión condicional del procedimiento 
Acuerdo Reparatorio 
 
2.15. LÍMITES A LOS PROCEDIMIENTOS ESPECIALES Y A LAS SALIDAS  
ALTERNATIVAS AL CONFLICTO PENAL 
 
Se debe aclarar que las soluciones alternativas al conflicto penal no son aplicables para 
todos los tipos de delitos contemplados en el Código Penal o alguna otra ley de carácter 
especial, las soluciones alternativas al conflicto penal o los también conocidas como acuerdos 
reparatorios, son efectivos y aplicables para aquellos delitos que no afectan de manera grave a la 
sociedad, por ejemplo el hurto, el robo de un celular, estafas menores, etc., o, para aquellos en 
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que el interés de los afectados son del tipo personal, como por ejemplo las injurias, así como, 
donde los procesados o acusados son personas de derechos protegidos por el Estado, como es el 
caso de los adolescentes infractores; estamos conscientes que los delitos de mayor gravedad, 
asesinato, violaciones, narcotráfico, jamás pueden ser susceptibles de la aplicación de este 
modelo reparatorio. 
 
Nuestra legislación no ha obviado por completo el establecer las formas de terminación 
anticipadas de los procesos, el problema es que los administradores de justicia no los fomentan, 
como en el caso de los procuradores de los menores infractores, quienes cuentan con esta 
herramienta expresamente contemplada en el Código Orgánico de la Niñez y la Adolescencia, 
sin embargo, no la utilizan, o en el caso de los juicios de acción privada, pues existiendo la 
posibilidad de poder contar con un amable componedor que permita dar una solución pacífica al 
problema, sin que afecte el interés social de las partes, se puede decir que prácticamente no 
existen mayor aplicación de una conciliación en estos casos. 
 
Por otra parte, nuestro Código de Procedimiento Penal ha establecido la institución de la 
conversión, que para lo único que ha servido es para obstruir el normal desenvolvimiento de la 
justicia, ya que muchas veces la víctima requiere de la acción penal para restituir su interés 
particular, solicitando medidas cautelares sobre el presunto infractor con el objeto de forzarlo a 
un arreglo con lo que el proceso penal queda desnaturalizado, siendo más grave aún, que este 
arreglo no se haga bajo la tutela efectiva del garantizador, es decir, del juez. 
 
Por esta razón, es necesario que la ley regularice estos acuerdos reparatorios en delitos, 
sobre todo de perjuicio patrimonial que no afecten gravemente a la sociedad e incluso en delitos 
de carácter culposo, a fin de que la actividad del Estado se dirija con más concentración hacía 
los delitos más graves que conmueven a la sociedad como son el terrorismo, narcotráfico, abuso 
de menores, asesinatos, etc. 
 
Ahondando un poco más en el tema de la cogestión del sistema de administración de 
justicia, es importante tener presente, que esta es incapaz de resolver todos los casos que llegan 
a su conocimiento, por lo que es prioritario y fundamental, ya que el ciudadano común queda 
desatendido y abandonado, y lo que es peor insatisfecho con la realidad jurídica de nuestro país, 
regular lo que en la práctica ocurre comúnmente de manera informal, es decir, los arreglos 
económicos que hacen las partes involucradas en los procesos penales. 
Otro problema que se tratará es la crisis del modelo de justicia, la poca injerencia que 
tiene la víctima en el proceso penal, y a su vez, lo costoso y tortuoso que le resulta para obtener 
un resarcimiento del mal provocado. 
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En realidad y pese a la poca importancia que se le da a la víctima en el proceso penal, 
aunque la ley dispone lo contrario, a esta le toca seguir la acción penal (por no decir impulsarla), 
realizar la investigación, lo que le acarrea una serie de gastos que van desde peritajes ordenados 
de cajón, hasta gastos de investigaciones policiales, pese a que esto es función de la Fiscalía y 
de la misma Policía Judicial. 
 
La despreocupación estatal sobre la víctima es tal, que no solo no existen programas o 
mecanismo de mejoramiento social de la víctima, sino que además, en toda las clases de delitos, 
es a quien le toca impulsar el órgano estatal para que el delito del cual ha sido objeto no quede 
impune, sin ahondar, que en alguno de los casos nunca es resarcido, convirtiéndose en víctima 
de la justicia misma. 
 
También se debe reformar el procedimiento penal con el objeto de simplificar el cobro 
de los daños y perjuicios, cuyo trámite no es claro, además de ser complicado y largo. Para esto 
es que se propone la aplicación urgente de las llamadas soluciones alternativas al conflicto en el 
ámbito penal, las que no sólo ayudan a la víctima sino que además, a través de la justicia 
restaurativa simplifican el problema. 
 
Dentro de este marco los llamados métodos alternativos de solución de conflictos nos 
demuestran la posibilidad de modificar el paradigma hasta aquí sostenido, promoviendo 
determinadas medidas que eviten la neutralización de las víctimas y la expropiación del 
conflicto jurídico penal por parte del Estado, sin que esto signifique, la abolición del Derecho 
Penal, sino una sustitución por otros modos de control social y de sanción.  
 
Entonces, de lo que se habla es de una propuesta que intenta construir un Sistema Penal 
que se perciba como justo, desde el punto de vista del autor como es de la víctima y de la 
comunidad en su conjunto con el fin de que resulte más eficaz. 
 
Por la esencia misma de las soluciones alternativas al conflicto en el ámbito penal, sus 
límites resultan evidentes por lo que no se puede optar por este mecanismo de justicia en los 
delitos que atenten en contra de la integridad física, psicológica o sexual de los seres humanos, 
como en los delitos que transgredan al Estado, tales como: el terrorismo, magnicidio, el 
enriquecimiento ilícito, los delitos calificados como de lesa humanidad, entre otros que causan 




2.16. EL IUS PUNIENDI VERSUS SOLUCIONES ALTERNATIVAS 
 
Como destacan A. García Pablos de Molina, A. Bianchini y L. F. Gomes (2009, p. 210):  
 
La auto-afirmación del Estado moderno, como máximo órgano político frente a las 
otras instituciones sociales, ha sido producto de un lento proceso histórico paralelo al 
de la concentración del ius puniendi en sus manos. En una sociedad conflictiva, 
pluralista y democrática (como la de nuestro tiempo) el ius puniendi estatal se puede 
presentar como una instancia pública capaz de resolver el conflicto penal -y las 
expectativas que genera- de forma pacífica e institucional, de forma racional y 
previsible, formalizada, eficaz, con escrupuloso respeto de las garantías individuales, 
cuando fallan los mecanismos primarios de autoprotección del orden social. Solo el ius 
puniendi estatal puede asegurar la justa tutela de los bienes jurídicos fundamentales, 
monopolizando la violencia privada así como la autodefensa. 
 
En la actualidad dentro del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, la finalidad 
del castigo es una cuestión extremamente compleja, puesto que se enfrenta a las soluciones 
alternativas de justicia penal; que a su vez se amparan en el principio constitucional de mínima 
intervención penal. Abriéndose al respecto un acalorado debate entre los retribucionistas y los 
utilitaristas. 
 
Así, para los retribucionistas, el castigo que se inflige a un individuo, se encuentra 
moralmente justificado por el hecho de que dicho individuo merece ser castigado y merece serlo 
cuando es culpable de haber cometido una ofensa. Pues, las doctrinas retribucionistas se basan 
en la máxima de que es justo devolver mal por mal y se mira hacia el pasado porque se ha 
delinquido.  
 
Para los utilitaristas el castigo es un daño. De ahí que surja la pregunta de cómo 
justificar algo que moralmente es malo en sí mismo, relacionándolo con un acto pasado, 
también malo en sí mismo. El castigo, desde una perspectiva utilitarista, sólo puede justificarse 
moralmente teniendo en cuenta las consecuencias valiosas que pueda llegar a producir, 
valorando más el para qué, que el porqué, el futuro más que el pasado.  
 
 
A lo que se debe añadir que el Derecho Penal tiene una característica que lo diferencia 
de otros sistemas de control más sutiles: es un sistema represivo, en el que la violencia ocupa un 
lugar destacado tanto en los casos de los que se ocupa (homicidio, robo, violaciones), como en 
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la forma en que se ocupa o pretende solucionar esos casos (cárcel, inhabilitaciones, pena de 
muerte en algunos países).  
 
Cuando el Estado castiga se dirige a sus ciudadanos para que reciban un mensaje y les 
trata como a ciudadanos racionales y responsables. Por ejemplo, las doctrinas retributivas 
transmiten un mensaje de disuasión a la generalidad de la población y hacen que se tome en 
serio la amenaza del castigo a los potenciales ofensores y al público en general. Sin embargo, el 
mensaje se dirige principalmente al ofensor pues de lo contrario estaríamos cayendo en el 
defecto señalado por Kant, utilizar a dicho ofensor como medio –para que otros se abstengan- y 
no como un fin en sí mismo. 
 
Sin embargo dentro del Estado Constitucional de Derechos y Justicia el sistema penal 
racional no debe limitarse a la retribución sino que también tiene que contribuir a la 
rehabilitación.  
 
De tal manera que el carácter coactivo del derecho es lo que le permite diferenciarlo de 
otros órdenes de regulación de la conducta humana, como la moral y los usos sociales.  
 
El objetivo primario del derecho es que se cumpla lo ordenado por él -acción- o que se 
omitan las acciones contrarias a lo prohibido por él -omisión-. Las normas primarias son normas 
de conducta, que consisten en mandatos -positivos-, prohibiciones -negativas- o permisiones -
conductas neutras-. Pero las normas primarias, de conducta, destinadas a la colectividad, que no 
siempre son observadas.  
 
Es cuando surgen las normas secundarias sancionadoras, destinadas a ser aplicadas por 
los jueces y tribunales. La función motivadora de la norma penal sólo puede comprenderse 
situando el sistema jurídico penal en un contexto más amplio de control social, es decir, de 
disciplinamiento del comportamiento humano en sociedad. De ahí que el Derecho Penal no sea 
más que la parte visible, la más tétrica y terrible quizás, del iceberg que representan los diversos 
mecanismos de control del individuo en la sociedad. Pero no el único ni el más importante.  
 
La pena, partiendo de una definición de carácter bastante amplio y general puede ser 
entendida como una especie del género sanción. La especificidad de la sanción penal deriva de 
los valores ético-políticos que con la misma se pretenden conseguir. Es a la pena considerada 
desde esta perspectiva a la que el pensamiento filosófico ha dedicado siempre mucha atención. 
Si el problema concerniente al objetivo y la función de la pena ha constituido objeto de estudio 
filosófico a través de la historia del pensamiento humano, sólo desde una época relativamente 
59 
 
reciente -el iluminismo- se ha intentado resolver el problema de la justificación moral de la pena 
así como el problema de los fundamentos y de los límites del poder punitivo o del derecho de 
castigar.  
 
En todo caso dentro de la nueva estructura estatal el derecho a castigar debe adquirir 
tintes humanos, que por un lado impulsen a la ciudadanía a abstenerse de delinquir, pero que a 
la vez permitan la rehabilitación y reinserción a la vida social; mediante una adecuada 
rehabilitación. 
 
Por lo manifestado, de manera adecuada bien puede el Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia abrazar a las soluciones alternativas a la justicia penal sin perder su poder 
castigador, basta, con reenfocar la función de la pena, para alcanzar armonía con el garantismo 





























3. SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCEDIMIENTO 
PENAL 
 
La suspensión condicional del procedimiento penal procede en todos los delitos 
sancionados con prisión y en los delitos sancionados con reclusión de hasta cinco años, excepto 
en los delitos sexuales, crímenes de odio, violencia intrafamiliar y delitos de lesa humanidad. 
El Fiscal, con el acuerdo del procesado, puede solicitar al Juez de Garantías Penales la 
suspensión condicional del procedimiento, siempre que el procesado admita su participación en 
el hecho criminoso.  
 
La suspensión condicional del procedimiento penal se pide y resuelve en audiencia 
pública a la cual deben asistir: el fiscal, el defensor y el procesado.  
 
No es obligatorio que el ofendido asista a dicha audiencia, pero si desea hacerlo, puede 
asistir y manifestar su posición, pues es obligación del Juez de Garantías Penales escucharlo.  
 
Al disponer la suspensión condicional del procedimiento, el Juez de Garantías Penales 
debe establecer como condición una o más de las siguientes medidas:  
 
a) Residir o no en un lugar determinado;  
 
b) Abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas; 
  
c) Someterse a un tratamiento médico o psicológico; 
  
d) Tener o ejercer un trabajo o profesión, oficio, empleo, o someterse a realizar 
trabajos comunitarios;  
 
e) Asistir a programas educacionales o de capacitación;  
 
f) Reparar los daños o pagar una determinada suma al ofendido a título de 
indemnización de perjuicios o garantizar debidamente su pago;  
 
g) Fijar domicilio e informar a la Fiscalía de cualquier modificación del mismo;  
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h) Presentarse periódicamente ante la Fiscalía u otra autoridad designada por el 
Juez de Garantías Penales, y en su caso, acreditar el cumplimiento de las 
condiciones impuestas;  
  
i) No tener instrucción fiscal por nuevo delito.  
 
Las condiciones impuestas no podrán exceder de dos años. Durante el plazo fijado por 
el Juez de Garantías Penales se suspende el tiempo imputable a la prescripción de la acción 
penal y a los plazos de duración de la etapa procesal correspondiente. Cumplidas las 
condiciones impuestas, el Juez de Garantías Penales está en la obligación de declarar la 




La suspensión condicional del procedimiento penal constituye un mecanismo 
alternativo que contribuye a la economía procesal, puesto que suspende temporalmente el 
proceso imponiendo el cumplimiento de ciertas condiciones que de cumplirse extinguirían la 
acción penal, sin la necesidad de imponer una pena, es decir sin tener que  agotar todas las 
etapas del proceso penal.  
 
Como lo manifestamos, lo solicita el procesado una vez que acepta voluntariamente su 
participación en la infracción, previo acuerdo con el Fiscal, y lo resuelve en audiencia pública el 
Juez de Garantías Penales. 
 
Esta alternativa de solución de conflictos penales, pertenece a las nuevas tendencias del 
Derecho Procesal Penal, empapadas, particularmente por el principio de mínima intervención 
penal, que plantea reducir la violencia punitiva del Estado, observando los derechos de la 
víctima y del procesado.  
 
Con la suspensión condicional del procedimiento penal, se reduce la aplicación de la 
pena privativa de libertad, dejándola para última ratio, y se implementan otras medidas 
alternativas menos rigurosas. 
 
La suspensión condicional del procedimiento, permite mejorar el sistema de 
administración de justicia, puesto que se descongestionan las fiscalías, los juzgados y tribunales 
de garantías penales, pero también disminuye la población carcelaria.  
62 
 
Además, el procesado evita la desintegración de su núcleo familiar y tiene una mejor 
aceptación social, que aquella que se presenta cuando una persona es condenada a prisión y/o a 
reclusión. 
 
De acuerdo a los autores: Eugenio Raúl Zafarroni, Alejandro Alajia y Alejandro 
Slokar (2005, p. 81):  
 
Bien se puede manifestar que con la suspensión condicional del procedimiento penal se 
viabiliza el principio de mínima intervención penal pues según el mismo, el Derecho 
Penal debe tener carácter de última ratio por parte del Estado para la protección de 
los bienes jurídicos y sólo para los más importantes frente a los ataques más graves. 
 
Razón por la cual el Derecho Penal debe utilizarse solo en casos extraordinariamente 
graves y sólo cuando no haya más remedio por haber fracasado con otros mecanismos de 
protección menos gravosos para la persona. 
 
De tal manera que la intervención penal mínima significa básicamente reservar la 
sanción penal para aquellos casos que reúnan dos condiciones:  
 
 Que los bienes jurídicos lesionados por los delitos sean de especial significación; y, 
 Que los demás recursos jurídicos de un Estado se hayan manifestado potencialmente 
insuficientes.  
 
Esta posición tiene varios fundamentos: 
 
 En primer lugar porque el aparato del Estado dedicado a la justicia siempre será 
insuficiente, tanto en número como en tecnología, razón por la cual lo más prudente es 
que se dedique a casos realmente graves, a aquellos que afectan seriamente a la 
sociedad causando gran conmoción. Al irse más allá de estos límites, se desperdician los 
recursos del Estado y se desvirtúa la razón de ser del sistema penal. Siendo su última 
consecuencia mandar más gente a las cárceles, en que los detenidos, culpables algunos y 
otros inocentes, se consuman en el hacinamiento y vivan en condiciones infrahumanas. 
Lo cual correlativamente transforma al Sistema Carcelario en un terreno propicio para 
las más duras violaciones de los derechos humanos. 
 
 En segundo lugar existen conductas caducas, que han entrado en desuso, y por tanto 
resulta anacrónicas e inoperantes en el nuevo Estado Constitucional de Derechos y 
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Justicia. Asimismo, existen muchos actos injustos “modernos” o vigorizados por el 
avance de la ciencia y la tecnología que no son reconocidos como delitos. 
 
 En tercer lugar ciertos delitos se han convertido en bandera de persecución política, son 
mal empleados para conseguir publicidad mediática y no llegan a ser sancionados, pero 
como contrapartida significan un alto costo estatal.  
 
La concepción del principio de mínima intervención penal, en el actual escenario, 
resulta marchar contra la corriente, pues no hay propuesta más popular en las actuales 
circunstancias que mal usar la amenaza penal a cada momento y para cualquier caso, todo lo 
cual ha motivado ver con sumo recelo a la suspensión condicional del procedimiento, al punto 
de verter sobre el tema acalorados discursos de importantes jurisconsultos.  
 
Por eso mismo, es indispensable determinar claramente la razón de ser de la suspensión 
condicional del procedimiento en el actual Estado Constitucional de Derechos y Justicia, pues 
cumple un papel imprescindible, de extrema concreción del garantismo y neoconstitucionalismo 
imperante en el Mandato Constitucional a tono con el principio de mínima intervención penal. 
 
Se debe entender que el Derecho Penal no puede extenderse ilimitadamente, peor 
todavía, servir para persecuciones, políticas o de otro tipo, para venganzas personales, afanes de 
figuración o cualquier otro propósito deleznable y condenable. No perdamos de vista que el 
enjuiciamiento y la condena en materia penal tiene un efecto terrible, la cárcel. 
 
Resulta bajo cierto punto de vista aceptable que la gente común piense que la cárcel es 
una especie de remedio universal para todos los males de la sociedad, es incluso entendible; 
pero es sorprendente que también se tenga esta misma opinión en sectores oficiales o entre 
intelectuales del derecho, que en forma permanente auspician reformas legales en idéntico 
sentido, sin llegar a comprender que la nueva misión del Derecho Penal en el vigente Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia es buscar la inmediata reparación del daño causado, tanto 
a la víctima, como al delincuente y a la sociedad, mediante mecanismos que humanicen la 
justicia penal en un ambiente de diálogo y paz.  
 
Esta divergencia tiene que ver con la concepción que se tiene del Derecho Penal y de su 
función en el seno de la sociedad y, consecuentemente de su eficacia real.  
 
Cuando se cree que la razón de ser de esta legislación es disminuir la criminalidad, la 
fórmula a la que se recurre es la creación de nuevos delitos y el aumento de las penas para los ya 
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existentes, como ocurre en el nuevo Código Orgánico Integral Penal. Pero esta pretensión, si se 
quiere elemental e ingenua, es desmentida por la experiencia universal que ha demostrado el 
fracaso de este propósito. Por más que se aumenten las penas, la criminalidad no disminuye, 
porque su auge tiene múltiples causas, que poco tienen que ver con el contenido de las leyes. Y 
lo que es más grave, tales medidas agregan nuevos problemas a los ya existentes. Entre otros, el 
incremento de la corrupción y consecuentemente de la impunidad. 
 
Esta propuesta responde a una racional comprensión de lo que es la política criminal, 
pues en una vertiente garantista esta debe ser admitida como el conjunto de respuestas que un 
Estado considera necesario adoptar para hacerle frente a conductas consideradas reprochables o 
causantes de perjuicio social con el fin de garantizar la protección de los intereses esenciales del 
Estado y de los derechos de los ciudadanos sometidos a su jurisdicción. 
 
En tal virtud la suspensión condicional del procedimiento, debe ser entendida como una 
alternativa al proceso penal, diseñada para disminuir las secuelas negativas del delito; 
alineándose en tal sentido a los mecanismos constitucionales y legales que buscan concretar el 




El Art. 76 de la Constitución de la República (2008), que determina las reglas del 
debido proceso, entre las garantías fundamentales, establece en su numeral dos que “se 
presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se declare su 
responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada”. 
 
Es decir que, en la suspensión condicional del procedimiento, pese a que el procesado 
acepta su participación, esta condición no significa que es culpable, porque no se llega a una 
sentencia firme o ejecutoriada, por lo tanto, la presunción de inocencia se mantiene intacta y no 
es trastocada mediante este procedimiento. Puesto que, lo único que destruye la presunción de 
inocencia es la sentencia ejecutoriada. 
 
Según el segundo innumerado agregado después del Art. 37 del Código de 
Procedimiento Penal, la suspensión condicional del procedimiento, procede cuando: 
 
 Se trate de delitos sancionados con prisión; 
 Delitos sancionados con reclusión de hasta cinco años; 
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 Cuando el procesado admite su participación 
 
No procede en delitos sexuales, crímenes de odio, violencia intrafamiliar y delitos de 
lesa humanidad. 
 
Mediante la suspensión condicional del procedimiento el Estado, hace efectiva su 
facultad de ejercer el poder punitivo en un corto tiempo, y viabiliza el principio constitucional 
de economía procesal puesto que el proceso se reduce al mínimo. 
 
Además significa un gran beneficio para el Fiscal, porque tiene la oportunidad de 
dedicarse a efectuar otras investigaciones que involucren quizás a delitos de mayor impacto 
social. 
 
Beneficios que también irradian la labor del Juez y el Tribunal de Garantías Penales, 
puesto que evitan el congestionamiento en la tramitación de las causas que por su naturaleza 
demandan un tratamiento minucioso.  
 
En la suspensión condicional del procedimiento gana el procesado, puesto que 
aceptando su participación no es condenado a prisión, solamente cumple con determinadas 
medidas que no le privaran de su libertad, así no debe sufrir un encierro innecesario,  
socialmente es mejor aceptado sin desintegrar su núcleo familiar, evitando la deslegitimación de 
mayores derechos humanos.  
 
La suspensión condicional del procedimiento permite a la víctima, una mayor 
participación en el proceso, pues logra que el procesado escarmiente sobre su conducta.  
 
También gana la sociedad, puesto que habrá dado la oportunidad de inserción del 
infractor sin la necesidad de estigmatizarlo con las secuelas de la prisión. 
 
Aspectos que nos llevan a manifestar que la suspensión condicional del procedimiento 
se caracteriza por llevar a la práctica el principio de mínima intervención penal cobijada y 






3.3. ANÁLISIS A LAS POLÍTICAS JUDICIALES  
 
Dentro de las políticas judiciales es necesario el estudio de varias instituciones, entre las 
que tenemos a: la Policía Judicial que es a aquella que presta servicios al poder judicial y a 
la Fiscalía General del Estado, para la investigación de delitos y ejecución de sentencias. Estos 
delitos suelen ser de naturaleza pública; pues logra captar el interés de todos, como: 
la delincuencia organizada, narcotráfico, delitos fiscales, delitos medioambientales o los delitos 
contra la vida, como: homicidio y asesinato; por lo que acostumbra a haber unidades 
especializadas en investigar cada uno de ellos que colaboran estrechamente con la justicia.  
 
La Policía Judicial es una consecuencia directa de nuestra organización política y 
jurídica del país, y responde -básicamente- al principio constitucional de División de Poderes. 
Siendo la represión del delito una actividad propia del Poder Judicial, se concibió a la Policía 
Judicial, como un organismo necesario en la tarea de auxiliar a la justicia en su finalidad 
represiva. 
 
La función de la Policía Judicial consiste en investigar los delitos de acción pública, 
impedir las consecuencias ulteriores de los cometidos, individualizar a los culpables y reunir 
las pruebas necesarias para la actuación de la Justicia. 
 
De este modo participa de la Función Judicial del Estado, como un órgano 
preestablecido para lograr el descubrimiento de la verdad acerca de la presunta comisión de un 
delito y la actuación de la ley penal en el caso concreto. Conviene destacar que su misión no es 
aplicar la ley, sino facilitar su aplicación, en lo que podríamos llamar una actuación de medio a 
fin. 
 
Así concebida, la Policía Judicial, se caracteriza por ser:  
 
 Jurídica: en tanto su existencia y competencias se encuentran reguladas por la Ley;  
 
 Auxiliar: de los Tribunales encargados de aplicar la ley sustantiva;  
 
 Eventual: porque puede no intervenir cuando el órgano judicial lo hace desde el 
comienzo; 
 
 Independiente: con referencia a otros poderes;  
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 Cautelar: tratando de asegurar la verdad sobre el delito y la aplicación de la Ley; y,  
 
 Imparcial: porque no se limita a reunir las pruebas de cargo, sino que procura -
además- las de descargo. 
 
 
La Policía Judicial implica la manera como la colectividad reacciona organizadamente, 
frente a las acciones delictuosas que amenazan su cohesión o su desarrollo armónico. 
La disciplina que estudia esta faceta del control social recibe, igualmente, el nombre de Política 
Criminal. Es tarea de esta disciplina, no sólo la descripción de la reacción social contra la 
delincuencia, sino también determinar los lineamientos que deberían seguirse a fin de lograr una 
mayor eficacia. 
 
Por esto, se ha considerado que la Política Criminal se presenta bajo dos aspectos: 
 
 Como una disciplina o un método de observación de la reacción anti-criminal; tal 
como es, efectivamente practicada. 
 
 Como un arte o estrategia de lucha contra la delincuencia, elaborada a partir de 
los datos y enseñanzas aportados por la observación objetiva. 
 
La política criminal es, en consecuencia, un terreno de la Política Jurídica del Estado, la 
que a su vez es parte de su política general. La programación y realización de una correcta y 
coherente lucha contra la delincuencia, depende del apoyo y fomento de los estudios tendientes 
a describir el sistema de reacción social y a determinar los lineamientos y los medios más 
eficaces. 
 
Recordemos que el Ecuador ha vivido importantes cambios en el ámbito de la justicia a 
partir del 2007. La restructuración del sistema judicial, impulsado por referéndum popular en 
mayo del 2011, los cambios en el sistema de rehabilitación social y el desarrollo del proyecto de 
Código Integral Penal, son tres de sus principales hitos. 
 
En septiembre del 2011, el Consejo de la Judicatura de Transición (CJT), organismo 
encargado de llevar adelante la transformación del sistema judicial ecuatoriano, inició un 
inventario para saber cuántas causas se encontraban represadas. El organismo, luego de un 
trabajo de meses, registró un total de 3’000.302 causas, muchas de las cuales estuvieron 
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estancadas durante décadas y sus expedientes almacenados de forma anti-técnica. Incluso había 
procesos a punto de prescribir. 
 
Desde el inicio de su gestión, el Consejo de la Judicatura de Transición CJT empezó con 
actividades históricas, tales como la evaluación de aproximadamente 7.000 servidores 
judiciales, concursos públicos de méritos, oposición e impugnación ciudadana para elegir a los 
jueces de la Corte Nacional de Justicia, así como otros magistrados en diferentes áreas. Además, 
la construcción de nuevas judicaturas e inversión en infraestructura tecnológica, entre otros. 
 
Cada uno de esto cambios es bien visto por la ciudadanía, principalmente por el 
mejoramiento de la atención en juzgados, la rapidez en el acceso a la justicia, la agilidad de 
trámites, la extensión de los horarios de trabajo  de los judiciales, así como también la rebaja en 
tasas notariales. 
 
La prohibición emitida por la judicatura de cerrar los juzgados al medio día para que los 
ciudadanos puedan realizar sus trámites, facilitó a muchas personas el acceder a consultar sus 
trámites. 
 
En lo referente a los cambios al sistema de rehabilitación social, se pueden evidenciar 
en la adecuación de infraestructura en los centros penitenciarios, el cambio de modelo de 
gestión y la formación al personal que trabaja en los centros carcelarios. 
 
El nuevo modelo de gestión penitenciaria implica avanzar hacia una rehabilitación 
social basada en el trabajo y la educación, es decir el principio cero ocio, para lo cual se han 
destinado espacios para talleres, áreas de esparcimiento y colegios. 
 
En lo que respecta a las Políticas Judiciales para el combate del crimen, tanto el Consejo 
de la Judicatura como el Ministerio de Justicia y otras carteras estatales han sumado esfuerzos 
para lograr la concreción de los imperecederos principios procesales establecidos en el Mandato 
Constitucional. 
 
Siendo uno de ellos el principio de mínima intervención penal, por el cual se ha 
establecido como Política Judicial la suspensión condicional del procedimiento siempre que las 
circunstancias que rodean el caso permitan su viabilidad. De tal suerte que Fiscales y 
Defensores Públicos, luego de un estudio pormenorizado del caso invitan a los sospechosos a 
analizar su actual su actual situación, reflexionando sobre los caminos a seguir y las 
consecuencias de la decisión a tomar; para que después de un asesoramiento técnico, sean ellos 
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quienes decida que alternativa le es más beneficiosa a sus intereses personales. De esta manera 
el implicado, tras un asesoramiento técnico junto a su Abogado Defensor establece el camino a 
seguir.  
 
Es muy importante tener presente que en la suspensión condicional del procedimiento se 
resguardan y tutelan los siguientes derechos: 
 
a. Derecho a la presunción de inocencia.- Se funda en el principio del in dubio pro 
homine en virtud del cual, a la persona humana se le presume inocente mientras la 
autoridad no le haya demostrado su culpabilidad judicialmente. De este derecho se 
deriva que: 
  
 Las personas no son autores de delitos, en consecuencia sólo hay delitos y detenciones 
por actos, no por sospechas. 
 
 El acusado tiene derecho a no declarar contra sí mismo, ni contra su cónyuge ni sus 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad. 
 
 Las personas no tienen la obligación de probar su inocencia de una acusación, salvo en 
determinados delitos, en cuyo caso se invierte la carga de la prueba. 
  
b. Derecho de información.- Es el derecho a ser informado de las causas de la demanda 
o acusación, en forma inmediata y por escrito; en este entendido, la prueba de cargo 
debe ser suficiente y obtenida mediante procedimientos constitucionalmente legítimos. 
 
c. Derecho de defensa.- Es el derecho a defenderse de una denuncia o instrucción fiscal, 
mediante una defensa técnica por parte de un abogado. Este derecho a su vez garantiza 
al procesado el derecho de ser oído, derecho a elegir a su defensor, obligatoriedad del 
defensor y de ser el caso de no contar con un defensor particular, el Estado garantizará 
una defensa eficaz por medio de un Defensor Público. 
 
d. Derecho a un proceso público.- La publicidad de los procesos permite el control de 
transparencia en la actuación de los jueces.  Si bien la publicidad permite el control de 
la opinión pública a los procesos; existen etapas y diligencias de un proceso reservadas 




e. Derecho a declarar libremente.- No sólo es la facultad de declarar sin presión, ni 
malos tratos o tortura, estas declaraciones inconstitucionales, producen la nulidad del 
proceso, sin perjuicio de la indemnización de las víctimas. 
 
f. Derecho a la certeza.- Es el derecho de todo procesado a que las sentencias o 
resoluciones estén motivadas, es decir que exista un razonamiento jurídico entre los 
hechos y las leyes que se aplican.  
 
g. In dubio pro reo.- Es un derecho del procesado para que el juez interprete la norma a 
su favor, en aquellos casos en los que una nueva ley favorezca al reo, a pesar de 
haberse iniciado el proceso en función de una ley anterior que estaba vigente al 
momento de cometerse la infracción. En este caso, el juez por humanidad y justicia 
debe aplicar la ley retroactivamente, siempre que la segunda ley sea más benigna que 
la anterior. 
 
h. Derecho a la cosa juzgada.- Si bien este derecho está reconocido en la Constitución, 
para que sea válido constitucionalmente tiene que ser cosa juzgada material, es decir 
arreglado y de conformidad con el derecho y no sólo con la ley. Por cuanto, la 
finalidad de la cosa juzgada o cosa decidida constitucional debe ser asegurar siempre 
el ordenamiento y la seguridad jurídica legítimos. 
 
Por lo que, la suspensión condicional del procedimiento entre sus máximas prevé una 
justicia penal oportuna y proba, en la cual no hay necesidad alguna de criminalizarlo todo con el 
simple afán o sentido de calmar el clamor popular y hasta populista de buscar la penalización 
extrema, pues ello no significaría el fin de la delincuencia.  
 
Conocido es por todos que la violencia solo trae más violencia; y, que en la actualidad 
nuestro sistema penitenciario NO garantiza una adecuada rehabilitación, entonces por qué no 
dejar atrás viejas concepciones y abrir las puertas a la innovación del Derecho Penal Mínimo, 
cuya finalidad es estructurar una nueva justicia en que la eficacia, la oportunidad, el interés 
público y los derechos de la víctima permitan dar a luz a un servicio de calidad y candidez. 
 
Además se debe considerar que dentro de la suspensión condicional del procedimiento 




3.4. PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD 
 
El Doctor Darío Bazzani Montoya (2011, p. 16) manifiesta que la oportunidad es igual 
a discrecionalidad, razón por la cual, se discute sobre su alcance; para unos sectores significa no 
ejercer la acción penal, mientras que para otros son formas de abreviación del proceso. El 
mismo autor sostiene que no hay un concepto uniforme de la oportunidad; que “su contenido y 
alcance, dependen de la forma como en cada sistema se desarrolle”, pero que lo único cierto y 
universal es que “la oportunidad es sinónimo de discrecionalidad”. 
 
De acuerdo al diseño del esquema procesal acusatorio, el principio de oportunidad 
puede implicar una decisión definitiva de no ejercer la acción penal; o también el 
condicionamiento para no ejercerla, pero igualmente hay la posibilidad de aplicarlo una vez 
ejercida la acción.  
 
En todo caso, el principio de oportunidad se puede explicar por razones de política 
criminal o de necesidad frente a la congestión de la justicia penal.  
 
No obstante lo afirmado, conviene citar que hay discusiones sobre el principio en 
relación al sistema acusatorio; para muchos estudiosos de la materia como Teresa Armenta 
(2013, p. 45) el principio de oportunidad no obedece a ese sistema, y más bien otras corrientes 
aseguran que conduce a la “desnaturalización del carácter público del derecho penal, para someterlo 
a la contractualización o privatización del mismo”. 
 
Su significado se acerca más a la disponibilidad de la acción penal, antes que a las 
medidas alternativas al sistema penal como la compensación a la víctima por el equivalente del 
daño causado, la reparación, el desagravio, entre otros, y aún el arbitraje, la conciliación, la 
mediación, la negociación. 
 
Sin embargo todos estos medios permiten la aplicación del principio de oportunidad, 
siendo admitidos de acuerdo a los criterios de utilidad o necesidad al agilizar los procesos 
penales; y, descongestionar la justicia penal. 
 
Ahora bien, no en todos los casos es posible aplicar el principio de oportunidad, para 
establecer límites, se han señalado parámetros que van desde la escasa significación social del 
delito, su poca frecuencia, el irrisorio daño a la víctima, la certeza de reparación de los daños 
ocasionados, hasta las condiciones de los responsables o partícipes del hecho y que la 
persecución no contribuya a la realización de los fines del derecho penal. 
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Otra discusión que se da, con el propósito de dilucidar el contenido y alcance del 
principio de oportunidad, la que se refiere a los nexos con el principio de legalidad procesal que 
se vincula con el principio de oficialidad de la acción penal, que lleva inmersa la obligación de 
continuar el proceso hasta la sentencia, sin posibilidad de renunciar a su ejercicio, ni suspender 
el proceso o la etapa del juico.  
 
Para el Doctor Juan Fernández Carrasquilla (2014, p. 89), el principio de 
oportunidad no puede ser justificación para pasar por alto el de legalidad, pues éste tiene mayor 
rango e inspira todas las instituciones penales, mientras que el principio de oportunidad es solo 
una regla exceptiva. Sin embargo “cuando se habla de oportunidad no se está hablando de algo ilegal 
o del imperio de lo simplemente útil”, como manifiesta con mucha certeza Jorge Fernando 
Perdomo Torres (2009, p. 79), tanto más que lleva implícita la prohibición de arbitrariedad. 
 
Por lo manifestado el principio de oportunidad viabiliza el derecho penal mínimo dentro 
de la suspensión condicional del procedimiento, al permitir se valore más los derechos de la 
víctima a recibir la correspondiente reparación por el daño recibido antes que el castigo del 
delincuente por el daño irrogado. 
 
3.5. EL INTERÉS PÚBLICO DEL DERECHO PENAL 
 
Como precisa González Matilla (2008, p. 51), el interés público, permite un 
distanciamiento de la visión tradicional del derecho, abriendo la posibilidad de un aporte 
colectivo sobre lo ya conocido, permitiendo redeficiones procesales, dando cabida a 
aproximaciones a nuevas soluciones que antes solo tenía injerencia entre unos cuantos 
iluminados.  
 
Por lo tanto, significa dejar atrás paradigmas -por años puestos en marcha, de los cuales 
muy pocos resultados se han obtenido- que giran en torno a la solución del conflicto penal por 
intermedio de Jueces Unipersonales o Colegiados, que no se encuentran legitimados por el 
colectivo, pues sus acciones no reparatorias en nada mitigan el dolor sufrido por la víctima del 
hecho ilícito.  
 
De allí que, dentro del nuevo paradigma constitucional el interés público del Derecho 
Penal se entiende como el conjunto de prácticas y estrategias jurídicas y judiciales encaminadas 
a utilizar el derecho como un mecanismo de transformación social. Este uso emancipatorio del 
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derecho tiene como fines últimos la defensa del interés colectivo, la promoción de los derechos 
humanos y la justicia social. 
 
Cuando se habla del interés público se hace referencia a las funciones que el derecho 
puede cumplir en la sociedad. 
 
3.6. EL DERECHO DE LA VÍCTIMA 
 
Al referirnos a los derechos de las víctimas en general, abordamos un tema tan antiguo 
como la humanidad.  
 
En los albores de la civilización humana, la víctima del delito fue siempre la 
protagonista máxima del drama penal. Las leyes taliónicas y la compensación, sea mediante 
dinero u otra clase de bienes, fueron los mecanismos con los cuales el hombre fue progresando 
lentamente desde el sistema de venganza privada al de la justicia pública. En esta forma 
primigenia de justicia privada, todo daño era personal y no afectaba a la comunidad. Las 
reacciones frente a toda injuria quedaban sujetas a la discreción del ofendido o de sus parientes. 
 
La venganza privada no fue concebida como institución legal, simplemente existía en la 
naturaleza o condición humana. Más adelante se planteó la cuestión de limitar el libre ejercicio 
del derecho a la venganza para evitar sus excesos.  
 
Es así como se produjo la primera intervención de los primitivos legisladores para 
defender de los delincuentes, surgiendo la ley del talión, adoptada por todas las legislaciones del 
mundo antiguo. 
 
La segunda medida incorporada para reducir los perniciosos efectos de la venganza 
privada absoluta fue la compensación o composición; así, las Doce Tablas romanas mantienen 
el principio taliónico, pero agregan “a no ser que la víctima lo determine de otra manera de acuerdo 
con el malhechor”. 
 
Más adelante se impuso la compensación obligatoria como una nueva y mayor 
limitación al derecho de la víctima, al tiempo que ésta comienza a ser un participante 
responsable en el proceso judicial. Progresivamente, a medida que el Estado fue haciéndose 
cargo de la administración de justicia, el delincuente pasó a ocupar el papel principal relegando 
a la víctima a un rol subalterno hasta llegar casi a ser totalmente olvidada, a ello contribuye la 
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concepción del Derecho Penal como derecho público, heredada del derecho romano y que 
destaca con excesiva unilateralidad el ataque contra la república, considerando que el crimen 
atenta contra el Estado y olvidando algo elemental como es que el delito atenta directa y 
primeramente a las personas individuales y a los grupos sociales. Paralelamente a este fenómeno 
se puede observar una creciente preocupación por la protección de los derechos de los 
delincuentes. 
 
En la moderna victimología no faltan posturas extremas que defienden la institución de 
la mediación, compensación o conciliación entre las partes, la privatización del derecho penal 
ante el fracaso de las instituciones estatales en la defensa de las víctimas del delito, restando 
importancia al cumplimiento de la norma jurídico-penal, o bien, en sentido opuesto, que buscan 
una ampliación del control social penal, concediendo extraordinaria importancia a la necesidad 
de la pena, a la vigencia de las normas y al reforzamiento de los mandatos o prohibiciones que 
contienen las leyes penales, persiguiendo en realidad un objetivo distinto, la instrumentalización 
del derecho penal con fines socio-políticos. 
 
Sin embargo, las opiniones actuales predominantes se muestran partidarias de establecer 
y desarrollar tanto los derechos de los delincuentes como los de las víctimas y lograr la 
coexistencia de ambos bloques de derechos sin que los unos resulten excluyentes de los otros, 
sino incorporadas todos en un sistema de garantías acorde con las declaraciones de los derechos 
humanos y las instituciones democráticas, así como compaginar la función retributiva y 
reeducadora del sistema penal en la reparación de los perjuicios sufridos por las víctimas, y la 
participación de éstas en el procedimiento penal. 
 
Por todo lo manifestado en la Política Judicial de la suspensión condicional del 
procedimiento penal la importancia del principio de mínima intervención penal radica en que 
éste sostiene que la ley penal está legitimada por la necesidad de tutela de los derechos 
fundamentales, evitando el estado de anarquía o la venganza caprichosa de los particulares, en 
este caso el Derecho Penal Mínimo es un mal menor usado para lograr estos objetivos, la 
protección de los derechos de los individuos más débiles y vulnerables. Maximizado hoy, por la 
actual configuración del Estado Ecuatoriano, Constitucional de Derechos y Justicia Social y a la 
vez encaminado constitucionalmente, por el nuevo paradigma.  
 
Es claro que, entendido de esta manera, el fin del Derecho Penal no puede reducirse a la 
mera defensa social de los intereses constituidos contra la amenaza representada por los delitos. 




Dentro del Derecho Penal la pena es la consecuencia jurídica tradicional del delito, hoy 
en día, pese a la reciente incorporación del nuevo paradigma constitucional, sigue siendo la 
principal forma de reacción frente al mismo. Aun cuando su razón de ser se encuentre altamente 
cuestionada, sobretodo dentro de tipos penales que, debido al bien jurídico que tutelan y a los 
derechos de las víctimas que resguardan, su esencia está altamente cuestionada, sobre todo si se 
trata de penas privativas de la libertad como la prisión. 
 
De acuerdo con Lorenzo Morillas Cueva (2011, p. 15): 
 
El origen de la pena, a diferencia de su compañera la medida de seguridad, se pierde 
en los albores de la humanidad. El Código de Hammurabi en Babilonia (siglo XXII 
a.C.), las Leyes de Manu en la India (siglo XI a.C.), las Leyes de Dracón en Atenas 
(siglo VII a.C.), o las Doce Tablas en Roma (siglo V a.C.), entre otros textos legales de 
los pueblos antiguos, dan prueba de la remota existencia de la pena.  
 
No obstante, hay que indicar que las características de las remotas penas, poco o nada 
tienen que ver con las que actualmente se consideran esenciales, que sólo en épocas 
relativamente recientes aparecen. En sus orígenes, la pena estaba ligada a representaciones 
irracionales, mágicas y también a profundos sentimientos religiosos. Durante un largo período 
de la humanidad, el castigo de los actos criminales era un asunto privado entre el ofendido y el 
agresor o sus respectivas familias. A veces también intervenía la colectividad, pero lo hacía para 
aplacar la cólera de un Dios que supuestamente había sido ofendido.  
 
Con el transcurso del tiempo la magia y la religión irían dando paso a la razón y a una 
actitud moral, lo que supondría el comienzo de un paulatino proceso de monopolización por 
parte del Estado del enjuiciamiento y castigo de los crímenes.  
 
La potestad punitiva iría quedando así desligada de la antigua venganza privada, 
eliminando la idea de odio o venganza contra el agresor y sustituyéndola por la de un 
enjuiciamiento de los hechos desapasionado y objetivo.  
 
La propia diversidad de penas hace cuestionable incluso la referencia genérica en 
singular a la pena, como si se tratase de un concepto cuya esencia ha permanecido inmutable a 
lo largo de los tiempos. Poco, o nada, tienen que ver aquellas penas ligadas a planteamientos 
mágico-religiosos, como el sacrificio del responsable para aplacar la cólera de los dioses, o las 
atroces y brutales penas corporales de la Edad Media con las que el Rey pretendía sembrar el 
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terror entre sus súbditos, con los actuales planteamientos que conciben la prisión -la pena por 
excelencia en la actualidad, aunque también hoy en crisis- como un instrumento resocializador.  
 
Por lo que, la pena constituye una de las instituciones del Derecho Penal que más 
tradición tiene y que también supone uno de los temas más debatidos por los penalistas de todos 
los tiempos. Más aun en estos días donde el garantismo constitucional y el principio de mínima 
intervención penal se ponen de manifiesto.  
 
La importancia de esta cuestión está fuera de toda duda, y ello no es de extrañar, 
porque, como observa Cerezo Mir (2007, p. 61), de lo que se piense sobre el fundamento y 
fines de la pena “depende, en definitiva, el sentido y la tarea del propio Derecho Penal”. En el tema 
que nos ocupa, la despenalización de la injuria únicamente puede darse a la luz del principio de 
mínima intervención penal, por el cual el nuevo Estado Constitucional de Derechos y Justicia, 
revaluarán a la luz del garantismo constitucional su operatividad. 
 
En cuanto al concepto de pena, hay que señalar que el Código Penal, a diferencia de lo 
que acontece con el delito, no contiene un concepto de la misma. Sin embargo, es ya lugar 
común dentro de nuestra doctrina especializada traer a colación la definición de pena de Cuello 
Calón (1987, p. 94). Según este autor, la pena consiste en la “…privación o restricción de bienes 
jurídicos, establecida por la Ley e impuesta por el Órgano Jurisdiccional competente, al que ha cometido 
un delito”.  
 
En esta definición de pena cabe destacar tres ideas fundamentales que caracterizan a la 
misma: 
 
 En primer lugar, la pena se configura como un mal;  
 
 En segundo lugar, se resaltan los aspectos garantistas que rodean la imposición de la 
misma; y,  
 
 En tercer lugar, solamente se impondrá como justa retribución por la comisión de 
manera culpable de una infracción penal.  
 
El Derecho Penal actual ha humanizado sus penas, ha eliminado con ello daños en la 
integridad corporal (desmembraciones, torturas, azotes), o las pena infrahumanas como la de la 
picota (el rollo) del sentenciado, y ha cambiado este tipo de penas, por la de privación de la 
libertad personal, en caso delitos graves y utilizando métodos sustitutivos de punición a la 
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privación de la libertad, de carácter pecuniario u otras privativas de derechos, en caso de delitos 
menores o faltas. 
 
Existe una reserva del uso legítimo de la violencia en los poderes públicos, ya que el 
Estado es el único que utiliza las penas como un medio de control social legítimo. Es un 
mecanismo de control formal que debe ser aplicado en el individuo de manera proporcional y 
legal. 
 
La pena, constituye el medio tradicional y de mayor importancia, por su gravedad, de 
los que emplea el derecho. La pena propende al mantenimiento del orden jurídico que ha 
establecido la sociedad como fundamental para desarrollarse armónicamente en un ambiente de 
paz social. 
 
De acuerdo a Luis Miguel Arias Torres (2000, p. 70): 
 
Aplicar una pena implica disminuir la capacidad de actuación dentro de la sociedad e 
incluso pueden darse casos que se anula totalmente. La pena es la disminución o 
anulación del bien jurídico libertad perteneciente a una persona; en otras palabras, la 
pena ataca el bien jurídico más preciado por el hombre -su libertad- pero, esto sólo se 
puede dar cuando la sociedad se siente amenazada o lesionada por el comportamiento 
del individuo.  
 
Por lo que podemos concluir manifestando que la importancia del principio de mínima 
intervención penal en la Política Judicial de la suspensión condicional del procedimiento penal 
reside en su esencia garantista, misma que motiva a la evaluación de la eficacia y eficiencia de 
la Administración de Justicia frente a los tipos penales y su sanción, lo cual permite una nueva 
apreciación de la pena, sobre todo dentro del nuevo paradigma constitucional. 
 
3.7. FUNDAMENTOS, REQUISITOS, PROCEDENCIA 
 
3.7.1.  FUNDAMENTO 
 
La suspensión condicional del procedimiento penal se fundamenta en el principio 
constitucional de mínima intervención penal, toda vez que el mismo se caracteriza 
principalmente por su concepción del bien jurídico que se desarrolla sobre la base de la 
ofensividad de los delitos como condición necesaria de la justificación, de las prohibiciones 
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penales, se configura como límite axiológico externo (con referencia a bienes considerados 
políticamente primarios) o interno (con referencia a bienes estimados, constitucionalmente 
protegidos) del Derecho Penal, ante todo, busca priorizar el derecho de la víctima a su 
intervención activa, sin quedarse al margen del proceso penal. 
 
De tal suerte que la suspensión condicional del procedimiento penal al cobijo del 
principio de mínima intervención penal busca dejar en el pasado ineficacias del Derecho Penal, 
que se circunscriben sobre: 
 
a. Escasa participación ciudadana en los asuntos penales, porque estos se suponen sólo 
regidos por normas jurídicas, inaccesibles e incomprensibles para el hombre común, y 
sólo reformables por mecanismos contenidos también en normas, de modo tal que en 
definitiva, el cómo se apliquen esas normas no es asunto de la comunidad, que se debe 
limitar a obedecer;  
 
b. Consideración de la Política Criminal del Estado -lejos de la importantísima misión 
que le corresponde en un sistema garantista- como una oficina intrascendente, 
dedicada más que nada a administrar formalmente las cárceles: “política criminal” se 
la subvierte por “política del criminal” o cómo se trata al criminal desde el Estado;  
 
c. Tribunales de Garantías Penales dedicados a la aplicación de la norma de un modo 
automático, ciegos frente a la realidad social imperante y sin reaccionar frente al 
hecho palmario de que las personas seleccionadas que son llevadas a juicio son, en la 
gran mayoría de los casos, del mismo estrato social: pobres, desempleados, 
marginados, enfermos mentales, analfabetos, inmigrantes ilegales, que se juzgan 
siempre los mismos delitos (la denominada “pequeña criminalidad urbana”), pese a 
que el catálogo de ilicitudes es amplísimo y que las afectaciones más graves a los 
bienes jurídicos valiosos en nuestra comunidad no siempre llegan a ser juzgadas 
(Zaffaroni – Alagia - Slokar, 2000, p. 87); y, 
 
d. Cárceles y otros lugares de detención convertidos en muchos casos en sitios que niegan 
toda dignidad humana. 
 
Pues todo lo descrito de nada ha servido para afianzar los valores de justicia, libertad e 
igualdad que dieron origen al Estado moderno, considerado dentro de nuestro Ordenamiento 




Razón por la cual, con la puesta en marcha del principio de mínima intervención penal 
el Estado, a través de la suspensión condicional del procedimiento penal y de las instituciones a 
ella vinculadas tienden a reducir esta divergencia.  
 
El delito tiene múltiples causas y sobre ellas, el Estado debe trabajar responsablemente 
en busca de su disminución. Atacar las causas y no los efectos con palabras simples y repetidas 
como educación personal y familiar, igualdad de oportunidades laborales y sociales, generación 
de empleos genuinos y no subsidios estatales temporales, provisión de recursos humanos y 
materiales a las fuerzas de seguridad y al Poder Judicial, capacitación profesional y 
restructuración ética de sus integrantes pueden -quizás- marcarnos un camino más factible para 
llegar a disminuir el delito.  
 
De ninguna manera, debemos marchar hacia construcciones jurídicas que buscan 
proteger mejor a la sociedad mediante la vulneración de principios, derechos y garantías 
ciudadanas, porque no debemos olvidarnos que en la postura de Günter Jackobs (sin año, p. 
89), el mayor riesgo lo representa la represión inhumana del delito.  
 
Por ello el principio de mínima intervención penal se caracteriza por buscar humanizar 
la justicia, cuestionando la eficacia de las penas privativas de libertad de delitos cuyo bien 




Para que sea posible la suspensión condicional del procedimiento penal se requiere: 
 
 Que el delito sea sancionado con prisión o con reclusión de hasta cinco años; 
 
 Que el delito que se imputa no se trata de delitos sexuales, crímenes de odio, violencia 
intrafamiliar y delitos de lesa humanidad; 
 
 Que el fiscal llegue a un acuerdo con el procesado; 
 
 Que el procesado admita su participación en el delito; 
 
 Que el Juez de Garantías Penales acepte la procedibilidad de suspensión condicional 
del procedimiento penal.  
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3.7.3.  PROCEDENCIA 
 
La suspensión condicional del procedimiento penal procede siempre y cuando el Fiscal 
previo acuerdo con el procesado solicite al Juez de Garantías Penales su aceptación, para ello, el 
Fiscal debe realizar la correspondiente solicitud al Juez dentro de la Audiencia Pública 
respectiva. 
 
El Juez de Garantías Penales resolverá en audiencia pública a la cual asistirán el fiscal, 
el defensor y el procesado, mismo que debe aceptar su aceptación.  
 
 
3.8. ROL DE LOS SUJETOS PROCESALES EN LA APLICACIÓN DE LA 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCEDIMIENTO 
 
En la suspensión condicional del procedimiento penal los sujetos procesales cumplen 
los siguientes roles: 
 
 Procesado.- Debe admitir su participación y autoría del delito que se le imputa, para 
ello debe recibir un asesoramiento técnico de los efectos jurídicos de su decisión, de tal 
suerte que sus derechos procesales no sean vulnerados de manera alguna. 
 
 Defensor Público.- Está en la obligación de brindar un asesoramiento técnico al 
procesado, viabilizando el derecho a la defensa y la presunción de inocencia, cuando 
este no cuente con un abogado particular. 
 
 Fiscal.- Como representante de la sociedad debe encaminar al sospechoso buscando la 
realización plena de la justicia, sin vulnerar el debido proceso; encaminando siempre 
la solución más eficiente y oportuna, tanto para la sociedad como para el sospechoso y 
la víctima. 
 
Dentro de la suspensión condicional del procedimiento penal el Fiscal cumple el rol de 
mediador, porque sirviéndose de las soluciones alternativas al proceso penal, da inmediata 




 Víctima u Ofendido.- Al no encontrarse marginada del proceso de suspensión 
condicional del procedimiento penal, puede intervenir dinámicamente dentro del 
mismo, con voz propia en la Audiencia Pública. 
 
 Juez de Garantías Penales.- Al ser el custodio, guarda y tutelador del debido proceso 
está en la obligación de viabilizarlo dentro del proceso de suspensión condicional del 
procedimiento penal, garantizando a las partes procesales el irrestricto respeto a las 
normas constitucionales y legales procedimentales. Razón por la cual en todo momento 
garantiza el derecho a la defensa del sospechoso. 
 
 
3.9. ÁMBITOS DE ACCIÓN, DELITOS EN LOS QUE PROCEDE 
 
La suspensión condicional del procedimiento penal se puede desarrollar única y 
exclusivamente en los delitos cuya pena no excede de cinco años de prisión o reclusión; cabe 
aclarar que bajo ningún término procede en los delitos sexuales, crímenes de odio, violencia 
intrafamiliar y delitos de lesa humanidad. 
 
3.10. PROCEDIMIENTO PARA LA APLICACIÓN DE LA SUSPENSIÓN 
CONDICIONAL DEL PROCEDIMIENTO 
 
El procedimiento para la suspensión condicional del procedimiento penal es 
relativamente corto, pues una vez verificado el cumplimiento de los requisitos establecidos en la 
ley y previo aceptación del sospecho, en audiencia pública el Fiscal solicita al Juez de Garantías 
Penales su aceptación; misma que será evacuada en la misma audiencia previa designación de la 
condición a cumplir, una vez cumplidas las condiciones, el Fiscal, como titular de la acción 
penal, hará conocer al juez el cumplimiento de estas, quien debe declarar la extinción de la 
acción penal En caso de que el juez tenga convicción de que el procesado incumplió de manera 
injustificada, revocará la suspensión y se continuará con el trámite ordinario, es importante 
señalar que una vez revocada la suspensión condicional del procedimiento no se podrá volver a 










4. ACUERDO REPARATORIO 
 
El acuerdo reparatorio ingresó a nuestro Ordenamiento Jurídico Nacional al amparo del 
principio de mínima intervención penal, es decir, con el claro propósito de conducir el conflicto 
suscitado en virtud del delito a otra órbita diferente que el proceso penal, en virtud de la 
saturación laboral presente tanto en la Fiscalía General del Estado como en los Juzgados y 
Tribunales de Garantías Penales. 
 
Así claramente lo establece la Constitución de la República (2008) que 
específicamente señala:  
 
Art. 195.- La Fiscalía dirigirá, de oficio o a petición de parte, la investigación 
preprocesal y procesal penal; durante el proceso ejercerá la acción pública con 
sujeción a los principios de oportunidad y mínima intervención penal, con especial 
atención al interés público y a los derechos de las víctimas. De hallar mérito acusará a 
los presuntos infractores ante el juez competente, e impulsará la acusación en la 
sustanciación del juicio penal. 
 
Para cumplir sus funciones, la Fiscalía organizará y dirigirá un sistema especializado 
integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, que incluirá un 
personal de investigación civil y policial; dirigirá el sistema de protección y asistencia 
a víctimas, testigos y participantes en el proceso penal; y cumplirá con las demás 
atribuciones establecidas en la ley. 
 
Lo cual se traduce en la obligación ineludible de la Fiscalía General de Estado de liderar 
y llevar a cabo -incluso como Política Judicial- los medios alternativos de justicia para lograr la 
ansiada justicia, no solo en el menor tiempo posible si no, con el fiel cumplimiento de las 
exigencias puntualizadas tanto por el Derecho Global Humanista como por el Debido Proceso 
imperante en nuestro Mandato Constitucional. 
 
Por lo tanto, se debe recordar que el Derecho Global Humanista, exige y demanda la 
evolución del Derecho Penal hacia el Derecho Correccional, porque de nada sirve encarcelar a 
una persona por años, inclusive por décadas, marginar a la víctima y conmocionar a la sociedad; 
si a la vuelta de la esquina, los resultados son tan inoperantes y absurdos que solo logran 
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insatisfacción en todos los involucrados, inclusive el irrespeto de vastos derechos humanos y 
por ende la inseguridad jurídica. 
 
Como hemos referido, el Derecho Penal, así concebido, no permite la rehabilitación del 
delincuente, peor aún de la víctima y de la sociedad, simplemente conduce a un camino plagado 
de odios e insatisfacción que repercuten en la estructura estatal a través del hacinamiento en las 
cárceles, mayores violaciones a los derechos humanos, destrucción familiar, revictimazación de 
la víctima. 
 
Razón por la cual el Derecho Correccional se yergue como la solución más viable para 
reducir los índices de delincuencia dentro del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, 
puesto que, acuciosamente busca reparar el daño infringido por acción del delito, rehabilitar al 
delincuente, indemnizar a la víctima y tranquilizar a la sociedad dentro de un ambiente de paz, 
al amparo de una cultura de diálogo, de mutuos y certeros compromisos que apuntan hacia el 
buen vivir. 
 
Por otro lado el debido proceso debe ser entendido, según Fernando Velásquez, citado 
por Edgar Saavedra (sin año, p. 14) como:  
 
El conjunto de garantías que protegen al ciudadano sometido al proceso penal, que le 
garanticen a lo largo del mismo una recta, pronta y cumplida administración de 
justicia que le aseguran la libertad y seguridad jurídica, la racionalidad y 
fundamentación de las resoluciones jurídicas conforme a derecho desde este punto de 
vista, entonces, el debido proceso es el axioma madre o generatriz del cual dimanan 
todos y cada uno de los principios del derecho procesal penal, incluso el del juez 
natural que suele regularse a su lado. 
 
De hecho en el acuerdo reparatorio se busca concretar todos y cada uno de los valores, 
reglas, principios, derechos y garantías constitucionales, universales y legales que versen sobre 
el justo y recto proceder del Derecho Procesal Penal. 
 
El Dr. José García Falconí (2001, p. 9), manifiesta que el debido proceso:  
 
Es aquel que se inicia, se desarrolla y concluye respetando y haciendo efectivos los 
presupuestos, los principios y las normas constitucionales, legales e internacionales 
aprobadas previamente, con la finalidad de alcanzar una justa administración de 
justicia provocando como efecto inmediato la producción integral de la seguridad 
jurídica del ciudadano como un derecho...en esencia el derecho al debido proceso 
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tiene la función de defender y preservar el valor de la justicia, reconocida en el 
Preámbulo de la Constitución Política como una garantía de convivencia social de los 
integrantes de la comunidad nacional. 
 
De lo transcrito, es evidente que el acuerdo reparatorio, al encontrarse inmerso dentro 
del Mandato Constitucional y del Derecho Global Humanista -impulsado por la Comunidad 
Internacional- se encuentra empapado de los vastos e imperecederos principios procesales que 
aseguran tanto su legalidad y procedibilidad, al punto de empatar con la esencia del nuevo 
Estado Constitucional de Derechos y Justicia. 
 
De su parte Orlando Alfonso Rodríguez (sin año, p. 207), dice:  
 
Entonces el debido proceso, es el conjunto de principios y garantías judiciales, de 
contenido filosófico y político de carácter irrenunciable aplicable a toda actuación 
estatal que dirime un conflicto de interés. 
 
Entonces, podemos decir que el debido proceso, es un derecho reconocido y garantizado 
por el Estado Constitucional de Derechos y Justicia, pues se constituye en la garantía tanto 
internacional como nacional que dicta las normas fundamentales básicas que deben cumplirse 
en todo proceso máxime en el acuerdo reparatorio, concebido constitucionalmente como un 
medio de llegar a la solución operante del conflicto penal.  
 
Luis Cueva Carrión (2001, p. 62), enuncia:  
 
El debido proceso es un derecho constitucional que protege a los justiciables para que 
el órgano Estatal actúe de conformidad con la ley y desarrolle legalmente el 
procedimiento basándose en los más estrictos principios axiológicos y de justicia. 
 
 
El Debido Proceso al surgir de la Constitución de la República, armoniza fielmente con 
el acuerdo reparatorio; que también dimana de ella, al amparo del principio de mínima 
intervención penal, permitiendo se cristalice la alta tutela del Estado dentro de este medio 








Para Guillermo Cabanellas de Torres (1993, p. 111):  
 
El debido proceso es el cumplimiento de los requisitos constitucionales en materia de 
procedimiento, por ejemplo en cuanto a posibilidad de defensa y producción de 
pruebas. 
 
Muchos tratadistas de reconocida trascendencia han manifestado sin empacho alguno 
que el acuerdo reparatorio deslegitima vastos principios, reglas, derechos y garantías de las 
partes procesales sin considerar que dentro de él, el Debido Proceso alcanza plena maduración 
al responder a los propósitos del principio constitucional de mínima intervención penal. 
 
Por su parte Eduardo Couture (1997, p. 161), cuando estudia la garantía del debido 
proceso, la define así:  
 
No ser privado de la vida, libertad o propiedad sin la garantía que supone la 
tramitación de un proceso desenvuelto en la forma que establece la ley, y de una ley 
dotada de todas las garantías del proceso parlamentario, pues de lo contrario, el 
proceso como instrumento de la justicia se habría desnaturalizado. 
 
Por consiguiente, es un derecho esencial que tiene no solamente un contenido procesal y 
constitucional, sino también un contenido humano de acceder libre y permanentemente a un 
sistema judicial imparcial, dotado hoy, por acción del principio de mínima intervención penal de 
caminos diversos para llegar a la ansiada justicia, como lo es el acuerdo reparatorio. 
 
En suma, el debido proceso comprende un conjunto de elementos conceptuales, tales 
como: 
 
a) Existencia de un proceso judicial y/o un medio alternativo de justicia como el acuerdo 
reparatorio, instaurado en nuestro Ordenamiento Jurídico a través del principio 
constitucional de mínima intervención penal; 
 
b) Concurrencia de un mínimo de elementos procesales: principios, presupuestos, 
garantías, etc., en el cual indudablemente lidera el acuerdo reparatorio germinado en 
virtud del principio constitucional y universal de mínima intervención penal, en dicho 
proceso (acceso a la jurisdicción, derecho de defensa, derecho a ser juzgado sin 
dilaciones indebidas, derecho a estar presente en el proceso, a la publicidad del proceso, 
y otros que garanticen una correcta y proba administración de justicia); 
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c) Aseguramiento de la realización de la justicia en el caso concreto; 
 
d) Obtención de un resultado confiable y legítimo; 
 
e) Intervención de un Juez probo e independiente, garantista del Debido Proceso; y, 
 
f) Asimilación y concreción práctica de los Derechos Humanos, al respetarlos de manera 
irrestricta dentro de la realización del acuerdo reparatorio. 
 
Si bien estos elementos aluden una medida a los organismos que integran el poder 
judicial, eso no impide que también sean exigidos ante otras instancias de decisión en cuanto le 
sean aplicables. 
 
El debido proceso es una de las instituciones procesales que forma parte de los derechos 
fundamentales de los ciudadanos y se encuentra formando parte de las garantías constitucionales 
que proclama nuestro actual Estado Constitucional de Derechos y Justicia, para limitar las 
acciones punitivas del Derecho Penal. 
 
En general, por Debido Proceso se entiende, según Orlando Echeverría Salazar (2003, 
p. 4 y 5), de acuerdo con las formas de la ley, por eso, es apropiado al caso y justo con respecto 
a las partes que han de verse afectadas, razón por la cual, alcanza realización práctica en el 
acuerdo reparatorio. 
 
En términos generales, el Debido Proceso puede ser definido, según Fabio Marzón 
Díaz (1996, p. 28), como el conjunto de: “…condiciones que deben cumplirse para asegurar la 
adecuada defensa de aquellos cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración judicial”.  
 
De hecho, en el acuerdo reparatorio, las obligaciones del procesado para con la víctima 
del acto injusto y para con la sociedad son tramitadas bajo el cumplimiento estricto de puntuales 
requisitos establecidos con anterioridad en la Ley, de tal suerte que, no mitigan, reducen o 
deslegitiman los derechos y garantías procesales de las partes involucradas. 
 
De acuerdo a la jurisprudencia establecida por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, la aplicación de las garantías del Debido Proceso no sólo son exigibles a nivel de las 
diferentes instancias que integran la Función Judicial sino que deben ser respetadas por todo 




Por la razón mencionada, esta Corte considera que cualquier órgano del Estado que 
ejerza funciones de carácter materialmente jurisdiccional, tiene la obligación de adoptar 
resoluciones apegadas a las garantías del debido proceso legal en los términos del artículo 8 de 
la Convención Americana. 
 
De ahí la imposibilidad de llegar a un acuerdo reparatorio viciado por falta de 




Antes de analizar a la institución procesal penal como tal, es menester partir de su 
definición literal, así podemos manifestar que acuerdo según la Real Academia de la Lengua 
Española (2004, p. 134) significa:  
 
Una decisión tomada en común por dos o más personas, por una junta, asamblea o 
tribunal. También se denomina así a un pacto, tratado o resolución de organizaciones, 




Proviene del latín reparatĭo, -ōnis. Se define como la acción o efecto de restituir a su 
condición normal y de buen funcionamiento, a cosas materiales mal hechas, 
deterioradas, o rotas. Real Academia de la Lengua Española (2004, p. 875). 
 
Por lo tanto se denomina acuerdo reparatorio, en Derecho Procesal Penal, a un acuerdo 
entre el procesado -por un delito o falta- y la víctima, que pone fin al proceso penal.  
 
Se puede definir, por tanto, como un medio auto-compositivo de carácter judicial, 
bilateral, y no asistido, celebrado entre el procesado y la víctima, que requiere ser homologado 
por el Juez de Garantía Penales, puesto que, se celebra con el fin convenir la reparación de las 
consecuencias causadas por el delito (repara el daño mediante indemnización) y pone término al 
litigio penal pendiente respecto de un delito que afectare bienes jurídicos disponibles de carácter 
patrimonial, consistentes en lesiones menos graves o constituyentes de delitos culposos. 
 
El Código de Procedimiento Penal dispuso el uso de salidas alternativas en su ley 
reformatoria de marzo de 2009, con el objetivo de lograr una reparación justa a la víctima y, a la 
vez, agilizar el trámite de casos de delitos menores. 
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Junto con el procedimiento abreviado, la suspensión condicional del proceso y el 
principio de oportunidad, el acuerdo reparatorio se ha convertido en una de las soluciones 
alternativas a la que más recurren los operadores de justicia. 
 
El acuerdo reparatorio consiste, básicamente, en la posibilidad que tiene la víctima de 
un delito que afecte bienes jurídicos disponibles de carácter patrimonial, de lesiones menos 
graves (que son aquellas que producen una incapacidad menor a treinta días) y de delitos 
culposos, para llegar a un acuerdo con el procesado y convenir en una forma de reparación 
satisfactoria de las consecuencias dañosas del delito, tanto a la víctima como a la sociedad. 
 
Esta opción debe ser prestada en forma libre y con pleno conocimiento de los derechos 
por ambas partes procesales (procesado y víctima). El acuerdo debe ser aprobado por el Juez de 
Garantías Penales, quien vela que se cumplan los requisitos de consentimiento libre e informado 
a la luz del Debido Proceso. 
 
El procesado y el ofendido presentan ante el Fiscal un acta y, sin más trámite, éste la 
envía al Juez de Garantías Penales, quien decide aprobarla en Audiencia Pública, en su 
resolución ordena el archivo temporal de la causa.  
 
El archivo definitivo solo procede cuando el Juez de Garantías Penales, conoce del 
cumplimiento íntegro del mismo, caso contrario el afectado puede escoger entre las opciones de 
hacer cumplir la medida o que se continúe la acción penal. 
 
Estos acuerdos son negociaciones a las que llegan la víctima y la persona que le causó el 
agravio (procesado). Hasta el momento los acuerdos reparatorios han constituido una solución 
altamente utilizada en las causas y se han cumplido con niveles de éxito y satisfacción 
importantes. Contrariamente a lo que podría pensarse, no siempre consisten en la entrega de 
sumas de dinero, sino que en una cantidad importante de casos se ha decidido la adopción de 
conductas, tales como la petición pública de disculpas o labores de trabajo comunitario. 
 
El acuerdo reparatorio es un mecanismo constitucional y legal, que al amparo del 
principio constitucional de mínima intervención penal, permite concluir una acción judicial de 
forma rápida y con la complacencia, sobre todo, de la víctima de un acto injusto. 
 
Este procede cuando se cumplen los requisitos que la misma ley establece para el efecto 
y si es plenamente procedente el Fiscal que tiene a cargo el caso puede hacer uso de este 
recurso, como efectivamente se lo ha venido ejerciendo. 
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Estos arreglos permiten descongestionar la carga en los juzgados y están considerados 
como salidas alternativas para juzgar delitos menores. 
 
En las etapas tempranas del proceso, ya sea en audiencias de flagrancia, de formulación 
de cargos y hasta en las preparatorias a juicio, se pueden encontrar medidas alternativas al juicio 
ordinario, que benefician a la víctima y otorgan condiciones especiales al procesado, con el 
propósito de que no vuelva a reincidir en el delito. 
 
El acuerdo de reparación procederá hasta el plazo de 5 días después de que el Tribunal 
de Garantías Penales avoque conocimiento de la causa. 
 
La resolución que aprueba el acuerdo reparatorio tiene fuerza ejecutoria; y, si no se 
cumple, el afectado puede escoger entre las opciones de hacer cumplir el acuerdo o que se 
continúe la acción penal. 
 
Los Jueces de Garantías Penales deben llevar un registro de los acuerdos de reparación 
aprobados, mismos se ingresan en el sistema informático para conocimiento de todos los 




El acuerdo reparatorio consiste en el acuerdo entre el procesado y la víctima, en virtud 
del cual el procesado se obliga respecto de la víctima, a reparar el daño causado por la comisión 
de un hecho punible, en aquellos casos en que se trata de delitos que afectan bienes jurídicos de 
carácter patrimonial, lesiones menos graves o delitos culposos. Los delitos más graves, como 
por ejemplo robo calificado, asesinato, violación, etc., no pueden ser resueltos por esta vía, sino 
que a través de un juicio oral. 
 
De esta manera, se entiende al acuerdo reparatorio como una solución a un conflicto 
jurídico penal diferente a la celebración de un juicio oral y a la imposición de una sanción penal.  
 
Es decir, que a través de esta vía, un procesado no es condenado o absuelto y no recibe 
sanción, sino que en acuerdo con la víctima, repara el daño que su conducta o accionar le causó 




Es importante aclarar que para dar curso a esta salida, se requiere de la formalización 
previa del procesado, pues al tratarse de un acuerdo, ambas partes procesado y víctima, libre y 
voluntariamente deben convenir en los medios y mecanismos para reparar el daño ocasionado 
en virtud del delito, todo al amparo del Debido Proceso, a la sazón del principio de mínima 
intervención penal. 
 
A través de un acuerdo reparatorio, no sólo se está descongestionando el sistema penal 
(Fiscalía General del Estado, Defensoría Pública, Juzgados y Tribunales de Garantías Penales), 
sino que se está dando una salida que resulta beneficiosa para todos los involucrados: para el 
procesado cuyo caso se resuelve de manera rápida y sin una sanción penal; para la víctima, que 
en la mayoría de estos casos prefiere una reparación rápida y efectiva, más que una eventual 
privación de libertad de quien ocasionó el daño; y para la sociedad, que ve con extrema 
satisfacción como la Administración de Justicia, dota de un servicio de calidad y candidez. 
 
Una vez que se ha producido este acuerdo, debe someterse a la aprobación judicial, para 
cuyo efecto el procesado, la víctima o ambos, deben solicitar al Juez de Garantías Penales la 
celebración de una audiencia pública oral y contradictoria a la que deben concurrir de manera 
obligatoria: el procesado, la víctima, el Fiscal, el Defensor Público (de no existir el Defensor 
Particular), con la finalidad de exteriorizar su voluntad libre, directa y de consuno de llegar a un 
acuerdo. 
 
La importancia de los acuerdos reparatorios radica en que, si el Juez de Garantías 
Penales los aprueba, se produce la extinción de la responsabilidad penal del procesado e 
inmediatamente, debe ordenarse el archivo de la causa. 
 
Entre las principales características del acuerdo reparatorio caben destacar las siguientes: 
 
 Es un acto extremadamente voluntario, al cual llegan de manera espontánea sin 
coacción de ninguna clase el procesado y la víctima del acto ilícito. 
 
 También se trata de un acto de conveniencia; pues el acuerdo reparatorio conviene a la 
víctima, porque sin marginarla del proceso -como puede suceder en la justicia penal 
ordinaria- se satisfacen sus legítimas demandas de reparar el daño recibido -no solo a 
través de la entrega de dinero, sino además de disculpas públicas, trabajos 
comunitarios, etc.-, de tal suerte que la misma, siente y palpa en la realidad que sobre 
sus exigencias se ha hecho realmente justicia. Conviene también al procesado, porque 
no debe soportar el aparataje estatal, ni recibir una extrema e inhumana sanción penal. 
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Y en fin a la sociedad toda que disfruta de un mecanismo operante, eficiente y eficaz de 
llegar a la justicia. 
 
 Se trata además de un acto solemne que debe cumplir específicas formalidades 
puntualizadas a detalle en la Constitución de la República y en el Código de 
Procedimiento Penal. 
 Es de carácter restrictivo porque no es viable en todos los delitos, sino en ciertos y 
determinados casos. 
 
 Cumple con los principios procesales constitucionales, pues, se concreta en una 
audiencia pública oral y contradictoria. 
 
4.3. FUNDAMENTOS Y BENEFICIOS 
 
4.3.1. FUNDAMENTOS  
 
En palabras de la profesora María Inés Horvitz Lennon (1994, p. 14), la finalidad del 
proceso penal dentro del pasado Estado Social de Derecho era: “buscar la verdad respecto del 
hecho punible y castigar al autor para, de este modo, restablecer la validez de la norma lesionada”, 
independientemente de los mecanismos que se utilicen para conseguirla.   
 
En este escenario -altamente inquisitivo- donde lo que se buscaba era la verdad respecto 
del ilícito cometido, no había lugar para la negociación, salvo la que se produce entre el 
inculpado y el órgano jurisdiccional -Fiscalía General del Estado- en atención a recibir ciertos 
beneficios a la hora de ser enjuiciado, si coopera en la investigación criminal.  
 
En el pasado, dentro del viejo Sistema Procesal Penal, como apunta Winfried 
Hassemer (1984, p. 57), el Derecho Penal estaba unilateralmente orientado hacia el autor del 
delito, y las víctimas eran tomadas en cuenta tan sólo desde el punto de vista del autor del delito, 
como meros puntos de referencia de la intervención estatal y de la exigencia de responsabilidad 
penal. 
 
Razón por la cual, dentro del recién inaugurado Estado Constitucional de Derechos y 
Justicia, la justicia penal, tomó un plausible rumbo, altamente garantista, que de modo coherente 
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con el principio constitucional de mínima intervención penal acoge plausiblemente medios 
alternativos al proceso penal como el acuerdo reparatorio.  
 
Es por esto que la negociación se ha manifestado como mecanismo de solución de los 
conflictos, y no de búsqueda de la verdad sobre los hechos. Pues mediante el acuerdo 
reparatorio no se busca en esencia la esquiva verdad de lo sucedido sino más bien su inmediata 
y operativa reparación.  
  
De esta manera, en palabras de Claux Roxin (1997, p. 109):  
 
Si a causa del principio de culpabilidad no se justifica la imposición de una pena o 
medida de seguridad, en el sentido de que éstas satisfagan fines preventivos generales 
y especiales, entonces a causa del principio de subsidiariedad se podría justificar la 
inclusión de la reparación como tercera vía.  
 
Lo cual significa que el acuerdo reparatorio es totalmente constitucional y legal, porque 
está concebido como una vía adicional al proceso penal, para en la práctica alcanzar una justicia 
penal operante, satisfactoria e inmediata. 
 
Para Juan Bustos Ramírez (1989, pp. 416 y 417), en cambio, nunca se puede llegar a 
confundir la pena con la sanción reparadora, el sistema no podría tener como única finalidad del 
proceso penal la sanción reparadora, ya que entonces la amenaza penal provocada por la 
amenaza de imposición de una pena se vería disminuida a tal nivel, que desaparecerían las 
garantías del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, respecto a los intereses privados. 
 
Sin embargo, a este respecto se debe aclarar que en el acuerdo reparatorio la pena no se 
pierde como agua entre los dedos, más bien, se concreta en la reparación del daño, que como lo 
referimos en líneas anteriores no solo se concreta en el pago y/o indemnización económica de la 
víctima. Lo que realmente sucede en el acuerdo reparatorio es la diversificación de la pena, 
hacia límites humanistas propios del Derecho Internacional Humanitario nutrido por el 
neoconstitucionalismo.  
 
La idea de reparar tiene muchos más sentidos que la entrega de dinero del delincuente a 
la víctima cuando hablamos de reparación no nos referimos a una simple cuestión matemática o 
lo que es peor al capitalismo puro donde todo tiene un valor económico, no se trata de otorgarle 




Pues a decir de Mauricio Duque (2000, p. 63) de lo que se trata es de menguar el daño 
que ha sufrido la víctima con ocasión del hecho ilícito, razón por la que, es esta la que va a 
determinar cuál es la forma de disminuir el daño que se le ha causado, atendiendo entre otras 
cosas a criterios de proporcionalidad y a las capacidades del procesado; en este sentido el 
concepto de reparación es un concepto amplio. 
 
Por esto no es necesario que se trate siempre de una suma de dinero, lo que es 
beneficioso tanto para la víctima como para el procesado, pues existirán algunos casos en los 
que al ofendido le interese a modo de indemnización una prestación de servicios, una disculpa 
pública o cualquier otra prestación, lo que otorga a la reparación una infinidad de posibilidades 
para solucionar el conflicto, ya que no se encuentra limitada al dinero, y por otro lado, también 
habrá varios casos en que el inculpado será de escasos recursos y no tendrá dinero para 
compensar pecuniariamente a la víctima, no obstante puede tener todas las intenciones de 
enmendar el daño que provocó.  
 
De no existir este concepto amplio de reparación, estaríamos hablando más que de una 
tercera vía, de una vía discriminatoria, que sólo podría ser utilizada por delincuentes con cierto 
poder adquisitivo. 
  
En cuanto a su naturaleza jurídica, el acuerdo reparatorio como un fin penal autónomo. 
El primero de estos autores nos plantea la posibilidad de considerar la reparación dentro del 
contexto del Derecho Penal, pues contendría las características fundamentales que se han 
atribuido habitualmente a la pena: la irrogación de un mal, que viene a expresar un reproche 
público del hecho. Así, el acuerdo reparatorio podría considerarse como un fin autónomo dentro 
del sistema penal, al igual que la pena y las medidas de seguridad, y cuya importancia radica en 
que trae paz social.  
 
En palabras de Kurt Seelman, citado por Guadalupe Pérez Sanzberro (199, p. 214):  
 
El Derecho Penal se orienta según ello también al fin de una conciliación entre el 
autor por un lado, y la víctima y la sociedad por otro, y el apaciguamiento de estas 
relaciones sociales adquiere actualmente en el derecho penal de modo palpable una 
importancia creciente. Ello quizá podría justificar la caracterización de la reparación 
como particular fin de la pena. 
 
Dieter Rossner, citado por Guadalupe Pérez Sanzberro (1999, p. 217), por su parte, 
considera que al acuerdo reparatorio, como un mecanismo a través del cual el autor de un delito 
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realiza una prestación concreta a la víctima y una simbólica a la sociedad, lo cual, constituye el 
elemento esencial de control de conflictos con el efecto del restablecimiento de la paz jurídica.  
 
Un Derecho Penal de semejantes características sería un Derecho Penal del hecho de 
carácter positivo, que se entiende, de acuerdo a los tratadistas: Erich Marks y Dieter Rossner, 
citados por Guadalupe Pérez Sanzberro (1999, p. 220): 
 
Dirige la mirada al punto de partida de la alteración de la convivencia de las personas 
y al conflicto subsistente con el fin de un tratamiento y transformación constructiva del 
hecho. Un tratamiento referido al hecho de esta índole, impide, por una parte, 
injerencias desmedidas en ámbitos de la personalidad del autor, que no tienen relación 
ninguna con el hecho, y por otra parte, no significa un abandono del pensamiento de la 
resocialización, en el sentido central de integración a través de la superación de las 
consecuencias del hecho y de actualización normativa individual. Aquí reside entonces, 
la clave teórico-penal para la superación de la crisis de sentido actual del derecho 
penal. A modo de consigna podría sintetizarse: reparación en lugar de contragolpe y 
responsabilidad en lugar de tratamiento. 
 
Guadalupe Pérez Sanzberro (1999, p. 225) también, destaca la posición de los 
germanos Sessar, Frehsee y Roxin, quienes consideran al acuerdo reparatorio como la tercera 
vía del Derecho Penal o sanción autónoma dentro del sistema penal, germinada en virtud del 
principio de mínima intervención penal.  
 
Sessar citado por Guadalupe Pérez Sanzberro (1999, p. 226) plantea que el acuerdo 
reparatorio tiene características de sanción con rasgos punitivos y por ello podría considerarse 
como una sanción autónoma dentro del sistema penal. Para él lo determinante sería establecer si 
en el conflicto penal se encuentra comprometido un interés privado o público.  
 
Cabe desatacar que Frehsse, citado por Guadalupe Pérez Sanzberro (1999, p. 227), el 
primer autor en referirse a la reparación como “tercera vía”, denominación que hizo conocida 
Roxin, citado por Guadalupe Pérez Sanzberro (1999, p. 228) concibiendo con ello que la 
reparación puede considerarse como un instrumento de control de índole jurídico-penal, que 
puede ocupar una posición intermedia en la estructura del Derecho Penal entendido a través de 
las penas y de las medidas de seguridad. Para él, la reparación puede introducirse dentro del 
sistema tradicional del Derecho Penal como una sanción autónoma, ya que con ello se le otorga 
a la reparación un contenido o fundamento de índole penal y no civil, esto es: con la reparación 
no se trataría de resarcir daños, sino que constituiría una forma de respuesta del Estado, que a su 
vez es un reproche, respecto de una conducta tipificada en la ley como delito.  
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Claus Roxin (sin año, p. 109), por su parte, considera que hay argumentos suficientes 
para concebir la reparación como una “tercera vía”, pues con ello se serviría más a los intereses 
de las víctimas que con una pena privativa de libertad o con una multa.  
 
En este sentido, Claus Roxin (sin año, p. 109), expresa:  
 
Investigaciones empíricas también han demostrado que tanto el lesionado como la 
comunidad otorgan nulo o escaso valor a un castigo adicional del autor entre la 
reparación del daño en la forma de una composición autor-víctima, en casos de 
pequeña o mediana criminalidad. De ahí que, en casos que actualmente se castigan 
con una pequeña pena de multa, se podría prescindir de la pena cuando se produce 
una reparación total del daño; y en delitos más graves, la reparación del daño podría 
originar de todos modos una remisión condicional de la pena o una atenuación 
obligatoria de la pena. 
 
Dentro de los beneficios o argumentos a favor expuestos por Claus Roxin (sin año, p. 
110), que en su mayoría corresponden a los dados por los autores antes mencionados y que 
básicamente se centran en la satisfacción de los intereses de la víctima, también toma en 
consideración los intereses del delincuente y llama la atención que se refiera a la resocialización 
de éste, tema poco analizado por los autores anteriores, y en este sentido, la reparación 
constituiría una mejor alternativa de reacción frente al delito, tanto para la víctima como para el 
delincuente. 
 
Para Claus Roxin (sin año, p. 110), la reparación debe entenderse como una forma de 
reacción a la que puede recurrir el Derecho Penal en la medida que satisfaga las necesidades de 
prevención general y especial, siendo lo deseable desde el punto de vista político criminal 
entender la reparación como una respuesta orientada a la conciliación víctima-autor. 
 
Sin embargo, Claus Roxin (sin año, p. 111), no considera que la reparación sea un fin 
de la pena, ni que pueda llegar a serlo, sino que más bien la visualiza como una herramienta 
necesaria y eficaz desde el punto de vista de la prevención, tanto general como especial, y de 
hecho elabora la utilidad de la reparación a través de los conceptos de prevención general 
negativa, prevención general positiva y prevención especial.  
 
En este sentido, Claus Roxin (sin año, p. 111), acierta cuando expresa que la 
reparación puede ser considerada una tercera vía del Derecho Penal, independientemente de las 
penas y de las medidas de seguridad, pero cuyo fundamento o base radica en que constituiría 
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una herramienta útil para lograr los fines preventivos-generales y preventivos-especiales del 
Derecho Penal.  
 
De esta manera, la reparación no podría ser utilizada cuando las necesidades 
preventivas, tanto generales como especiales, requieran la imposición de una pena o de una 
medida de seguridad. 
 
Por lo manifestado se coligue que los fundamentos del acuerdo reparatorio residen en la 
necesidad del Estado Constitucional de Derechos y Justicia de viabilizar en la práctica el 
principio de mínima intervención penal, por el cual, también se consolida los imperecederos 
valores, reglas, principios, derechos y garantías del Derecho Global Humanista que ve en el 
Derecho Penal la puerta ideal hacia el Derecho Correccional por el cual se invalida lo 
operatividad de la pena privativa de la libertad, hacia penas reparativas que dan a luz a la 
reparación inmediata, eficaz y eficiente del daño irrogado en virtud del delito. 
 
De ahí que el sustento constitucional y legal del acuerdo reparatorio consolida una 




Los beneficiarios del acuerdo reparatorio son: 
 
 El procesado.- En virtud de que no se enfrenta al aparataje estatal, plagado de entre 
dichos, altamente inhumano, significativamente lento y tedioso, devastador para él y su 
familia. Personalmente, el acuerdo reparatorio, impide que el procesado sea 
estigmatizado y socialmente rechazado. Asimismo, de manera didáctica, enseña al 
procesado, positivamente a reparar el daño ocasionado; impidiendo y limitando la 
reiterancia y reincidencia. Dichos logros también benefician a la familia del 
procesado, pues no se permite su desintegración o su abandono a la desesperanza. 
Finalmente se debe considerar que con el cumplimiento del acuerdo reparatorio, se 
procede con el archivo de la causa, siempre que se cumpla con la condición 
puntualmente determinada por el Juez de Garantías Penales.   
 
 La víctima.- También recibe beneficios incuantificables porque es incluida dentro del 
proceso, haciendo notaria sus legítimas demandas. Al punto de acordar con el 
procesado el modo y la manera de reparar el daño irrogado en virtud del delito. Es 
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decir que pasa de ser objeto de tutela a sujeto dinámico de la justicia penal. De este 
modo abandona su posición marginal y discriminatoria del proceso penal ordinario. 
En el acuerdo reparatorio la víctima tiene voz y voto. Es por fin visibilizada por la 
Administración de Justicia Penal, al punto de obtener inmediata reparación. 
 
 La sociedad.- Es en sí, la más beneficiada porque sin recibir la convulsión de un 
proceso judicial, logra obtener de manera inmediata la ansiada justicia, materializada 
en un servicio de calidad y candidez. Asimismo le significa el ahorro sustancial de 
tiempo y dinero. Al punto que, la Fiscalía General del Estado, no debe invertir recursos 
humanos, logísticos y técnicos en la investigación de un delito que bien puede obtener 
un tratamiento diferente, de igual manera sucede con la Defensoría Pública y los 
Juzgados y Tribunales de Garantías Penales. 
 
4.4. REQUISITOS Y DELITOS APLICABLES 
 
4.4.1.  REQUISITOS  
 
Para que el acuerdo reparatorio sea procedente se requiere cumplir los siguientes requisitos: 
 
 El acuerdo libre y voluntario del procesado y la víctima, exteriorizado de manera 
fehaciente ante el Fiscal, a través de una solicitud escrita; 
 
 El acuerdo debe desarrollarse hasta cinco días después que el Tribunal de Garantías 
Penales avoque conocimiento de la causa; 
 
 Que el delito sea sancionado hasta con cinco años de prisión o reclusión; 
 
 Que su admisión y su procedibilidad sea resuelta dentro de una Audiencia Pública, 
Oral y Contradictoria, ante el Juez de Garantías Penales; 
 
 Que dicho acuerdo reparatorio traiga aparejado una condición a cumplir, como 
indemnización, disculpas públicas y/o trabajos comunitarios; 
 Y sobre todo dentro del acuerdo reparatorio se debe hacer constar el modo y la manera 




4.4.2.  DELITOS APLICABLES 
 
El acuerdo reparatorio cabe en todos los delitos, excepto en los delitos en los que no 
cabe conversión, tales como: violencia sexual o intrafamiliar, delitos de odio, de lesa 




Recordemos las célebres frases de Jay Folberg y Alison Taylor (1999, p. 143):  
 
Las formas de resolución de conflictos en las que una tercera parte ayuda a los 
contendientes a resolver sus conflictos y a llegar a sus propias decisiones 
probablemente han existido desde que había tres o más personas sobre la tierra. 
 
Más nos recuerda Eugenio Raúl Zaffaroni (1986, p. 45), “los procesos penales se 
desarrollan en un mundo real, en el cual se violan derechos humanos todos los días”, por otra parte, es 
evidente que el sistema penal ha demostrado su inoperancia como instrumento para resolver los 
conflictos sociales. Al respecto, Eugenio Raúl Zaffaroni (1986, p. 45),   ha llegado a decir que:  
 
Las leyes y las estructuras, formuladas teóricamente para proteger al ciudadano, se 
vuelven a menudo en su contra, lo estrujan, y terminan enviándolo al abismo de la 
prisión creando y reforzando las desigualdades sociales.  
 
Al punto de que los denominados Medios Alternativos de Solución de Conflictos, en el 
cual se encuentra el acuerdo reparatorio, son procesos que guardan una característica y lógica 
diferente a la del proceso judicial, son herramientas que facilitan el tratamiento de conflictos 
para reformar y mejorar nuestros sistemas de tutela jurídica, adecuándose a las características 
que éstos poseen, son un sistema en sí mismo que pueden actuar complementariamente con la 
justicia.  
 
Algunos autores afirman que son un sistema circular en donde no existe juez, ni 
demandado, no hay principio, ni final, y tiene como propósito entonces juntar a las partes y que 
ambas se escuchen mutuamente. Existen diferentes sistemas que actualmente están siendo 
utilizados por personas y compañías para solucionar sus diferencias, permitiendo así un ahorro 




El acuerdo reparatorio permite que los Fiscales, se abstengan de ejercitar la acción penal 
pública, evitándose así el proceso penal y la posterior imposición de una pena, siempre y cuando 
se llegue a un acuerdo con la parte imputada. 
 
Pero esta posibilidad del Fiscal no es discrecional, sino que se trata de supuestos 
específicos en que, de manera excepcional, se concluirá el proceso penal. 
Aquellos supuestos específicos pueden ser resumidos de la siguiente manera:  
 
 Pena natural.- Cuando el agente haya sido afectado gravemente por las consecuencias 
del delito cometido, siempre y cuando se trate de delito reprimido con pena privativa de 
libertad no mayor de cinco años de prisión y/o reclusión y, además, la pena resulte 
innecesaria.  
 
 Mínima gravedad del delito.- En el caso de delitos insignificantes o de bagatela así 
como los delitos infrecuentes, esto es, cuando se trate de delitos que no afecten 
gravemente el interés público, cuyo extremo mínimo de la pena no sea superior a cinco 
años de prisión y/o reclusión.  
 
 Mínima culpabilidad.- Cuando conforme a las circunstancias del hecho y a las 
condiciones personales del procesado, el Fiscal puede apreciar que concurren 
supuestos atenuantes, como por ejemplo, la imputabilidad restringida por razón de la 
edad, entre otros, siempre que no se trate de un delito conminado con una sanción 
superior a cinco años de prisión y/o reclusión. 
 
El acuerdo reparatorio, es el procedimiento eficaz en determinados delitos, en virtud de 
la Política Judicial, en la que el Fiscal debe proponer una fórmula de solución al conflicto de 
intereses, la que de ser aceptada, devendrá en la abstención del ejercicio de la acción penal por 
parte del Fiscal.  
 
Los acuerdos reparatorios están establecidos en el Art. 37.1, del Código Procesal Penal, 
en los que no se podrá emitir disposición de formalización de investigación, si es que 
previamente no se propicia el acuerdo reparatorio. Estos casos, son independientes de los 
criterios de oportunidad. 
 
El Fiscal de oficio, a pedido del procesado o de la víctima debe proponer un acuerdo 




Se debe tener presente que el principio de oportunidad, es una facultad del Fiscal de 
promover el acuerdo reparatorio, y, de concretizarse, abstenerse del ejercicio de la acción penal. 
 
Para que el acuerdo reparatorio sea aplicado exitosamente, es necesario que los Fiscales 
identifiquen los casos en que es posible su actuación, e inicien el trámite necesario, explicando a 
las partes las grandes ventajas que conlleva la aplicación tanto del principio de oportunidad 
como del acuerdo reparatorio; pues, se trata de soluciones rápidas a conflictos penales, en el que 
el procesado no se verá sometido a un juicio, mientras que la víctima podrá recibir inmediata 
reparación de manera eficaz y oportuna. Sin embargo, sin la voluntad conciliatoria de las partes, 
todo esfuerzo será en vano; por ello, la importancia de eliminar la cultura del conflicto. 
 
4.5. PROCEDIMIENTO PARA LA APLICACIÓN DEL ACUERDO 
REPARATORIO 
 
El acuerdo reparatorio procede cuando el procesado y el ofendido convienen en celebrar 
acuerdos de reparación, para lo cual presentarán conjuntamente ante el fiscal la petición escrita 
que contenga el acuerdo, y se remitirá al juez de garantías penales, quien lo aprobará en 
audiencia pública, oral y contradictoria. A esta audiencia deberán ser convocados el fiscal y el 
defensor, cuya comparecencia es obligatoria. 
 
La resolución que apruebe el acuerdo reparatorio tiene fuerza ejecutoria, y si no se 




El principal beneficio es la descongestión. Pues con los acuerdos reparatorios, la 
Fiscalía puede dedicarse a otros casos más graves, y los leves pueden ser resueltos con mayor 
celeridad, además, esta figura se la fortalece con las conciliaciones y mediaciones. 
 
El punto objetivo es tener una justicia restaurativa, que piense primero en que la víctima 
sea resarcida, y la reparación podría ser en términos económicos o de disculpas públicas.      
 
El uso de esta alternativa ayuda a solucionar los casos de forma inmediata. Pues en 
pocas horas se puede resolver el conflicto.  Si el acuerdo no se da, el proceso legal continúa en 




Los acuerdos son una medida útil para que las cárceles no se encuentren abarrotadas de 
personas privadas de libertad.   
 
Los acuerdos reparatorios, además de brindar una solución rápida, ayudan a definir la 
situación jurídica de una persona al instante. Por cada situación resuelta, es una persona menos 
en la cárcel.   
 
Se debe entender que un Estado seguro no es el que más personas tenga tras las rejas, 
































5. ASPECTOS COMPARATIVOS 
 
El origen del principio universal de la Mínima Intervención Penal lo encontramos 
dentro del Derecho Penal Clásico o Modelo Garantista, el mismo que tiene sus orígenes en 
acontecimientos sociales tan importantes como la Revolución Francesa (1789) y el principio de 
legalidad (nullun crime, nullun pena sine prevelege
7
) como uno de sus primeros pilares que 
limitaron el poder del Estado en su sentido más duro y estricto, en que este no pueda actuar 
ilimitadamente en perjuicio de sus gobernados. 
 
Enseña Luigi Ferrajoli (2002, p. 11), que el garantismo nació en el Derecho como una 
respuesta frente a la gran divergencia existente entre lo que establecen las constituciones y 
demás normas superiores de los ordenamientos jurídicos, que consagran derechos y garantías 
ideales para los ciudadanos, y lo que sucede en la realidad, en donde tales derechos y garantías 
muchas veces no se cumplen. 
 
Desde los albores del iluminismo
8
, y hasta las primeras décadas del siglo XX, los 
esfuerzos se concentraron por plasmar los ideales de libertad e igualdad en las normas jurídicas, 
mas se advirtió pronto que esto no era suficiente, que juristas y ciudadanos debían trasladar sus 
esfuerzos de interpretación (los primeros) y de control (los segundos) a las prácticas de los 
gobernantes, al plano de la realidad social a la que dichas normas se dirigían.  
 
De hecho, Luigi Ferrajoliá (2002, p. 13),  enlaza históricamente la época en que la 
ciencia del Derecho se dedicaba pura y exclusivamente al análisis descriptivo ya valorado de las 
normas, en donde validez equivalía a vigencia o mera existencia de las normas en el 
ordenamiento, con la regencia del Estado legislativo del Derecho, dedicado más que nada a 
vincular legalmente el poder del juez, quien no debía apartarse, según reclamaba Montesquieu, 
de su papel de ser “la boca de la ley”; paradigma que quedó totalmente desplazado a partir de la 
                                                     
7
 El principio de legalidad es una consecuencia del principio más general de seguridad jurídica, por el 
cual toda decisión estatal debe basarse en las leyes y no en la voluntad arbitraria de los funcionarios 
gubernamentales. Es un principio fundamental en los estados democráticos basado a su vez en la división 
de poderes, siendo la sanción de leyes facultad del Poder Legislativo. Este principio rige en materia 
penal, concretado en el aforismo, no hay crimen ni pena sin ley que previamente lo haya contemplado 
como tal.  
8El “Iluminismo”, o también llamado “Ilustración” fue un movimiento intelectual (1620-1750) que 
abarcó todas las áreas de la cultura como: la política, la economía, ciencia, filosofía, arte, etc. El 
iluminismo nació en el siglo XVIII, llamado el Siglo de las Luces, y se los llamó “iluministas” a quienes 
seguían esta doctrina porque creían que con la luz de sus obras iban a despejar las tinieblas y a iluminar 
tantos siglos de oscurecimiento en la edad media generados por las ideas de la Iglesia. Su origen fue a 
partir de la etapa del Renacimiento, otro movimiento cultural, donde aparecieron nuevas ideas sobre el 
hombre y la cultura.  
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irrupción del Estado Constitucional de Derechos y Justicia -que recién alcanzó su consolidación 
en Europa a mediados del siglo XX- y que en nuestro Ordenamiento Jurídico Nacional alcanza 
concreción con la Constitución de la República 2008, por medio del cual se consagraron los 
derechos fundamentales en la norma superior del sistema normativo, de este modo, se reorientó 
su finalidad a fijar límites, y condicionamientos al poder estatal.  
 
A partir de entonces, a la antigua “dimensión formal” trillada hasta el cansancio por el 
positivismo formalista
9
, se le sumó una “dimensión sustancial” que no formaba parte del 
ideario del jurista de aquel entonces, según la cual, la condición de validez de toda norma que 
pretenda integrarse a un ordenamiento dado, debía cumplir no sólo con las formalidades 
preestablecidas, sino que además, su contenido debía guardar estricta coherencia con aquellos 
imperativos de orden sustancial, es decir, que la legitimación del sistema político que estaba 
detrás de ese orden jurídico estaba “supuestamente” condicionado a la tutela y efectividad de 
los derechos fundamentales.  
 
Dada la inviabilidad de lo líricamente declarado en la práctica, el Derecho en general, y 
en particular el Derecho Penal evolucionó, pues ha abandonado su papel de racionalizador 
acrítico de la legalidad unidimensional del Estado legislativo de Derecho, derivando a la nueva 
realidad normativa que brinda el modelo garantista de la democracia constitucional concretado 
en el Estado Constitucional de Derechos y Justicia. 
 
En esa línea, nace la obligación del asambleísta de crear medios necesarios para 
procurar la satisfacción de las expectativas generadas por el Estado Constitucional de Derechos 
y Justicia, mediante la incorporación de medio alternativos de justicia penal. 
 
Parece indiscutible que el objeto de abordaje del Derecho Penal, debe comprender no 
sólo el estudio de la norma penal, sino también cómo se la fundamenta y cómo es su 
funcionamiento real, para lograr de ese modo una visión abarcadora que nos permita cobijarnos 
bajo los principios y derechos fundamentales que en materia penal están consagrados en nuestra 
Constitución de la República 2008; cuyo principal emblema es el principio de mínima 
intervención.  
 
Precisamente, el garantismo penal es la corriente de pensamiento que, básicamente a 
través de la crítica simultánea de las normas penales ineficaces y de las prácticas penales 
                                                     
9
El positivismo jurídico plantea que el Derecho es un conjunto de normas dictadas por los seres humanos 
(el soberano), a través del Estado, mediante un procedimiento formalmente válido, con la intención o 
voluntad de someter la conducta humana al orden disciplinario por el acatamiento de esas normas. 
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inválidas, tiende a reducir la brecha entre el plano normativo y lo que acontece en la realidad, 
entre el “deber ser” y el “ser” en el ámbito de la penalidad.  
 
La parte más significativa del garantismo es la que incumbe al Derecho Penal, 
simplemente porque en esta área del Derecho se tratan las cuestiones más sensibles a los 
derechos y garantías constitucionales que protegen a los ciudadanos de las actuaciones del 
Estado sobre sus libertades. Es a través de las sanciones penales como se pueden afectar más 
sensiblemente los bienes jurídicos de los ciudadanos (la libertad, pero también la propiedad, el 
honor y hasta la vida misma).  
 
Para que el garantismo penal pueda ser comprendido en su verdadera dimensión viene 
dado con un enfoque que abarque el estudio del Derecho Penal, con sus cuatro grandes 
conceptos (política criminal, pena, delito, proceso penal). 
 
Así por lo menos lo plasmó Luigi Ferrajoli (1989, p. 15), en su formidable obra 
“Derecho y Razón”, según el cual, para afirmar la existencia de un Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia que responda a una concepción de Derecho Penal Mínimo y por lo tanto, 
pueda considerárselo garantista, sus normas jurídicas deben consagrar medios alternativos de 
solución, con la finalidad de que sus prácticas operativas tiendan a consolidar que:  
 
 No haya pena sin delito;  
 No haya delito sin ley previa;  
 No haya ley sin necesidad;  
 No haya necesidad sin ofensa;  
 No haya ofensa sin acción;  
 No haya acción sin culpabilidad;  
 No haya culpabilidad sin juicio;  
 No haya juicio sin acusación;  
 No haya acusación sin prueba;  
 No haya prueba sin defensa.  
 
De este modo:  
 
 No se podrá castigar desde el Estado si no es frente a la comisión de un delito; en 
especial, no se condenará por hechos posteriores a la creación o reforma más gravosa de 
un delito;  
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 No se recurrirá a la instancia penal ante cualquier falta o inmoralidad, sino como último 
recurso (ultima ratio);  
 
 No se afirmará la comisión de un delito si no hay afectación a un bien jurídico;  
 
 No podrán imponerse tipos penales que correspondan a un Derecho Penal de autor ni se 
castigarán meros pensamientos o actos sin consciencia;  
 
 No habrá posibilidad de castigo penal por mera responsabilidad objetiva (versari in re 
illicita) ni podrá ser utilizado el justiciable como un medio para satisfacer fines 
deseados por el Estado;  
 
 No podrá castigarse sumariamente ni caer en un terrorismo de Estado;  
 
 No podrá arribarse a una condena mediante un sistema inquisitivo;  
 
 No habrá acusaciones basadas en conjeturas o en meras sospechas, ni en la sola 
confesión, ni se podrá castigar sin que el procesado tenga acceso a todas las pruebas y 
pueda ejercer su descargo, mediante la formulación de su verdad procesal, como 
hipótesis en competencia con la del acusador.  
 
Ya Cesare Bonesana, Marqués de Beccaría (1766), autor de la ilustración italiana del 
siglo XVIII, en su obra “De los Delitos y las Penas”, decía que las sociedades primitivas y 
bárbaras, para imponer la paz social, requerían de poderes estatales fuertes que restringían a un 
mínimo las libertades de los individuos (el control sobre sus comportamientos era total, no se 
admitían espacios de intimidad, se fijaban innumerables conductas como delitos, se imponían 
penas feroces, incluida la pena de muerte, etc.), y que se va “civilizando” (término que bien 
puede entenderse como la transformación de reacciones penales en civiles) a medida que esa 
sociedad evoluciona, con lo cual las libertades ganan espacio (a veces en forma pacífica, otras a 
través de la lucha), al tiempo que el poder estatal se reduce (se admiten espacios de intimidad, 
muchas conductas dejan de ser delito; se eliminan las penas crueles y las restantes se aplican en 
forma más racional).  
 
Razón por la cual y a manera de corolario podemos manifestar, que en una primera 
etapa, las luchas del iluminismo apuntaron a que sus ideales se reflejaran en las constituciones y 
demás leyes de los Estados.  
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Hoy en día, completada ya esa labor en gran medida por el positivismo jurídico y como 
una evolución dialéctica -ya que el garantismo no hace más que llevar hasta las últimas 
consecuencias la aplicación coherente y rigurosa del nuevo paradigma normativo liderado por 
un constitucionalismo rígido-, la lucha se centra ahora en hacer cumplir al Estado esas 
declaraciones normativas, para que de una vez y para siempre los derechos ciudadanos salgan 
del descomprometido y envilecedor vacío de cierta retórica jurídica, para integrarse eficazmente 
en el orden jurídico.  
 
Este objetivo, que hace al fortalecimiento y a la consolidación de la democracia 
sustancial, es la razón de ser del garantismo -principio y fin del Derecho Penal Mínimo-.  
 
El Derecho Penal Mínimo, entonces se constituye en el rumbo trazado a partir de las 
luchas de la ilustración en esta segunda etapa post iluminista, cuyo propósito es que el Estado 
haga efectivo lo que la constitución y demás leyes inferiores consagran en materia de derechos 
fundamentales y garantías penales. Dejando la opresión y la criminalización irracional hacia la 
concertación de un Derecho Penal más humano y por ende más justo.  
 
Este enfoque está basado en la maximización del sistema de garantías, colocando a los 
derechos humanos como objeto y límite de la intervención penal. Se intenta ampliar a su 
máxima expresión las garantías disponibles, reduciendo al mínimo la intervención; esto se logra 
disminuyendo las conductas típicas, penalizando solo las más dañosas.  
 
Razón por la cual el sistema penal solo debe intervenir en los conflictos que no se 
pueden solucionar por otras vías jurídicas o sociales, solo debe intervenir cuando el bien 
jurídico tutelado sea sumamente importante.  
 
En legislaciones de avanzada donde se ha abrazado al principio de mínima intervención 
penal en toda su amplitud, tanto la Política Criminal como el Sistema Penal han evidenciado 
transformaciones trascendentales como: 
 
 La pena obedece a criterios de Prevención Especial, es decir al Principio Constitucional 
de Resocialización, el mismo que implica la reeducación, la rehabilitación y la 
reinserción del interno a la sociedad. En este sentido, la pena no busca incapacitar a la 
persona que delinquió; sino, todo lo contrario, reformarla y reintegrarla a la sociedad. 
 
 La vindicta penal o persecución criminal se desarrolla sobre actos u omisiones graves 
en los cuales se ha lesionado enormemente a la sociedad, debido a que se han 
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transgredido importantes derechos de la víctima, destruyéndose -correlativamente- un 
bien jurídico protegido. 
 
 El Derecho Penal, entra en acción como último recurso, es decir cuando se han agotado 
todas las vías racionales para alcanzar justicia. 
 
 La víctima ocupa el centro de la atención criminal, pues ante todo se busca reparar el 
daño que se le causó por evento del acto ilícito. 
 
 La indemnización a la víctima y la reparación del daño ocasionado, son la temática 
básica. 
 
 La venganza (pública y privada) pasa a un segundo plano, pues no hablamos ya de 
crimen y castigo, sino de errores y reparaciones. 
 
 La Administración de Justicia se descongestiona, solo los casos graves entran al 
conocimiento de los Jueces y Tribunales de Garantías Penales. 
 
 El Derecho Penal se humaniza, porque las penas innecesarias salen de su fuero. 
 
 El catálogo de delitos y penas es innovado continuamente, se valora a la luz del 
garantismo, la eficacia y eficiencia de los tipos penales, su juzgamiento y sanción. 
 
 La equidad entre víctima y sospechoso es palpable, los dos son tratados como sujetos de 
derechos en igualdad de condiciones. 
 
 No existe saturación ni en la persecución criminal, ni en la investigación del delito. 
 
 La despenalización de tipos penales cuya esencia es la tutela de bienes jurídicos cuya 
reparación económica, pues va de la mano de la dinámica social. 
 
5.1.  PENSAMIENTO SOCIAL LATINOAMERICANO 
 
En Latinoamérica podríamos afirmar y sin temor a equivocarnos, que el sistema de 
administración de justicia, en general y en materia penal en particular, se encuentra atravesando 
desde hace demasiado tiempo, una crisis significativa, profundizada por la concepción del 
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Derecho Penal inquisitivo dedicado a encarcelar a todo tipo de persona, sin importar su 
inocencia o culpabilidad. 
 
En dicho escenario resulta entendible y hasta natural que toda persona, grupo humano u 
organización atraviesen momentos conflictivos y de crisis, en un ambiente plagado por la 
temida inseguridad jurídica, robustecido por la violación fragrante a los Derechos Humanos.  
 
De hecho, la Administración de Justicia Penal -unilateral y arbitraria- goza de 
normalidad; pues en significativas latitudes latinoamericanas aún se abraza con cierto grado de 
apego viejas usanzas inquisitivas, de manera antológica replicadas hasta nuestros días.  
 
La actual situación que padece la administración de justicia, es el fruto de la 
desatención de los últimos años; pues en la mayoría de países latinoamericanos el Derecho 
Penal ha sido poco abordado en la agenda legislativa.  
 
El servicio de justicia, uno de los más importantes servicios con que cuenta un estado, 
se ha convertido en un complejo burocrático, desgastante para los que lo padecen -propios y 
ajenos-, cargado de frustraciones y carente, en muchos casos de una respuesta concreta y 
adecuada. 
 
Tenemos que adicionar la complejidad que conlleva el tratamiento de cada caso 
particular que ya no se presentan en forma simple o lineal; sino que cada cuestión que ingresa al 
sistema judicial, sobre todo al Penal, lleva consigo una pesada carga de situaciones multi-
problemáticas, que tornan cada vez más difícil su abordaje y posterior resolución. 
 
En definitiva, esta conjunción de factores ha llevado a que, de un tiempo a esta parte, la 
administración de justicia penal no llegue a ofrecer en forma eficaz una solución a los 
ciudadanos; con independencia de los ingentes esfuerzos que realizan gran parte de sus 
operadores. Procesos burocráticos entrados en años, que se transforman en verdaderas máquinas 
de impedir; normas procedimentales que alimentan la dilación de las causas y no bridan una 
respuesta adecuada al procesado, fomentando confusión, un alto nivel de frustración, poca 
confiabilidad y en muchos casos impunidad, lo que ha desestabilizado la balanza de la justicia 
en desmedro del procesado. 
 
La mayoría de las diversas situaciones que se presentan ante la justicia 
penal latinoamericana ameritan un tratamiento específico, en razón de esos contenidos 
multiproblemáticos que se acarrean; imponiendo ello la necesidad de que los operadores 
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judiciales -sin distinción de jerarquía- cuenten con mayor capacitación, reciban información 
continua, todo ello sumado a la necesidad de contar con elementos apropiados para poder actuar 
con celeridad y efectividad.  
 
A lo que se debe adherir la carencia de elementos materiales (edilicios, sistemas 
informáticos, móviles o técnicos específicos para investigar) y que resultan imprescindibles para 
un eficiente investigación criminal. 
 
Ante esto podemos referir que el sistema penal latinoamericano, no puede ni debe 
absorber problemáticas de características eminentemente sociales, aunque el fondo del asunto lo 
sea.  El sistema penal latinoamericano deberá ser el adecuado, para brindar una solución lo más 
eficaz posible a cuestiones penales. Principalmente cuando existen en el estado organismos 
predispuestos para efectuar tal cometido. 
 
Por los malos enfoques del Derecho Penal latinoamericano, en las últimas décadas se ha 
judicializado o mejor dicho, penalizado toda cuestión social conflictiva que se presenta y que 
amerita una solución. Actitud que fue tergiversando el sistema penal, produciendo un efecto 
nocivo ocasionando una doble consecuencia: 
 
Por un lado, provoca una marcada irreverencia hacia la justicia penal  por  parte  del 
ciudadano, ya que no encuentra la respuesta pretendida o adecuada a la situación  planteada;  y, 
por el otro, la generalización de esta actitud voluntarista, impropia u oportunista de aquellos que 
debieron atender la cuestión y no lo hicieron; derivaron al sistema penal latinoamericano como 
una salida cuasi mágica, con la idea que la punición va a ser la  única y aleccionadora salida a 
todos los problemas que se presentan en la región. 
 
Así resulta fácil encontrar en la región normas, protocolos u otros reglamentos de 
imposible y dudoso cumplimiento o con contenido puramente ideal. Lo que genera buenas 
intenciones pero mal aplicadas.  
 
Siendo más efectivo y desde ya útil, instrumentar políticas públicas de prevención del 
delito para evitar la judicialización de situaciones perfectamente atendibles en otras áreas del 
Estado, recurriendo solamente al Sistema Penal como cuestión de última ratio.   
 
Pues bien, el resultado de disponer del recurso en forma equivocada ha llevado a una 
generalizada pérdida de confianza del procesado y a una sobrecarga de labor adicional. 
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Judicializar y más aún penalizar todo aquello que no consideramos apropiado, no es dar una 
solución de fondo al problema planteado, sino convertirlo en uno más complejo. 
 
Por lo tanto y de manera general bien se puede afirmar que en Latinoamérica el Derecho 
Penal, ha logrado alcanzar insignificanticos avances que muy poso inciden en el combate real 
del crimen. 
 
De hecho en toda la región se mantiene la constante de Sistemas Penales que se debaten 
entre la vigencia arcaica de normas legales ineficientes, de disposiciones constitucionales 
cargadas de derechos y garantías procesales que no logran alcanzar una práctica real y concreta, 
de trámites extremadamente largos, tediosos y burocráticos, de extremas y evidentes carencias 
técnicas y tecnológicas. 
 
Todo lo cual deja un sin sabor; pues aparte de todos los escollos que de hecho debe 
afrontar el procesado y la víctima en el Sistema Penal latinoamericano, se expone a un alto 
riesgo de ser revictimizado por la propia Administración de Justicia, al punto de recibir 
desconocimientos descarados a sus Derechos Humanos. Razón por la cual urge una reforma 
integral del Sistema Penal latinoamericano. 
 
5.2. SISTEMA DE REINSERCIÓN 
 
Antes de abordar el tema propuesto, resulta imperioso tener presente que la privación de 
libertad como sanción penal fue conocida en el Derecho Penal antiguo hasta el siglo XVIII, la 
reacción penal estaba destinada fundamentalmente a las penas capitales, corporales e 
infamantes, el encierro de los delincuentes existió desde tiempos inmemoriales, su fin era 
retener a los culpables de un delito en un determinado lugar, mantenerlos seguros hasta que 
fueran juzgados para proceder a la ejecución de las penas antes referidas. 
 
En la Edad Antigua, las características de las prisiones tenían un punto en común, que 
se les entendían como un lugar de custodia y tormento; en la Edad Media además de las 
prisiones de la Edad Antigua, surgen dos clases de encierro, en las prisiones de Estado, en las 
cuales se recluía a los enemigos del poder por haber traicionado a los adversarios detentadores 
del poder. También existía la prisión Eclesiástica, que estaba destinada a Sacerdotes y 





En el Siglo XIX surge la época del humanitarismo con John Howard y César Beccaria, 
que enfocaban su atención hacia al hombre mismo y cuya máxima institución fue la Declaración 
de los Derechos del Hombre, con esto se inicia el pensamiento del correccionalismo, cuya 
premisa es que existe una relación Estado-Delincuente y que se hace necesario reparar el daño 
causado por el delito reformando a quien lo produce. 
 
Antes del Siglo XVIII no existía derecho de los penados a la readaptación, las penas del 
pasado eran siempre personales, hacían caso omiso de la entidad del ser humano y sólo 
proponían su destrucción o mutilación. De esta manera no podía existir el derecho del individuo 
a la readaptación, porque ésta implica la individualidad biológica, psíquica y cultural del sujeto, 
por lo que esto carecía de validez cuando la única posibilidad era la eliminación de la persona, 
tal posibilidad no permitía la más mínima readaptación. 
 
A través de la historia universal de los Derechos del hombre que comete un delito, éste 
se encuentra ante un sistema penitenciario donde no se cumplen con los derechos de las 
personas privadas de libertad, a pesar de la vigencia de los Derechos Humanos y los principios 
de las escuelas penales. La realidad sigue excluyendo en la prisión al sujeto que comete un 
delito, éste en lo más profundo de su mazmorra, demanda que se cumplan sus derechos a la 
reinserción social. 
 
Muy a pesar de que las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad están 
constitucionalmente orientadas hacia la reeducación y reinserción social los centros 
penitenciarios son un mero lugar de reclusión, donde a diario se violan los Derechos Humanos 
de los internos. En los centros penitenciarios hay extranjeros, personas con adicciones, personas 
que desde niños han vivido excluidos, personas analfabetas, personas que sufren alguna 
enfermedad mental. Es cierto que ninguno está ahí por haber realizado buenas obras, como se 
dice entre los presos, pero, a veces, la cárcel no es la mejor solución. 
 
Los centros penitenciarios son lugares hostiles y agresivos, donde la persona pasa a ser 
un número, donde se tienen rutinas muy estrictas, donde no abundan las actividades y los 
talleres, donde no hay una asistencia sanitaria adecuada. Razón por la cual resulta imposible 
sostener un sistema de reinserción social. 
 
Tanto más cuando el tratamiento penitenciario para la reinserción sólo puede ser 
aplicado a los reclusos condenados y no a los sujetos pendientes de juicio, los presos 
preventivos, de los que aún no se ha demostrado jurídicamente su actitud antisocial y a los que 
se ha aplicado la privación de libertad como medida cautelar por haberse producido una 
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situación de alarma social a raíz de una supuesta acción delictiva o bien por tener el juez serias 
dudas sobre su comparecencia a juicio. A estos sujetos que aún no han sido condenados por los 
tribunales justicia, no se les puede aplicar ningún tratamiento de resocialización pues no existe 
una sentencia que demuestre un comportamiento inadaptado que se deba corregir.  
 
A algunos de estos presos preventivos tampoco se les podrá aplicar el tratamiento 
cuando sean condenados si la condena es igual que el tiempo que ya tienen cumplido con la 
prisión preventiva que se les abona. Realidad de antología dentro del nuevo Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia. 
 
De hecho nos cuesta entender que la privación de libertad no es el único método que se 
puede seguir para intentar aplicar técnicas dirigidas a la recuperación social del infractor, es 
más, existe una larga experiencia que nos dice que la prisión es un caldo de cultivo excelente 
para el aprendizaje de la delincuencia.  
 
La utilización de vocablos con la partícula “re” como reeducación, resocialización, 
reinserción o rehabilitación presupone que antes de la comisión del delito los delincuentes 
estuvieron correctamente educados, socializados, insertados o habilitados para la convivencia. 
La realidad nos demuestra que gran parte de la población penitenciaria no recibió desde su niñez 
unas pautas de socialización adecuada, es decir, escolarización continuada hasta el nivel 
obligatorio y ambiente de trabajo con remuneración suficiente para permitir una forma de vivir 
digna, por lo que la reinserción social se reduce con frecuencia a conseguir una simple 
educación y socialización a través de la escuela.  
 
Los métodos para conseguir la reinserción social del preso han ido evolucionando. Se 
han desechado sistemas que se han revelado inoperantes y se están experimentando con otros 
implantados con aparente éxito en diferentes países. Todos los intentos van dirigidos a premiar 
el buen comportamiento del reo, bien para que no pierda su libertad o para que la recupere 
cuanto antes, basándose siempre en un comportamiento favorable. 
 
A la labor de reinserción social del preso que se intenta llevar a buen término en los 
centros penitenciarios se le ha denominado “tratamiento penitenciario”10 como si consistiera en 
un tratamiento médico o psicológico, que en realidad de ambas ciencias tiene algo aunque no 
son las únicas en tenerse en cuenta, según  Herrero (2001, p. 46). A pesar de que la mayoría de 
                                                     
10
 Dice MAPELLI CAFFARENA: “Lecciones de Derecho Penitenciario”; Págs. 141 y siguientes: “la 
expresión tratamiento tiene unas connotaciones desvalorativas de enorme significación. El delincuente 
aparece como un elemento negativo y disfuncional para el sistema social y el tratamiento es el crisol que 





 opinan que el tratamiento real es muy escaso en los centros penitenciarios, este 
busca la reinserción social. Sin embargo para alcanzar dicho objetivo queda mucho por hacer. 
 
5.3.  SISTEMA DE INDEMNIZACIÓN 
 
Un signo relevante de los tiempos penales y penitenciarios que corren viene marcado 
por el cambio de modelo. Hemos pasado del paradigma de “la reinserción” al de la 
“retribución”, y ello, en nuestro entorno, de la mano de otra significativa mutación: del Estado 
Social de Derecho al Estado Constitucional de Derechos y Justicia; innovaciones que influyen 
de manera significativa en la constitución del Derecho Penal, según aprecia L. Wacquant
 
 
(2000, p. 79). 
 
Los sistemas de indemnizaciones, han sido empleados con cierto grado de logro en 
puntuales Legislaciones, que pese a las dificultades han logrado cosechar resultados óptimos. 
 
Sin embargo, para implementar dicho sistema a nivel nacional es necesario un cambio 
profundo en la concepción del delito y su sanción.  
 
A pesar de que la justicia penal tiene como objetivo castigar los actos contrarios a 
derecho, con lo cual el Derecho Penal está orientado hacia el delincuente quedando la víctima 
en una situación marginal o simplemente limitada a la participación como testigo en el 
esclarecimiento de los hechos, dejando totalmente de lado la conformación de su  propio 
proceso de victimización.  
 
El Sistema de indemnización tiene como objetivo entender el drama de la víctima, 
permitiéndole ejercer sus derechos de acceso a la justicia, de restitución, reparación y de 
restauración como de asistencia y de orientación en todo momento procesal. 
 
De hecho con el sistema de indemnización se trata de alcanzar una justicia equitativa 
tanto para el procesado como para la víctima. 
 
 
                                                     
11
 GARCIA-PABLOS DE MOLINA: “Tratado de Criminología”; Edit. Tirant lo Blanch, Valencia, 1999, 
Pág. 984. Opina que "el ideal resocializador sigue siendo aún muy ambiguo e impreciso" pero que puede 
dejar de ser un mito cuando se alcance un consenso en el debate científico entorno a los "objetivos 
concretos que se pueden perseguir con relación a cada grupo o subgrupo de infractores", a los medios y 
técnicas de intervención idóneos y eficaces en cada caso y a los límites que no debe superar jamás 
cualquier clase de intervención. 
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5.4. SISTEMA DE LABOR COMUNITARIA 
 
El sistema de labor comunitaria tiene la doble vertiente de ser un derecho y un deber del 
interno y su finalidad es rehabilitarlo, reinsertarlo a la sociedad, reparar el daño irrogado y 
prepararle para entrar en el mercado laboral cuando alcance la libertad.  
 
Todos los penados -salvo los exceptuados por prescripción médica, edad avanzada o 
fuerza mayor- bajo este sistema tienen la obligación de realizar trabajos comunitarios conforme 
a sus aptitudes físicas y mentales, con el fin de resarcir el daño social producido por evento del 
delito.  
 
Con este sistema de trabajo comunitario se tiene como norte reparar el daño social 
irrogado por el cometimiento del delito, de tal suerte que el procesado repare el dolor causado 
colaborando con la sociedad a la cual agredió. 
 
Mediante este sistema la sociedad también alcanza la ansiada justicia, pues mira en la 
Administración de Justicia Penal la reivindicación de los valores y bienes jurídicos que con 
tanto afán tutela. 
 
Es más, el Estado no pierde su potestad sancionadora, porque de manera 
ejemplificadora logra sancionar al procesado -utilizando un mecanismo altamente humano y 
solidario- y a la vez de manera didáctica ejerciendo el control social enseña a los miembros de 
la comunidad cómo su conducta ilícita afecta a todos y cómo esa afectación merece una pronta 
reparación. 
 
5.5. SALIDAS ALTERNATIVAS VERSUS DESCONGESTIÓN DE CAUSAS 
 
Dentro del Derecho Comparado existen un sin número de salidas alternativas al proceso 
penal, entre las cuales se puede citar la mediación penal, sin embargo cabe resaltar que todo tipo 
de mecanismo que apunta hacia un cambio de horizonte debe trazarse metas puntuales y 
realmente realizables, pues de nada sirve establecer mecanismo de ensueño que en la práctica 
son tristes utopías. 
 
Existen además dentro de nuestro actual Ordenamiento Jurídico Penal, varias 
alternativas de descongestión de la Administración de Justicia, tipificadas dentro del vigente 
Código de Procedimiento Penal, tales como el procedimiento abreviado, el simplificado, el 
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acuerdo reparatorio, la suspensión condicional del procedimiento y la conversión de la acción 
penal. Cuya incidencia en el quehacer jurídico nacional ha significado una reducción 
considerable en la carga laboral de Jueces y Tribunales de Garantías Penales. Aun cuando al 
respecto todavía queda mucho por hacer. Sobre todo en cuanto a los derechos de la víctima y 
sus legítimas demandas. 
 
Sobre la descongestión de la Administración de Justicia, chorros de tinta se han gastado 
sin logra establecer una real medida, lo cierto es que al respecto no existe fórmula mágica que 
haga el milagro, pues lamentablemente, mientras el hombre sea tal existirá delito, por tanto una 
medida lógica, aun cuando no la final, es la prevención del delito. 
 
Por lo que es preciso manifestar que la Administración de Justicia Penal dejará de estar 
saturada cuando se evite a ultranza el cometimiento de delitos mediante la implementación 
interdisciplinaria y satisfactoria de las demandas sociales que giran en torno a salud, educación, 
vivienda y otros aspectos que aseguran una vida digna en consonancia con el buen vivir 
glorificado en la Constitución de la República 2008.    
 




 La Constitución vigente es sin lugar a dudas la más democrática de nuestra historia. 
Cabe resaltar que en ella impera el garantismo constitucional. 
 
 El “garantismo” es el movimiento o escuela del derecho constitucional, penal y procesal 
penal que brega por asegurar la más amplia y efectiva observancia de toda norma, derecho, 
exención, garantía o principio en defensa de la persona y de su dignidad frente al Estado y frente 
a terceros, en todos sus posibles roles: como ciudadano, administrado, arrestado, detenido, 




 Respecto de la relación entre derechos y garantías, Bidart Campos (2000, p. 797) 
apunta que:  
                                                     
12
 El Dr. Germán José Bidart Campos, al respecto expresa: “Las garantías constitucionales son el 
soporte de la seguridad jurídica; no en vano se define a las garantías en un sentido lato, como el 
conjunto de seguridades jurídico-institucionales deparadas al hombre. Las garantías existen frente al 
Estado, en cuanto son medios o procedimientos que aseguran la vigencia de los derechos”. BIDART 
CAMPOS, Germán José: “Manual de la Constitución Reformada”; Edit. EDIAR, 1998, Pág. 286. 
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Un derecho sin su correlativa garantía es un derecho inexistente o un derecho inocuo 
[...] lo que de rescatable tienen estos enfoques radica en poner de relieve que para la 
efectividad de los derechos -o sea, para contar con la posibilidad de su vigencia 
sociológica en supuestos de desconocimiento, negación o violación- hace falta el 
instrumental de la correspondiente garantía que permita hacerlo valer. 
 
 La Carta Magna del 2008 preludia su garantismo al afirmar en el preámbulo el 
“reconocimiento de la dignidad humana” y disponer en el Art. 1 que el Ecuador “se constituye en 
Estado Constitucional de Derechos y Justicia (...)”, adoptando para su gobierno “la democracia 
representativa, participativa y pluralista, fundada en el reconocimiento de la dignidad humana”.  
  
 El énfasis en la dignidad humana es muy encomiable, así como la expresa consagración 
Estado Constitucional de Derechos y Justicia. 
 
 En este punto es innegable la fuente alemana, ya que para el Tribunal Constitucional 
Federal Alemán, la democracia es un orden político fundado en la dignidad de la persona; en tal 
sentido, ha defendido una visión axiológica de la Constitución, tal como lo expresó en el caso 
Luth, los estudiosos: Catalina Botero, Juna Fernando Jaramillo y Rodrigo Uprimny (2000, 
p. 466 y 467): 
 
Los derechos fundamentales contienen un orden objetivo de valores que se realiza en 
la vida política, es decir, contienen no sólo derechos subjetivos sino principios 
objetivos del Ordenamiento Jurídico que se aplican en todos los ámbitos del Derecho y 
por ende irradian las relaciones privadas. 
 
 De ahí que el garantismo en nuestra constitución, arroja más luces que sombras, más 
progreso que retroceso hacia la auténtica defensa de la dignidad humana; puesto que enarbola al 
Debido Proceso, como esencia y espina dorsal de todo procedimiento tutelando al máximo los 
derechos humanos y constitucionales de las personas. 
 
La actual Constitución de la República del Ecuador 2008, desarrolla el contenido de 
muchos derechos establecidos ya en la Carta Política de 1998, agregando otros nuevos. En 
primer lugar, vincula y relaciona los derechos sociales a la noción andina de sumak kawsay o 
Buen Vivir, así como al modelo de desarrollo asumido oficialmente.  
 
Entre los derechos nuevos o de mayor desarrollo pueden destacarse especialmente los 
derechos de las personas y grupos de atención prioritaria (Art. 35). Allí se incluyen los derechos 
de adultos mayores, migrantes, mujeres embarazadas, jóvenes, personas con discapacidad, 
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personas con enfermedades catastróficas, privadas de la libertad, usuarias y consumidoras. En 
estos casos, la Constitución desarrolla derechos que atienden a las diferencias y especial 
condición de los miembros de cada uno de esos grupos. 
 
Por otra parte, sin dejar de reconocer los derechos civiles, la Constitución de 2008 
desarrolla los derechos sociales y ambientales. Por ejemplo, el derecho al agua (Art. 12), a la 
alimentación y soberanía alimentaria (Art. 13), la universalización del derecho a la seguridad 
social (Art. 34), el derecho a la salud (Art. 32), etc. Se incluye, además, como una innovación 
importante los derechos de la naturaleza (Art. 71). También los derechos a la participación y los 
de los pueblos indígenas que adquieren un alcance mayor, lo cual se expone en las secciones 
sobre economía y plurinacionalidad. 
 
Entre los cambios que han sido señalados como retrocesos respecto a 1998 puede 
incluirse la definición del matrimonio como unión exclusivamente de un hombre con una mujer 
(Arts. 67-68), una limitación expresa que la Constitución de 1998 no contenía. Por otra parte, si 
bien la nueva Constitución establece mayores derechos para el trabajo autónomo e informal, 
amplía -en cambio- la posibilidad de excepciones a la contratación y negociación colectiva (Art. 
326-13). 
 
La Constitución del 2008 elimina la clasificación tradicional de los derechos. Lo hace 
con el propósito de enfatizar el carácter complementario y la igual jerarquía de todos los 
derechos constitucionales. En lugar de la ordenación de derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales y culturales, la Constitución de 2008 utiliza una división temática: derechos del buen 
vivir, de participación, de libertad, etc. Incluso al referirse a los derechos colectivos, los 
denomina “derechos de las comunidades, pueblos y nacionalidades”, para destacar así que también 
otros derechos pueden exigirse eventualmente de forma colectiva. Según el artículo 10, son 
titulares de esos derechos las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos; por 
tanto, todos los derechos pueden exigirse de forma individual o colectiva (Art. 11). 
 
Esta universalización de la capacidad para reclamar derechos se corrobora también con 
la ampliación y desarrollo de las garantías constitucionales. Las garantías -en sentido amplio- 
son los medios que disponen las personas o los colectivos para hacer efectivos sus derechos 
constitucionales. La Constitución de 2008 amplia y fortalece esas garantías. 
 
La Carta de Montecristi desarrolló especialmente las llamadas garantías 
jurisdiccionales, es decir las acciones jurídicas ante los jueces para reclamar por la violación de 
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los derechos. Entre esas acciones vale mencionar la Acción de Protección, el Hábeas Corpus y 
el Hábeas Data. 
 
La Constitución de 2008 mantiene estas garantías e incorpora otras tanto 
jurisdiccionales como no jurisdiccionales. Entre las primeras se agrega el acceso a la 
información pública (Art. 91) y la acción de cumplimiento (Art. 93), además se crea el Amparo 
o Tutela contra sentencias judiciales (Arts. 94 y 437), algo que estaba prohibido expresamente 
en la Constitución de 1998. 
 
Además de estas garantías jurisdiccionales, la Constitución del 2008 considera como 
garantías de los derechos la actividad legislativa y en general de producción de normas (Art. 
84), la realización de políticas públicas (Art. 85) y la participación ciudadana (Art. 85 inciso 
final). 
 
Se ha observado que al establecer la Constitución del 2008 un amplio catálogo de 
derechos, especialmente de carácter social y al fortalecer las garantías a fin de poder exigirlos, 
se ha colocado sobre el Estado una potencial presión o demanda inmanejable en términos 
presupuestarios y burocráticos.  
 
Efectivamente, la nueva Constitución posibilita interponer acción de protección incluso 
contra políticas públicas cuando estas violan los derechos constitucionales (art. 88).  
 
De esta forma se relativiza la división de los poderes y se abre la posibilidad de 
judicializar las políticas públicas si éstas no responden a los derechos de los ciudadanos, o los 
violan. Esta crítica es relativa pues el hacer efectivo los derechos sociales es un objetivo básico 
del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, aunque ello se realice progresivamente, 
atendiendo de ese modo a la realidad presupuestaria. En aquellos casos en que las actuaciones o 
políticas estatales atenten contra estos derechos es imprescindible que las personas cuenten con 
la posibilidad de reclamarlos ante los jueces. 
 
El garantismo en materia penal 
 
Nacida durante los años sesenta y setenta en el contexto italiano, la teoría del 
garantismo penal trata de introducir, junto a las exigencias formales, nuevas exigencias 
materiales, que permitan conciliar el principio preventivo-general de protección de la sociedad 
mediante la disuasión de los delincuentes, con los principios de proporcionalidad y humanidad, 
por un lado, y de resocialización, por el otro.  
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A pesar de que muchos de los postulados abolicionistas son, a su vez, compartidos por 
los defensores de un modelo garantista, éstos -a diferencia de aquéllos- entienden que el 
Derecho Penal, si bien ha fracasado en la mayoría de los fines que le han sido asignados, 
todavía puede servir para cumplir un fin primordial: la minimización de la violencia en la 
sociedad, previniendo mediante su parte prohibitiva la razón de la fuerza manifestada en los 
delitos y mediante su parte punitiva la razón de la fuerza manifestada en las venganzas o en 
otras posibles reacciones informales. 
 
Precisamente, el reconocimiento de esta doble finalidad preventiva: prevención de los 
delitos y de las penas arbitrarias, es la que vendría a legitimar la necesidad política del Derecho 
Penal como instrumento de tutela de aquellos bienes que no está justificado lesionar con delitos 
ni con castigos.  
 
Como dice Luigi Ferrajoli (2002, p. 7):  
 
Un sistema penal -puede decirse- está justificado únicamente si la suma de las 
violencias -delitos, venganzas y puniciones arbitrarias- que él puede prevenir, es 
superior a la de las violencias constituidas por los delitos no prevenidos y por las 
penas para ellos conminadas. 
 
A partir de estas premisas, el garantismo propone un modelo de Derecho Penal 
autolimitado en virtud de tres ideas fundamentales.  
 
 Su humanización, basada en la tajante consideración de la pena como un mal, y que 
consecuentemente obliga a restablecer la seguridad jurídica respecto a ella, a valorar 
el tratamiento como un derecho disponible del delincuente, y a perfeccionar el sistema 
de penas; 
 
 Su configuración como un Derecho penal mínimo; y,  
 
 Su desconexión de las exigencias éticas, que lleva a que sus contenidos se prevean en 
función de las necesidades sociales históricamente condicionadas de mantenimiento del 
orden social y de las vigentes concepciones sociales. 
 
Como medio de control social, el Derecho Penal cumple su función mediante la 
evitación de los daños o riesgos más graves para bienes fundamentales para la convivencia.  
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El Derecho Penal obtiene, pues, su legitimación, en la medida en que se convierta en 
instrumento para la salvaguarda de una serie de bienes jurídicos en cuanto presupuestos básicos 
de la convivencia social, que no se deben lesionar ni con la realización del delito ni con la 
intervención punitiva.  
 
En un Estado democrático, la aludida función de protección de bienes jurídicos ha de 
traducirse en la protección o tutela de los bienes jurídicos de “todos los ciudadanos”, con 
independencia del lugar que ocupen en el sistema social, y con independencia, también, de que 
sean potenciales delincuentes o potenciales víctimas. 
 
Así entendida, la función de protección de bienes jurídicos no se realiza únicamente con 
la prevención de los delitos. Junto a ello, el Derecho Penal debe asumir otra función preventiva, 
ahora de signo negativo, cual es la prevención de la propia violencia punitiva del Estado 
manifestada en las penas arbitrarias o desproporcionadas. 
 
Los fines de protección y los fines garantistas no son, pues, finalidades contrapuestas. 
En consecuencia, los principios que fundamentan y legitiman al Derecho Penal no pueden ser 




Para Luigi Ferrajoli (2002, p. 32), el utilitarismo penal tradicional es, al excluir los 
castigos inútiles basados en razones morales, la base para construir cualquier doctrina racional 
de justificación penal y también para poner límites al poder de castigar. A su juicio, sólo el 
“utilitarismo penal reformado” -entendido como “la máxima satisfacción para la mayoría, con el 
riesgo de mínimas garantías para la minoría”- permite legitimar el Derecho Penal limitando su 
intervención. 
 
Al girar la fundamentación ligada a la utilidad en torno a los fines de la pena, los 
principios garantistas cumplen en la construcción del autor italiano una misión puramente 
negativa. Tales garantías, son formulables únicamente en sentido negativo, de forma que bajo 
los postulados de un Derecho Penal mínimo no se puede, por ejemplo, identificar un sistema de 
prohibiciones positivo legítimo.  
 
El reto consiste, pues, en colocar junto a la teoría de los fines de la pena, en el mismo 
plano y con el mismo rango, a los principios garantistas, para que de ese modo dejen de ser 
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meros límites para convertirse en principios fundamentadores tan originarios como la teoría de 
la pena. Y ello sólo se consigue conciliando las ideas de utilidad y validez de la misma. 
 
De tal suerte que la justificación del Derecho Penal ha de sostenerse en una premisa de 
prevención doblemente negativa: como medio de protección social para evitar que se cometan 
más delitos; y (más importante aún) como herramienta de protección de los sujetos frente al 
poder punitivo estatal. En este sentido, polemiza con los abolicionistas, en cuanto sostiene que 
hacer desaparecer el Derecho Penal puede provocar mayores males que aquellos que se pretende 
reparar, particularmente en épocas -como las que vivimos actualmente -, en que el Derecho 
Penal liberal se encuentra en crisis, y en que lo que se impone son justamente medidas que 
tienden a negar el Derecho Penal de garantías, optando por otros mecanismos informales de 
control social.  
 
En todo caso y a tono con la propuesta de la presente investigación en virtud de lo 
manifestado tanto por el garantismo penal, como por el utilitarismo, es necesarios que dentro de 
nuestro Ordenamiento Jurídico el Derecho Penal abrace nuevas formas de llegar a la justicia, sin 

























 El Derecho Procesal Penal, ha evolucionado, de acuerdo con los vaivenes sociales; 
lamentablemente en esta evolución, de manera general, podemos asegurar que se ha 
encontrado al servicio de las clases sociales que detentan el poder antes que al amparo 
de la justicia. 
 
 En los albores de la humanidad, la venganza privada, desproporcionada y empapada de 
barbarie rigió la solución de los conflictos de la naciente civilización. 
 
 Con el pasar de los tiempos y la institucionalización del Estado, la venganza cruel y 
despiadada, para a ser normada, en virtud de los cambios sociales propugnados por una 
comunidad social organizada. 
 
 El Estado inserta en su accionar nuevos e innovadores caminos para la realización de la 
justicia; dependiendo de los intereses de la comunidad a la cual regenta. 
 
 En los nacientes estados europeos de los cuales somos legatarios se exploró dos modos 
de llegar a la solución del conflicto penal el Sistema Inquisitivo y el Sistema 
Acusatorio. 
 
 El Sistema Inquisitivo, base del Derecho Procesal Penal de España, fue el que 
abrazamos por algunas décadas. En él, las desproporciones y la falta de garantías 
procesales eran el pan nuestro de cada día. Los medios probatorios eran traídos de los 
cabellos de manera parcializada y huérfanos de toda técnica. 
 
 Debido a los marcados cambios sociales, y a la fuerte revolución normativa vivida en 
Europa, tras las catástrofes desatadas por las Dos Guerras Mundiales y la vorágine del 
Sistema Económico Capitalista se hace necesaria una reforma sustancial del derecho y 
la concepción del hombre. 
 
 Así varias tendencias altamente humanitarias, aparecen en todo el planeta, 
principalmente en Alemania, con el propósito de impulsar en la Comunidad 




 Esfuerzos que no fueron vanos, puesto que ello, en el mundo del derecho significó una 
renovación altamente garantista llamada neoconstitucionalismo. 
 
 Esta nueva concepción del hombre como principio y fin del derecho permitió cambiar 
las bases del Derecho Procesal Penal, dando paso por primera vez a garantías procesales 
antes impensadas. 
 
 Así, se dio paso a una Administración de Justicia proba, en la cual, con procedimientos 
técnicos, que permiten garantizar los derechos de las partes procesales. 
 
 Este oportuno cambio permitió observar que no es necesario llevar a la órbita procesal 
asuntos que por su naturaleza jurídica bien pueden ser resueltos bajo la cultura del 
diálogo. 
 
 De tal manera que las solucionas alternativas al proceso penal, propias de una justicia 
penal humanizada, fueron acogidos por nuestro ordenamiento jurídico a tono con los 
cambios propugnados por el garantismo y neoconstitucionalismo, reforzados por las 
reformas constitucionales. 
 
 Resulta opuesta y lamentable la forma en la que las solucionas alternativas fueron 
incorporadas al proceso penal, tergiversando su verdadera esencia jurídica. 
 
 Tal es así, que el Código Orgánico Integral Penal las invisibiliza y apenas las menciona 
de manera muy vaga, poniendo obstáculos legales de forma, contraviniendo con los 
preceptos del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, dejando de lado el 
garantismo constitucional e inobservando los Tratados Internacionales de Derechos 












 Fortalecer las instituciones sociales que se dedican a la tutela y cuidado de la familia, 
para que la sociedad en sí retome el norte de solidaridad y bienestar común. 
 
 Reformar el Código Orgánico Integral Penal, con el fin de fortalecer la figura de la 
conciliación (semejante al acuerdo reparatorio) e incluir nuevamente la figura de la 
suspensión condicional del procedimiento, accionando los principios y garantías 
constitucionales, principalmente el principio de mínima intervención penal.   
 
 Implementar de manera adecuada y oportuna,  la Mediación Penal, considerándose a las 
contravenciones y delitos que por su naturaleza puedan transigirse a través de 
mecanismos alternativos. 
 
 Crear Centros de Mediación Penal, adscritos a la Función Judicial, bajo la dirección del 
Consejo de la Judicatura, con Mediadores altamente calificados. 
 
 Institucionalizar dentro de la Función Judicial la justicia reparativa y restaurativa, para 
que la Administración de Justicia satisfaga las justas demandas de las partes procesales, 
sobre todo, del procesado y de la víctima. 
 
 Viabilizar de manera real, las garantías procesales que cubren tanto a la víctima como al 
procesado; fortaleciendo los medios alternativos de solución a los conflictos en materia 
penal. 
 
 Insertar dentro de la Constitución de la República, el Código Orgánico de la Función 
Judicial y el Código Orgánico Integral Penal, los medios alternativos de justicia, como 
una fase preprocesal obligatoria; de tal manera que la cultura de litigio ceda el paso a la 
cultura de diálogo amigable con el buen vivir. 
 
 Considerar nuevas opciones de penas; que no solo involucren la compensación de una 
irrisoria multa y/o la cárcel; de tal suerte que, se indemnice a la víctima, se compense a 
la sociedad y se repare realmente el daño irrogado. 
 
 Crear un Sistema Carcelario, que permita a las personas privadas de libertad aprovechar 
el tiempo que se encuentran detenidas, dándoles la posibilidad de estudiar y/o trabajar, 
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lo que se traducirá en una verdadera oportunidad de reinserción en la sociedad al 
momento que recobren su libertad. La construcción de este tipo de comunidades 
carcelarias requerirá una ingente inversión estatal, pero será un elemento fundamental 
en la administración de justicia y en la sociedad. 





































TÍTULO: “Incorporar dentro del Código Orgánico Integral Penal 
Mediadas Alternativas de Solución al Proceso Penal”. 
 
OBJETIVOS: Incorporar dentro del Código Orgánico Integral Penal, medidas 
alternativas al proceso penal, de tal suerte que se logre edificar 
dentro de nuestro Sistema Procesal Penal, la ansia cultura de 
paz, en armonía con los preceptos del Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia. 
  
Viabilizar soluciones rápidas al conflicto penal, que satisfagan 
las justas demandas de las partes procesales, sin marginar a 
persona alguna, brindando, especialmente, a la víctima un rol 
dinámico. 
 
Remediar de manera operante el daño producido por evento del 
delito; de tal suerte que los miembros del conglomerado social, 
se concienticen que el delito deja secuelas imborrables tanto 
para la víctima, la sociedad, la familia del infractor y el propio 
infractor. Así, las generaciones presentes y futuras, apreciarán 
al delito como algo nada grato, evitando su proliferación. 
 
RAMA DEL DERECHO: Derecho Constitucional y Derecho Procesal Penal. 
 
BENEFICIARIOS: Los usuarios de la Administración de Justicia y en general toda 
la sociedad. 
 
IMPACTO SOCIAL: La presente propuesta de reforma al Código Orgánico Integral 
Penal tiene la finalidad de concretar y viabilizar el principio 
universal de mínima intervención penal, y una vasta lista de 
garantías procesales que con tanto afán promueve el vigente 











Que,  el artículo 1 de la Constitución de la República del Ecuador enmarca al 
ordenamiento jurídico nacional dentro de los imperecederos principios del 
garantismo y el neoconstitucionalismo, así como en los lineamientos del Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia, lo que implica realizar cambios 
normativos que respondan coherentemente al espíritu del mandato 
constitucional y al principio universal de mínima intervención penal. 
 
Que,   la Constitución, en el inciso primero del artículo 424, señala que es la norma 
suprema y prevalece sobre cualquier otra del ordenamiento jurídico, por lo 
tanto, las normas y los actos del poder público deben mantener conformidad con 
las disposiciones constitucionales, caso contrario carecerán de eficacia jurídica, 
razón por la cual, resulta necesaria la viabilización del principio de mínima 
intervención penal dentro del Código Orgánico Integral Penal, no bastando su 
simple enunciación. 
 
Que,   la Constitución, de conformidad con el artículo 75, reconoce a las personas el 
derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita 
de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y 
celeridad, y que en ningún caso quedarán en indefensión, a través de la oportuna 
y expedita labor de los Jueces de Garantías Penales. 
 
Que,   de acuerdo con el artículo 76 de la Constitución, en todo procedimiento en el 
que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, como en los 
penales, se debe asegurar las garantías que integran el debido proceso, la 
mínima intervención penal, la cultura de paz, las garantías de la defensa para la 
persona procesada y garantías a las víctimas, que deben ser canalizadas a través 
de la ley penal. 
 
Que,   la Constitución prescribe en el artículo 78 que las víctimas de infracciones 
penales tendrán derecho a protección especial, a no ser revictimizadas, y a que 
se adopten mecanismos para una reparación integral que incluya el 
conocimiento de la verdad, restitución, indemnizaciones, rehabilitación, 
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garantía de no repetición, y satisfacción del derecho violado. 
 
Que,   la Asamblea Nacional de acuerdo con el artículo 84 de la Constitución, tiene la 
obligación de adecuar, formal y materialmente, las leyes y demás normas 
jurídicas a los derechos previstos en la Constitución y tratados internacionales. 
 









Art. … .- Normas generales.- Los métodos alternativos de solución de conflictos se regirá por 
los principios generales determinados en este Código y en particular por las siguientes reglas: 
 
1. Consentimiento libre y voluntario de la víctima y del procesado. Tanto la 
víctima como el procesado podrán retirar este consentimiento en cualquier 
momento de la actuación, hasta los 3 días siguientes de la audiencia 
preparatoria de juicio.  
 
2. Los acuerdos que se alcancen deberán contener obligaciones razonables y 
proporcionadas con el daño ocasionado y la infracción.  
 
3. La admisión de participación del procesado no se podrá utilizar como prueba de 
culpabilidad en procedimientos jurídicos ulteriores.  
 
4. El incumplimiento de un acuerdo no podrá ser utilizado como fundamento para 
una condena o para la agravación de la pena. 
 
5. Los operadores y auxiliares de justicia  deberán desempeñar sus funciones de 
manera imparcial y con el fin de que la víctima y el procesado actúen con 




6. La víctima y el procesado tendrán derecho a consultar a una o un defensor 




Suspensión condicional del procedimiento 
 
Art. … .- Suspensión condicional del procedimiento.- La ejecución del procedimiento, se 
podrá suspender a petición de parte hasta tres días después de la audiencia preparatoria de 
juicio, siempre que concurran los siguientes requisitos: 
 
1. Que la pena privativa de libertad prevista para la conducta no exceda de cinco 
años.  
 
2. Que el procesado o persona investigada no haya sido sentenciado.  
 
3. No procederá en los casos de delitos contra la integridad sexual y reproductiva, 
violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar.  
 
4. Que no exista oposición fundada de fiscalía o de la víctima u ofendido.    
 
5. La medida no podrá ser inferior a un año ni superior a tres, salvo en los casos de 
indemnización económica a la víctima. 
 
6. Durante el plazo para el cumplimiento de la suspensión condicional del 
procedimiento se suspenderá el tiempo imputable a la prescripción del ejercicio 
de la acción penal y los plazos de duración de la etapa procesal correspondiente. 
 
La o el juzgador señalará día y hora para una audiencia con intervención de la o el fiscal, el 
procesado o persona investigada, la o el defensor público o privado y la víctima de ser el caso, 
en la cual se establecerán las condiciones y forma de cumplimiento durante el período que dure 
la suspensión condicional del procedimiento. 
   
Art. … .- Condiciones.- La persona procesada o investigada durante el período que dure la 




1.      Residir en un lugar o domicilio determinado e informar cualquier cambio del 
mismo a la autoridad competente que establezca la o el juzgador; 
 
2. Abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas; 
 
3. No salir del país, salvo previa autorización de la o el juez de garantías penales; 
 
4. Someterse a un tratamiento médico, psicológico o de otra naturaleza; 
 
5. Tener o ejercer un trabajo, profesión, oficio, empleo o voluntariamente realizar 
trabajos comunitarios;  
 
6. Comenzar o finalizar la escolaridad básica si no la tiene cumplida, aprender una 
profesión u oficio o seguir cursos de capacitación en el lugar o la institución que 
determine el Juez;  
 
7. Prestar servicios o labores a favor del Estado o instituciones de beneficio 
público;  
 
8. Reparar los daños o pagar una determinada suma a la víctima a título de 
reparación integral o garantizar debidamente su pago;   
 
9. No ser reincidente. 
  
A proposición de la fiscalía, de la víctima o del imputado, el juez podrá acordar otras 
condiciones de conducta similares, cuando estime que resulten convenientes.      
 
Art. … .- Control.- La o el juzgador de garantías penales será el encargado del control del 
cumplimiento de las condiciones. Cuando el procesado o persona investigada incumpla 
cualquiera de las condiciones impuestas o transgreda el plazo pactado, el juez de garantías 
penales de oficio o a pedido de la o el fiscal o de la víctima, convocará a una audiencia en la que 
se discutirá el incumplimiento y la revocatoria de la suspensión del procedimiento. En caso de 
que, en la audiencia, la o el juzgador llegue a la convicción de que hay un incumplimiento 
injustificado y que amerita dejar sin efecto la suspensión, la revocará, y ordenará que se 




El Juez puede, por una sola vez, ampliar el plazo, previo petición fundamentada del procesado o 
de la persona investigada con aprobación de la fiscalía y de la víctima.  
Art. … .- Extinción.- Una vez que la persona procesada o investigada haya cumplido con las 
condiciones y plazos establecidos en la suspensión condicional del procedimiento, la acción 






Art. … .- Acuerdo Reparatorio.- El acuerdo reparatorio podrá presentarse hasta tres días 
después de la audiencia preparatoria de juicio, en los siguientes casos: 
 
1. Delitos sancionados con pena máxima privativa de libertad de hasta cinco años.  
 
2. Delitos de tránsito que no tengan resultado de muerte. 
 
Se excluye de este procedimiento las infracciones contra la administración pública o que afecten 
a los intereses del Estado, delitos contra la inviolabilidad de la vida, integridad y libertad 
personal con resultado de muerte, delitos contra la integridad sexual y reproductiva y delitos de 
violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar.  
 
Art. … Principios.- El acuerdo reparatorio se regirá por los principios de voluntariedad de las 
partes, confidencialidad, flexibilidad, neutralidad, imparcialidad, equidad, legalidad y 
honestidad. 
 
Art. … .- Reglas generales.- El acuerdo reparatorio se sustanciará conforme con las siguientes 
reglas: 
 
1. La víctima y la persona investigada o procesada presentarán ante la o el fiscal la 
petición escrita de conciliación que contendrán los acuerdos. 
 
2. Si el pedido de acuerdo reparatorio se realiza en la fase de investigación, la o el fiscal 
realizará un acta en el que se establecerá el acuerdo, sus condiciones y suspenderá su 
actuación hasta que se cumpla con lo acordado. Una vez cumplido el acuerdo se 
archivará la investigación de acuerdo con las reglas del presente Código. 
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3. Si el investigado incumple cualquiera de las condiciones del acuerdo o transgrede los 
plazos pactados, la o el fiscal revocará el acta de acuerdo reparatorio y continuará con 
su actuación. 
 
4. Si el pedido de acuerdo reparatorio se realiza ya iniciada la etapa de instrucción, la o el 
fiscal sin más trámite, solicitará a la o al juzgador la convocatoria a una audiencia en la 
cual escuchará a las partes y aprobará el acuerdo reparatorio. En la resolución que 
apruebe el acuerdo ordenará la suspensión del proceso hasta que se cumpla con lo 
acordado y el levantamiento de las medidas cautelares o de protección si se dictaron.  
 
5. Cumplido el acuerdo, la o el juzgador declarará la extinción del ejercicio de la acción 
penal.  
 
6. Cuando la persona procesada incumpla cualquiera de las condiciones del acuerdo o 
transgreda los plazos pactados, a pedido de la o el fiscal o de la víctima, la o el juzgador 
convocará a una audiencia en la que se discutirá el incumplimiento y la revocatoria de 
la resolución de conciliación y la suspensión del procedimiento. 
 
7. En caso de que, en la audiencia, la o el juzgador llegue a la convicción de que hay un 
incumplimiento injustificado y que amerita dejar sin efecto el acuerdo, lo revocará, y 
ordenará que se continúe con el proceso conforme con las reglas del procedimiento 
ordinario. 
 
8. El plazo máximo para cumplir con los acuerdos reparatorios será de seis meses. 
 
9. Durante el plazo para el cumplimiento de los acuerdos reparatorios se suspenderá el 
tiempo imputable a la prescripción del ejercicio de la acción penal y los plazos de 
duración de la etapa procesal correspondiente. 
 
10. El juez de garantías penales podrá conceder prórroga del término para cumplir el 
acuerdo, de hasta 30 días, con aceptación de la o el fiscal, la víctima y el procesado para 
el cumplimiento del acuerdo reparatorio. 
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